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T1 Presentacion

Txt. Ppal.
Los títulos de las distintas unidades de este módulo no son accidentales. Cada concepto tratado (Derechos humanos, Ciudadanía, Discriminación, etc.) es estudiado a partir de una pregunta que responde a la forma “¿Qué es...?”.

Cuando hacemos este tipo de preguntas, nos estamos interrogando por una generalidad. En otras palabras, cuando nos preguntamos “¿Qué es la ciudadanía?”, por ejemplo, estamos preguntándonos acerca de las características más o menos generales del concepto “ciudadanía”, es decir, estamos tratando de establecer un piso mínimo de características que debe tener el concepto para que, al escuchar la palabra “ciudadanía”, todos sepamos de qué estamos hablando.

El título del módulo y los conceptos por los cuales nos preguntamos ya deben dar una pista acerca de los problemas que a lo largo del texto se tratarán de abordar. “Discriminación”, “Derechos civiles”, “Derechos humanos”, “Ciudadanía”, “Derechos colectivos”: si nos detenemos un instante vemos con claridad que son términos que claramente refieren a la convivencia, a lo social, a las relaciones humanas (que probablemente sean modos ligeramente diferentes de decir lo mismo).

Desde este punto de vista, podemos decir que hacernos estas preguntas puede ser un modo de abordar, desde diferentes puntos de vista, una pregunta central, unificadora, que podemos expresar así:

¿Qué es, qué significa “vivir democráticamente”?

La pregunta no es menor. La historia argentina nos ofrece demasiados ejemplos de las trágicas consecuencias que puede tener el desdén por su respuesta. En un país como el nuestro, tan marcado por las sistemáticas interrupciones del estado de derecho (en la mayoría de los casos dando lugar a acciones criminales por parte del Estado), interrogarnos acerca de los conceptos elementales que permiten una convivencia solidaria y democrática es una tarea crucial.

Vamos entonces a hablar de democracia, no como régimen de gobierno sino como concepto orientador de todas nuestras prácticas cotidianas, con la siguiente afirmación como guía de comprensión del tema que nos toca estudiar:

La democracia debe ser entendida, más que como un régimen político, como la condición de posibilidad de la política misma.

Y esta afirmación nos permite hacer una breve reflexión inicial.

Habitualmente nos enfrentamos al análisis de la política dando por sentado que lo que tenemos que estudiar o comprender es el modo en que se organiza el poder, siempre en relación con una u otra forma de gobierno. Lo que proponemos es, entonces, dejar de ver la “cuestión del gobierno” como si se tratara de una cuestión técnica (esto es, como si aprender a convivir se limitara a conocer la forma de gobierno en la que vivimos para adaptar nuestras conductas a los requerimientos de un sistema con cuya estructura no tenemos nada que ver). Esperamos, más bien, que la lectura de este módulo sirva para pensar la cuestión del gobierno como una resultante de las relaciones entre las personas, cuyas actitudes y conductas cotidianas definen permanentemente el terreno de lo posible y de lo deseable.

En otras palabras: cuando hablemos de Derechos humanos, de responsabilidad, de Ciudadanía o de Discriminación, estaremos hablando de “nuestros” derechos, de “nosotros” como ciudadanos responsables y de “discriminados” concretos, del mismo modo que cuando hablemos del “Estado criminal” estaremos hablando del modo en que “nuestro” Estado se organizó para violar “nuestros” derechos y de las actitudes sociales que “nosotros” deberíamos observar para que semejante atrocidad no pudiera repetirse.

Lo invitamos a trabajar con el texto activamente, de un modo tal que pueda sentir que dialoga con él; preguntándole algunas cosas, discutiéndole otras, llenando las lagunas que crea que puede tener, pensando críticamente, tanto en lo que le dice el texto como en lo que le dice su sentido común.

Sólo de ese modo podremos llegar al final del camino con alguna sensación de que la pregunta “¿Qué es la convivencia democrática?” (tan simple y complicada a la vez), tiene una respuesta posible.

T2 Objetivos

Txt. Ppal.
Esperamos que al terminar de leer este módulo usted sea capaz de:
Punteo 

· Identificar los principios y conceptos (igualdad, justicia, libertad, ley) involucrados en el ejercicio de la ciudadanía.

· Identificar de los marcos normativos los derechos (nacionales e internacionales) los derechos involucrados en el ejercicio de la ciudadanía.

· Aplicar dichos principios, conceptos (igualdad, justicia, libertad, ley) y marcos normativos (nacionales e internacionales) al análisis de problemas actuales.

· Reconocer los principales procesos históricos que dieron lugar a la emergencia de la figura del ciudadano como titular de derechos y a los derechos humanos como principios universales.

· Participar activamente para evitar o corregir acciones discriminatorias o contrarias a la vigencia de los derechos humanos. 

T2 Propuesta metodológica

Txt. Ppal.
En este Módulo usted encontrará desarrollados íntegramente los contenidos que forman parte del programa de esta materia, organizados en cuatro bloques que poseen la siguiente estructura:

Una Presentación en la que se brinda una breve síntesis de la temática a tratar, se enuncian los logros esperados y la forma en que puede encarar el estudio de los diferentes temas.

Luego, el desarrollo de los diferentes contenidos indicados en el índice, con propuestas de análisis y reflexión sobre los mismos. Los contenidos están organizados en cuatro unidades: En la primera de ellas se definen y desarrollan los conceptos de Derechos humanos y Ciudadanía; en la segunda, se hace lo propio con las nociones de Derechos civiles, Derechos Políticos y Derechos Sociales y Económicos; la tercera unidad está dedicada al desarrollo y análisis de los conceptos de Derechos colectivos y de Discriminación, muy ligado con el anterior; por último, una cuarta unidad aborda la cuestión de la violación de los Derechos humanos por parte del estado, centrando la cuestión en el análisis de los procesos dictatoriales en Argentina (prestando especial atención al estudio del período 1976-1983).
Actividades que permiten integrar y aplicar los conceptos teóricos estudiados a lo largo de cada Unidad, a través de la resolución de situaciones problemáticas. Es muy importante que usted las resuelva a medida que avanza en el estudio del Módulo, pues constituyen una forma de auto evaluación que le permitirá descubrir el grado de comprensión que ha alcanzado de las diferentes temáticas. 

Al finalizar cada actividad contará, en algunos casos, con una Clave de Corrección que le posibilitará comparar, a modo de orientación, su respuesta con la que allí se le brinda. En otros casos, por tratarse de propuestas más abiertas, se le sugerirá que consulte su respuesta con el Profesor tutor de la materia.

TU Unidad 1: Derechos Humanos y Ciudadanía

T1 Introducción

Txt. Ppal.
En esta Unidad analizaremos las características de los Derechos Humanos y su complejidad; para hacerlo partimos de algunas definiciones básicas, seguidas de un breve recorrido por la historia de los Derechos Humanos, su origen en el ideario de la Revolución Francesa.

En la segunda parte de la Unidad abordaremos el sentido de la ciudadanía y sus características en algunos de los momentos de la historia para finalmente relacionar los Derechos Humanos y la Ciudadanía entendiéndola como práctica social igualitaria y libre. 

Esperamos que al finalizar de trabajar con esta Unidad, usted sea capaz de comprender:

Punteo
· El concepto de Derechos Humanos en el mundo occidental contemporáneo:

a) su origen en el ideario de la Revolución francesa de 1789,

b) sus ampliaciones en el siglo XX, tras la Segunda Guerra Mundial y a lo largo del proceso de descolonización. 

.

· La relación entre los derechos humanos, la ciudadanía y la democracia.

· La relevancia de la responsabilidad cívica y la construcción de la ciudadanía.

Txt. Ppal.
Le será muy útil volver a estos objetivos al terminar de estudiar la Unidad, así podrá reconocer sus avances e identificar los conceptos que necesita revisar.

Recuerde, a medida que lea el Módulo, realizar las diferentes actividades propuestas. Como siempre, le recomendamos que disponga de una carpeta para esta materia en la que no solo cumplimente las actividades sino haga resúmenes, tome notas, escriba sus propios comentarios. 

Puede consultar con su tutor para realizar las actividades y para mostrarle sus producciones y sus logros.

Al finalizar la Unidad, bajo el título Anexo 1, encontrará dos documentos fundamentales: la Declaración de los derechos del hombre y del ciudadano (26 de agosto de 1789) y la Declaración Universal de los Derechos Humanos.
Actividad 

ACTIVIDAD 1

Nota para diseño: Ilustración o foto por ej. De las madres de plaza de mayo
Txt. Act.
La lucha por la vigencia de los Derechos Humanos en Argentina tiene una larga (y en muchos casos trágica) historia; difícilmente se trate de un tema que pueda generar indiferencia, o ante el cual se pueda alegar un desconocimiento absoluto. Es por esta razón que antes de avanzar en la lectura de las definiciones que hemos incluido en el Módulo, lo invitamos a escribir en su carpeta qué piensa usted acerca de lo que son los Derechos Humanos. Le pedimos que haga este trabajo aportando:
Punteo Act
a) Una definición general de los “Derechos Humanos”; esto supone enunciar una serie de características que debe tener, para usted, un derecho, para ser considerando “Derecho Humano”.

b) Una lista de derechos específicos que, para usted, merezcan el título de “Derechos Humanos”.

c) Una fundamentación sobre la inclusión de cada uno de los derechos listados en el punto anterior.

d) Una opinión personal respecto del grado en que usted cree que los derechos humanos (que ha listado) son respetados en Argentina.

e) Una breve reseña acerca de las medidas que piensa que deberían tomarse para que fueran respetados los Derechos Humanos que no se respetan (si acaso cree que hay derechos humanos que no se respetan).
T1 ¿Qué son los Derechos Humanos?
Txt. Ppal.
Usted ya ha caracterizado los Derechos Humanos desde su saber. Lo invitamos ahora a analizar cómo se los define desde el derecho y a comprender la importancia que ha tenido esta definición como así mismo, el otorgamiento de su carácter supranacional.  

Siempre que hablamos de derechos (sean cuales fueren estos derechos), una de las primeras palabras que asociamos a ellos es la de “obligaciones”. Por ejemplo, cuando decimos que todos tenemos “derechos y obligaciones”, estamos afirmando que no podemos reclamar los primeros si no nos hacemos cargo de las segundas. Este es un buen punto de partida para hablar de los “derechos humanos” (y es un buen modo, también, de comenzar a pensar en algunos conceptos que usted estudiará con mucho mayor detalle cuando curse la materia Derecho y Sociedad).

Tal como la hemos formulado, la relación que existe entre derechos y obligaciones es una relación de correlatividad. Esto quiere decir que cuando ponemos juntas las obligaciones a los derechos estamos diciendo que los derechos tienen como correlato a las obligaciones. En otras palabras: tenemos los unos porque tenemos las otras, y viceversa. Para poner un ejemplo concreto: todos tenemos derecho a abrir una cuenta corriente y librar cheques; pero este derecho tiene una obligación como correlato: no librar cheques sin fondo. Si no cumplimos nuestra obligación y reiteradamente emitimos cheques que no pueden cobrarse, entonces perdemos un derecho correlativo: el de poder tener una cuenta corriente y librar cheques.

Los Derechos Humanos constituyen un tipo de derechos cuya particularidad radica en aquello que tienen de correlativo. El correlato de los Derechos Humanos son las obligaciones que, como deberes, tienen los estados a respetar y a garantizar su plena realización, en consecuencia, se trata de derechos cuya obligación correlativa no es una obligación de quien tiene el derecho, sino de un tercero: el Estado. Esto quiere decir que los Derechos Humanos, a diferencia de otros derechos, no pueden perderse. Más aun: aunque un Estado no reconozca tales derechos este derecho existe igualmente para todo ser humano, pues éste lo posee por el hecho de ser humano.  En este sentido, los Derechos Humanos pueden definirse como  inalienables. 

La historia de los Derechos Humanos está ligada a la constitución de los Estados y actualmente hay bastante consenso, en el campo de las ciencias jurídicas y políticas, en reconocer su primera enunciación en los “Derechos del Hombre y del Ciudadano”, tras la Revolución francesa en 1789. No obstante, los Derechos Humanos son pensados como universales sin que puedan esgrimirse diferencias étnicas, de género, religiosas o de edad para negarlos o menoscabarlos. Por ende, los Derechos Humanos tienen un rango internacional e interestatal, cuyo reconocimiento se supone exigible más allá de las fronteras particulares de un Estado o las costumbres particulares de una Nación.

Este es otro aspecto de los Derechos Humanos que permite ver la densidad del problema: aun cuando tales derechos tengan reconocimiento jurídico y estén  definidos para una sociedad de derecho dada, esto no garantiza su vigencia y la justicia de su aplicación.  El status legal de estos derechos a nivel nacional e internacional ha sido definitorio para su reconocimiento.
Definicion
Llamamos “Sociedad de derecho” a aquella en la cual las acciones de todos los actores de la vida política (ya sean ciudadanos o instituciones) están subordinadas a un marco legal conocido y establecido conforme a las pautas constitucionales que garantizan su legitimidad.

Txt. Ppal.
Sin embargo, los Derechos Humanos distan de no ser problemáticos y presentan, en su análisis, complejidades y contradicciones difíciles de solucionar definitivamente. Veamos algunos de los ejes de discusión que ponen de manifiesto las complejidades aludidas:

Punteo 
· Un Estado firmante de la Declaración de los Derechos Humanos está obligado a su observancia; existen, no obstante, muchos Estados en estas condiciones que no respetan Derechos Humanos elementales.

· Todos los Derechos Humanos son jerárquicamente equivalentes (esto es: no hay Derechos Humanos que tengan prioridad sobre otros Derechos Humanos).
· Los Derechos Humanos son históricos y, como tales, cambian de acuerdo a las coyunturas específicas de cada época. Algo que hoy nos parece un Derecho Humano fundamental, probablemente no lo era en épocas pasadas y no hay por qué suponer que siempre será considerado de ese modo.

· Por ser históricos están, además, localizados (en términos generales, podemos decir que son una construcción occidental); pero en un mundo conectado y globalizado, el encuentro de culturas diferentes es inevitable y pone en jaque su universalidad.

Txt. Ppal.
Si analizamos lo dicho hasta aquí, podemos pensar en dos grandes tipos de dilemas, que deben ser siempre tenidos en cuenta a la hora de hablar de Derechos Humanos:

Punteo 
· Por un lado, el dilema que plantea la postulación universal ilimitada y jerárquicamente equivalente de los Derechos Humanos y su aplicación práctica, que es siempre particular y supone prioridades, en casos de contradicción. En este tipo de dilema nos introduce, por ejemplo, el hecho de que una persona pueda ser condenada por robar, cuando esta se le aparece como la única salida para solucionar un problema que pone en riesgo su vida (porque, por ejemplo, carece de todo recurso que asegure su alimentación): ¿No debe proteger el Estado, tanto el derecho a la Propiedad como el Derecho a la Vida? Como se ve, formulado en estos términos, no es un problema sencillo de resolver.

· Por otra parte, se plantea un dilema entre la universalidad de los Derechos Humanos y su carácter relativo a una época histórica y a un imaginario cultural determinado. Es la encrucijada que se plantea cuando un Estado interviene en otro Estado en nombre de la defensa de los Derechos Humanos.

Mensaje 
Tal vez le sea de gran utilidad para pensar acerca de estas cuestiones ver la película “Ladrones de bicicletas”, del director italiano Vittorio de Sica. Esta película es considerada como la expresión más cabal de lo que se conoció como el “neorrealismo italiano” y muchos la colocan entre una de las mejores películas de todos los tiempos. Se trata de una película particularmente interesante, en la cual se pinta con toda crudeza la situación de desesperación a la que puede llevar la miseria y (tal vez esto es lo más importante) de qué modo es difícil establecer definitivamente juicios de valor alrededor de ciertas acciones de algunas personas a las cuales les están vedados derechos básicos.
Txt. Ppal.
Vale la pena recordar aquí algo ya dicho: los Derechos Humanos no pueden perderse. Como recién estamos comenzando a plantear este tema, no pretendemos dar una respuesta concluyente a los interrogantes, sino simplemente hacer notar la rigurosidad y el cuidado con la que debemos manejarnos al analizar estos temas ya que podemos confundirnos y caer en simplificaciones que impliquen contradecir los principios que sustentan los Derechos Humanos.  

Abordar el tema de los Derechos Humanos es complejo y esto se debe, principalmente a que aun considerándolos como universales, estos son, como toda creación humana, históricos y dinámicos. Lo invitamos a recorrer las modalidades en que fueron enunciándose los Derechos Humanos ya que nos permitirán comprender su sentido y su importancia en la Historia de la Humanidad.  

T2 Ilustración, Revolución Francesa y “Derechos del Hombre”

Consulte / relea
Para introducirse en esta temática le recomendamos que relea la Unidad 1 del Módulo de Historia Mundial Contemporánea y así profundizar sobre las razones que explican el origen de la Ilustración y de los principios que sustenta.        

Txt. Ppal.
A comienzos del siglo XVIII surgió en Europa una corriente filosófica conocida como la Ilustración. Esta corriente era un llamado al hombre a asumir su “mayoría de edad”, declarándose libre y responsable de sus actos y su destino. El centro de las críticas de la Ilustración al orden establecido estaba puesto en el poder de la iglesia y en las concepciones del poder que suponían jerarquías naturales entre los hombres. 

Con la Ilustración aparece por primera vez en la historia de la humanidad la postulación de la universalidad del ser humano y la derivada igualdad jurídica de los hombres. Esto era coherente con la postulación de que el poder residía en el pueblo y no en el monarca; si éste tenía acaso el poder, lo tenía para beneficio y por voluntad del pueblo, que podía reclamárselo ante cualquier abuso.

En el año 1776 ocurrió un hecho importante: Estados Unidos de Norteamérica declaró su independencia de Gran Bretaña y puso en práctica las ideas políticas y económicas predicadas por la Ilustración. En ese acto de independencia, se proclamó lo que se conoce como la Declaración de los derechos de Virginia, en la cual solo se reconocía al pueblo como soberano.

En Francia, casi al mismo tiempo, se vivía una enorme crisis política y económica que paulatinamente unió en demandas comunes a diversos sectores sociales. La figura del rey perdía legitimidad aceleradamente y las ideas de la ilustración servían de marco teórico para construir un discurso de libertad e igualdad. El 14 de julio de 1789, el pueblo de París tomó la Bastilla y los representantes del viejo orden solo conocieron dos destinos: la muerte o la huída.

Solo un mes y medio más tarde, precisamente el 26 de agosto, los revolucionarios reunidos en asamblea proclamaron, con fuerza de ley, la Declaración de los Derechos del hombre y del Ciudadano, el primer antecedente histórico de codificación de derechos universales y extensibles a todos los hombres, con carácter sagrado, inalienable y natural. La igualdad natural del hombre respecto de sus semejantes era, de este modo, proclamada por primera vez con estatuto de ley. Y por primera vez, también, se establecía un mecanismo jurídico que garantizaba a todos los hombres por igual el ejercicio de derechos absolutos. 

Consulte / relea
Le recordamos que en el Anexo 1 hemos incluido una transcripción de la “Declaración Universal de los Derechos Humanos del 26 de agosto de 1789”. 

T2 Siglo XX: Guerras mundiales y una pregunta ¿Cómo evitar otra tragedia?
Txt. Ppal.
El siglo XIX fue en muchos sentidos un siglo de optimismo. Al triunfo de la Revolución Francesa y la difusión del ideario iluminista se sumó el vertiginoso avance de las ciencias, desembarazadas ya de los dogmas religiosos como freno a su ímpetu descubridor. Fue un siglo signado por una palabra que parecía abarcar todas las esferas de la actividad social: progreso. Parecía que la capacidad humana para adueñarse del mundo y obligarlo a responder a sus intereses no tenía límites. La ciencia avanzaba a pasos agigantados y se suponía que su avance estaba ligado no sólo a la capacidad de conocimiento humana, sino a la esencia misma del hombre.

El incesante progreso de las ciencias era vivido como un progreso tanto científico como político, económico y moral. La humanidad entera avanzaba triunfante hacia la construcción del paraíso en la tierra.

Desde fines del siglo XIX, el nivel de productividad del Capitalismo Industrial no paraba de aumentar, lo cual provocó, a mediados de siglo, la generalización de lo que se conoce como el Estado de Bienestar, que ampliaba permanentemente el abanico de derechos sociales a la vez que garantizaba el crecimiento económico. En este marco de crecimiento, sectores tradicionalmente marginados fueron logrando importantes reivindicaciones sociales. 

Consulte / relea
Para profundizar esta temática le recomendamos que a la lectura del Módulo de Historia Mundial Contemporánea (El Estado de Bienestar y la expansión económica, Unidad 1 y Crecimiento y expansión de la sociedad capitalista liberal  (1850-1914), Unidad 2, páginas …para completar según diseño) y lea del Módulo de Geografía Mundial Contemporánea (Las etapas del Capitalismo – Unidad 1-, páginas…).

Txt. Ppal.
No obstante, dos hechos conmovieron hasta lo más hondo esta eufórica fe ciega en las posibilidades del progreso humano. Nos referimos a las dos grandes guerras del siglo XX. Ambas pusieron al hombre frente a las insuficiencias de los modelos de ciencia y de sociedad que si bien por un lado permitían el progreso aparentemente infinito, por otro hacían posible que el hombre se matara a escalas nunca apreciadas. 

Consulte / relea 
Será importante que lea sobre ambas guerras en el Módulo de Historia Mundial Contemporánea (Unidad 1 y Unidad 2) y en libros de historia que tenga a su alcance. 

Txt. Ppal.
Pero si bien es cierto que la Primera Guerra Mundial había sido un golpe duro que había puesto al hombre frente a su poder destructor, la Segunda Guerra fue, en todo sentido, un golpe devastador. No se trataba ya solo de la capacidad del hombre para fabricar artefactos destructivos cada vez más sofisticados, sino de la capacidad humana para ir más allá de cualquier límite ético concebible antes del conflicto, alcanzando grados de perversidad y crueldad que no se creían posibles en una era de “progreso”. El hombre parecía enfrentarse a sus aspectos más primitivos, en la época más avanzada que había conocido jamás. 

Lo invitamos a leer un fragmento del Diario de Ana Frank, en el que se puede apreciar como testimonio de una niña que vivió el horror de lo acontecido en momentos previos y durante la Segunda Guerra Mundial:

Txt. Para leer
Nadie sería capaz de comprender mis conversaciones con Kitty si no cuento antes algo de mí. Muy a mi pesar narraré brevemente lo que ha sido mi vida hasta ahora.

Cuando se casaron mis padres, papá tenía 36 años y mamá 25.  Mi hermana Margot nació en Frankfurt del Meno en 1926. 

Yo nací el 12 de junio de 1929. Por ser judíos debimos emigrar a Holanda en 1933, país en que mi padre asumió el cargo de director de Travis, S.A. Esta colabora estrechamente con la firma Kolen & Co., cuyas oficinas están en el mismo edificio.

Nuestra vida transcurrió llena de sobresaltos, pues nuestros parientes que no salieron de Alemania cayeron bajo el peso de la persecución desencadenada por las leyes de Hitler. Tras el progrom de 1938, los dos hermanos de mamá huyeron a América. Nuestra abuela se refugió con nosotros. Entonces tenía 73 años. Después de 1940 terminaron los buenos tiempos. Primero vino la guerra,

luego la rendición, enseguida la entrada de los alemanes a Holanda.

Y así comenzó la miseria. Un decreto dictatorial siguió a otro y los judíos se vieron especialmente afectados. Tuvieron que llevar una estrella amarilla en su vestimenta, entregar sus bicicletas y ya no podían viajar en tranvía, para no hablar de automóviles. Los judíos sólo podían hacer compras entre 3 y 5 de la tarde, y sólo en tiendas judías. No podían salir a la calle después de las ocho de la tarde y tampoco salir a sus balcones o jardines después de esa hora.  Los judíos tenían vedados los teatros y los cines, así como cualquier otro lugar de entretenimiento público. No podían ya nadar en las albercas públicas o practicar el tenis o el hockey. Se les prohibieron todos los deportes. Los judíos tenían prohibido visitar a sus amigos cristianos. Los niños judíos deben acudir

exclusivamente a escuelas judías. Así se amontonan las prohibiciones arbitrarias. Toda nuestra vida estaba sometida a este tipo de presiones. Jopie suele decirme: «Ya no me atrevo a hacer casi nada, pues siempre pienso que puede estar prohibido». 

Abuela murió en enero de este año. Nadie sabe cuánto la quería y cuánto la echo de menos. En 1934 ingresé al jardín infantil del Colegio Montessori y después seguí allí. El año pasado tuve a la directora, la Sra. K, como jefa de mi clase. Al concluir el año nos despedimos emocionadas y lloramos largo rato abrazadas. Margot y yo debimos proseguir nuestros estudios en el Liceo

Judío a partir de 1941.

Nosotros cuatro estamos bien ahora, y así llegó el momento actual y prosigo mi diario.
Cita:  © Frank, Ana. Diario de Ana Frank. Plaza y Janes, Barcelona, 1983.
FIN Txt. Para leer
Pichi
Ana Frank (nacida en 1929) era hija de un matrimonio judío que se exilió en Holanda al comenzar las persecuciones nazis. Junto con su familia, tuvo que ocultarse para evitar ser enviada los campos de concentración. Entre 1942 y 1944 permaneció escondida y escribió un diario, en el que contaba las cosas que sucedían a su alrededor. Murió en 1945, en el campo de concentración de Bergen-Belsen. Su diario fue encontrado en el escondite que habitó durante dos años.

Txt. Ppal.
Como el párrafo deja ver, la Segunda Guerra enfrentó al hombre con su capacidad destructiva más terrible, que llevada al extremo podía provocar la puesta en práctica efectiva de un plan de exterminio de una comunidad completa, cuyos integrantes se contaban por millones.

Consulte / relea extendido
Usted puede completar lo aprendido sobre este período en los módulos de historia, viendo algunas películas que relatan lo sucedido durante la vigencia   del plan de exterminio nazi. Le sugerimos tres (puede usted agregar otras a la lista, desde luego), que cuentan esta historia desde perspectivas diversas: “La vida es bella”, de Roberto Benigni; “La lista de Schindler”, de Steven Spielberg y “El pianista”, de Roman Polanski.

Txt. Ppal.
Derrotados los nazis se fundó, en 1945, la Organización de las Naciones Unidas (ONU), cuyo antecedente más cercano era la Sociedad de las Naciones establecida, nada casualmente, al finalizar la Primera Guerra, en 1919), con el objeto de salvar la paz mundial, defender los derechos del hombre y aumentar el nivel de vida en el mundo. El 10 de diciembre de 1948 la ONU aprobó la Declaración Universal de los Derechos Humanos.

Actividad 

ACTIVIDAD 2
Txt. Act.
Le proponemos que lea y analice la “Declaración Universal de los Derechos Humanos”, que incluimos como Anexo II. Esta Declaración tuvo como uno de sus objetivos (aunque no fue el único) establecer mecanismos que impidieran o al menos mitigaran la posibilidad de repetir crímenes como los sucedidos durante la guerra.

Retome la producción realizada como Actividad 1, en especial la definición de Derechos Humanos y la lista de derechos específicos y compárela con lo expresado hasta aquí y con los derechos enunciados en “Declaración Universal de los Derechos Humanos”, que incluimos como Anexo II. Confirme o modifique su elaboración.   

T1 Características de los Derechos Humanos
Txt. Ppal.
La relación entre Derechos Humanos y derechos “en general” no constituye una relación reversible. Esto quiere decir que si bien todos los Derechos Humanos son derechos, en el sentido amplio de la palabra, no todos los derechos son Derechos Humanos.

Para analizar en qué consiste la particularidad de los Derechos Humanos respecto del resto de los derechos, comenzaremos por mencionar sus cinco rasgos característicos: 

Punteo 

1. universalidad, 

2. validez jurídica y moral,

3. fundamentalidad en cuanto al objeto,
4. prioridad frente al Derecho Positivo, 

5. abstracción.

Txt. Ppal.
Analicemos detenidamente el significado de cada característica de los Derechos Humanos. Mientras lo hace, vaya tomando nota de sus dudas.
Punteo 

· Al decir que los Derechos Humanos son universales, se está reconociendo como titulares de los mismos a todos los seres humanos por la sola razón de ser seres humanos. En tal sentido son innatos, en tanto inherentes a todo ser humano desde el momento de su nacimiento, sin que puedan negarse por cuestiones tales como religión, nacionalidad, creencia, edad o clase social, etcétera. Por otra parte, el universalismo de los Derechos Humanos se entiende como un universalismo ilimitado. Cuando, por ejemplo, el Artículo primero de la Declaración Universal de los Derechos Humanos dice que “Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos”, tras haber declarado en el preámbulo que “la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana”, no está haciendo referencia a derechos que tienen los ciudadanos de un Estado en particular (universalidad limitada, en este caso por la ciudadanía) sino a derechos que tiene cualquier ser humano por el simple hecho de existir.

· La validez moral de los derechos Humanos indica que son moralmente exigibles es lo que permite que se diga que tienen un rango de superioridad respecto de cualquier Derecho Positivo, ya que no existe la posibilidad de que un Estado niegue los Derechos Humanos por el simple hecho de que no están contemplados en su sistema jurídico. Es también en este sentido que se dice que son abstractos: no existen casos particulares, concretos, que puedan mostrarse como demostrando la invalidez de los Derechos Humanos. Cuando la Declaración considera, por ejemplo, “esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen de Derecho, a fin de que el hombre no se vea compelido al supremo recurso de la rebelión contra la tiranía y la opresión”, está declarando que los ciudadanos no pueden ser tiranizados por ningún Estado, estableciendo un mecanismo de control supranacional que trasciende las legislaciones particulares de cada país.

Txt. Ppal.
Y por todo lo expuesto, se afirma que los Derechos Humanos son:  

Punteo 

· Fundamentales y absolutos en cuanto a su objeto, debido a que son irrenunciables (ningún ser humano puede renunciar a ellos y ningún Estado puede renunciar a su cumplimiento), inalienables (no son derechos que se le puedan “dar” a los demás, porque no pertenecen a la persona en su singularidad, sino en tanto es un ser humano “en general”), imprescriptibles (no se pierden por ninguna razón) e indivisibles (no puede suprimirse uno sólo de los Derechos Humanos sin que la validez del conjunto se pierda). Siempre dentro de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, podemos tomar como ejemplo el Artículo 4, que dice que “Nadie estará sometido a esclavitud ni a servidumbre, la esclavitud y la trata de esclavos están prohibidas en todas sus formas”; merced a las características que acabamos de enumerar, nadie puede alegar que un esclavo aceptó serlo (porque no se puede renunciar a la libertad) o que otorga a otro un “beneficio” cuando lo libera de una situación de esclavitud (porque no tenía derecho a esclavizarlo) o que alguien estaba esclavizado por haber cometido una falta (ninguna falta puede tener como consecuencia la pérdida de un Derecho Humano).

Txt. Ppal.
Los Derechos Humanos (por ser derechos) comparten la misma estructura que cualquier Derecho Positivo, que consta siempre de tres elementos. Los elementos que distinguen a todo derecho son: 

Punteo 

1. un titular, 
2. un destinatario y 
3. un objeto
Txt. Ppal.
El titular es toda persona, institución (empresa u organización sin fines de lucro) que “tiene el derecho” (puede reclamarlo); el destinatario es la institución obligada a garantizar y cumplir o a hacer cumplir el derecho. El objeto es la acción tendiente a que el derecho en cuestión ser ejercido en forma efectiva. 

Cuando de Derechos Humanos se trata, si bien un particular (sea persona física  o una institución) debe facilitar o colaborar para que el Derecho se cumpla, sólo los Estados son los destinatarios y por ende los responsables últimos de que los Derechos Humanos sean respetados, porque son precisamente los Estados los que firman los pactos, acuerdos y declaraciones en los cuales estos Derechos se garantizan.    

Actividad
ACTIVIDAD 3
Txt. Actividad
Lea atentamente el siguiente fragmento de una nota periodística, publicada en un diario nacional, en abril de 2006:

Txt. Para leer en Act
El incendio que el jueves 29 de marzo destruyó un taller textil de Caballito, y mató a seis ciudadanos bolivianos, que trabajaban y vivían allí en condiciones denigrantes, abrió la discusión sobre un secreto a voces: la mano de obra esclava en las fábricas de ropa. Un drama manchado de indiferencia, racismo, inoperancia estatal y —sobre todo— muchísimo dinero. Se estima que los talleres textiles clandestinos mueven un negocio que, sólo en Capital y el Gran Buenos Aires, supera los 700 millones de dólares al año.

Cita: © Clarín, Talleres ilegales. Un negocio que mueve más de US$ 700 millones al año, 9 de abril de 2006.
Txt. Actividad
Redacte una carta dirigida al Diario o a una organización de Defensa de los Derechos Humanos en la que exprese su alegato por la defensa de los Derechos Humanos de los seis ciudadanos bolivianos, utilice para fundamentar su pedido, el texto de la “Declaración Universal de los Derechos Humanos” y los contenidos trabajados hasta aquí. 

T1 Clasificación de los Derechos Humanos

Txt. Ppal.
Como se desprende de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, los derechos comprendidos en ella son absolutos, en tanto no existe nadie, ni siquiera un Estado, autorizado a vulnerarlos, bajo ninguna circunstancia.

Podemos dividir los derechos enumerados en la Declaración en tres grandes grupos, cada uno de los cuales contiene en sí tres “tipos” diferentes de derechos. Estos “tipos” de derechos son los civiles, los políticos y los económico – sociales.

Punteo 
a) Los Derechos Civiles refieren al resguardo del individuo en lo que hace a su privacidad; son ejemplos de este tipo de derechos el derecho a la libertad individual, a la libertad de expresión y a la libertad de pensamiento, entre otros. 

b) Los Derechos Políticos, por su parte, refieren a la participación del individuo, en tanto ciudadano o ciudadana, en el manejo de los asuntos públicos; es un claro ejemplo de este tipo de derechos el derecho a votar y ser votado. 
c) Los Derechos Económico – Sociales aparecen en relación con la búsqueda de la igualdad de oportunidades; están incluidos en este grupo de derechos: el acceso a la educación, la protección de toda persona que por diversas circunstancias se vea necesitado de auxilio (enfermedad, vejez, incapacidad, etc.), el derecho a trabajar y recibir un salario igual por una igual tarea.

Actividad
ACTIVIDAD 4
Retome la producción realizada en las Actividades 1 y 2 y clasifique los derechos que haya mencionado según el texto que acaba de leer.  Analice su producción con su profesor tutor. 
Txt. Ppal.
Otro modo de clasificar los Derechos Humanos es a partir de sus sucesivas ampliaciones históricas. Esta clasificación es conocida como la clasificación de las cuatro generaciones. 
Punteo 
a) Derechos Humanos de Primera generación o de las “libertades clásicas": Este grupo está constituido por los reclamos que motivaron los movimientos revolucionarios del siglo XVIII. Entre los derechos de este grupo figuran el derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad jurídica. Se consagra además la igualdad de hombres y mujeres y el derecho que toda persona tiene a una nacionalidad. 

b) Derechos Humanos de Segunda generación: Lo constituyen los derechos económicos, sociales y culturales. Con la declaración de estos derechos se demanda un Estado de Bienestar que implemente acciones tendientes a lograr que las personas gocen sus derechos de manera efectiva. Forman parte de este grupo el derecho a la seguridad social y al trabajo en condiciones equitativas y satisfactorias, el derecho a la sindicalización para la defensa de los propios intereses (libertad sindical) como también los derechos a la salud y a la educación. 

c) Derechos Humanos de Tercera generación: Este grupo fue promovido a partir de las décadas del 60 y 70 para incentivar el progreso social y elevar el nivel de vida de todos los pueblos. También llamados “derechos de solidaridad”, destacan entre ellos el derecho al uso de los avances de las ciencias y la tecnología y a un medio ambiente sano. Se invoca con estos derechos la búsqueda de una solución a los problemas alimenticios, demográficos, educativos y ecológicos.

d) Derechos de Cuarta generación: Son aquellos que se generaron a partir de la generalización de la problemática de grandes grupos étnicos obligados a emigrar de sus territorios a causa de conflictos armados. En caso de persecución política, por ejemplo, y merced a este grupo de derechos, toda persona tiene derecho a buscar asilo y a disfrutar de él, en cualquier país. Por otra parte se consagra como inalienable el derecho a la nacionalidad.

Actividad
ACTIVIDAD 5

Observe atentamente las imágenes que se presentan a continuación. Luego trate de establecer qué derechos se vulneran en las situaciones representadas por cada una de ellas, indicando si se trata de derechos civiles, políticos o culturales y si son de primera, segunda, tercera o cuarta generación.  Luego seleccione dos de las fotos incluidas a continuación que, según su opinión, evidencien la complejidad y las contradicciones a las que nos enfrenta el análisis de los Derechos Humanos ya sea por evidenciar la tensión entre su universalidad y diversidad cultural, o por dar cuenta de su historicidad o de la contradicción que puede representar que un Estado, supuestamente por respeto a los Derechos intervenga en otro Estado. Explique debajo de las imágenes seleccionadas la conflictiva que evidencian, los contenidos desarrollados en las primeras páginas de esta unidad lo ayudarán a realizar su explicación.       

Nota para diseno: BUSCAR CINCO IMÁGENES, DE ACUERDO CON LAS SIGUIENTES ACLARACIONES:

IMAGEN A: FOTO O DIBUJO DE UNA SITUACIÓN EN LA CUAL SEA EVIDENTE QUE SE ESTÁ FRENTE A UNA SITUACIÓN DE ESCLAVITUD. PUEDE SER UNA HILERA DE NEGROS ENCADENADOS (EEUU, S XIX, POR EJEMPLO) O UNA IMAGEN DE HOMBRES REMANDO EN UNA GALERA, CON EL SIGUIENTE 
Epígrafe: Durante siglos, los esclavos fueron la mano de obra utilizada, por excelencia, para la realización de todo tipo de trabajos considerados indignos para los hombres libres.

IMAGEN B: FOTO DE UN GRUPO DE MUJERES ISLÁMICAS CON EL VELO, EN LO POSIBLE CAMINANDO EN LA CALLE, TAL QUE SE VEA QUE LOS HOMBRES CAMINAN A CARA DESCUBIERTA, CON EL 
Epígrafe: En algunas culturas, las diferencias de derechos entre hombres y mujeres son evidentes; no obstante, subsisten en países altamente desarrollados diferencias ocultas, como el trato desigual en las condiciones laborales.

IMAGEN C: FOTO ILUSTRATIVA DEL PROBLEMA DE LA DESNUTRICION; LO MÁS ELOCUENTE SUELE ESTAR RELACIONADO CON AFRICA, PERO NO ESTARÍA MAL ALGUNA FOTO LOCAL, TAL VEZ DE NIÑOS POBRES EN UN COMEDOR PÚBLICO, CON EL SIGUIENTE 
Epígrafe: La desnutrición infantil es un problema grave: una severa deficiencia alimentaria durante los primeros dos años de vida provoca transtornos físicos y neurológicos irreversibles, que atentan contra la posibilidad de que un niño desnutrido pueda desarrollar, en la adultez, un plan de vida en igualdad de condiciones, en relación con un niño bien alimentado.

IMAGEN D: FOTO DE ALGUNA SITUACIÓN DE GUERRA; EN LO POSIBLE, QUE APAREZCA MUCHA GENTE EN ALGÚN TRANCE DIFÍCIL (ESCAPANDO, SIENDO AMENAZADA, CAUTIVA, ETC.), CON EL SIGUIENTE 
Epígrafe La proliferación de conflictos bélicos provocó, en el último siglo y hasta hoy, que decenas de miles de personas tuvieran que abandonar sus países buscando salvar su vida.

IMAGEN E: FOTO DE LA BASE NORTEAMERICANA DE GUANTANAMO, CON EL 
Epígrafe: La base norteamericana ubicada en Guantánamo (Cuba), funciona como prisión para personas acusadas de terrorismo, cuyas condiciones de detención son infrahumanas; por otra parte, casi la totalidad de los detenidos no han sido acusados formalmente, o no han tenido la posibilidad de defenderse de las acusaciones en su contra.
Fin Actividad
T1 Derechos Humanos y Ciudadanía

Txt. Ppal.
El concepto de “Derechos Humanos” está indisolublemente ligado al de “ciudadano y ciudadana”. Hay entre ambos conceptos una relación de implicación profunda, que se comprende cabalmente cuando se considera la ciudadanía como un atributo inescindible de todo hombre y de toda mujer, se encuentre donde se encuentre.

A primera vista, esto puede sonar contradictorio o fácilmente refutable: ¿Cómo puede ser inescindible la ciudadanía del ser humano, si es obvio que es posible encontrar personas que habitan en cualquier Estado, que no son ciudadanos de ese Estado (los extranjeros, por ejemplo)? La respuesta a esta primera objeción es que si bien es cierto que no todo habitante de un Estado es un ciudadano, también es cierto que toda persona, por el sólo hecho de existir, es digna de ser considerada ciudadana de algún Estado determinado. En otras palabras: todo ser humano pertenece a alguna comunidad, en la cual ocupa un lugar de igual respecto de otros integrantes de la misma comunidad. Y esta relación de igualdad entre cada hombre y cada mujer, respecto de sus conciudadanos, se eleva al rango de dignidad moral cuyo respeto puede ser exigido a todo Estado en el que se encuentre.

Para clarificar un poco estos conceptos, vamos ahora a realizar un análisis del concepto de “ciudadanía”.

T2 ¿Qué es la ciudadanía?

Txt. Ppal.
La ciudadanía implica elementos tanto políticos como jurídicos y éticos; factores por los cuales entraña un rasgo de dignidad moral: un ciudadano es alguien digno de poseer derechos en una comunidad determinada. Este rasgo ético moral de la ciudadanía se constituye como parte inalienable de la identidad de la persona, en tanto implica un sentido de pertenencia a un todo mayor en el cual se es oído, se es visto, se es reconocido. Por otra parte, el ciudadano se ve, por su condición de tal, impelido a ver, oír y reconocer a los demás como a sus iguales.

PICHI: 
CONSEGUIR UNA FOTO DE LA ACROPOLIS DE ATENAS Y ACOMPAÑARLA DEL SIGUIENTE TXT 
En la democracia ateniense era ciudadano  todo varón libre, mayor de dieciséis años y descendiente de atenienses que participaba en los asuntos públicos. La ciudadanía definía, en Atenas, al hombre: al ser un “animal político”, ser ciudadano era casi sinónimo de ser humano. Los ciudadanos eran participantes libres e iguales en un orden político cuyas leyes obedecían y hacían ellos mismos. 

PICHI:
CONSEGUIR UNA FOTO DE ROMA Y ACOMPAÑARLA DEL SIGUIENTE TXT
Si bien durante la época de dominio del Imperio Romano se mantuvo la relación entre ciudadanía y derechos políticos, la inmediata relación entre ser un ciudadano y hacer las leyes se desdibujó hasta dejar por completo de ser inmediata. Puede decirse que en Roma la ciudadanía era clasificatoria: todos los ciudadanos tenían derechos políticos, pero no los mismos. Un caballero tenía muchos más derechos que un plebeyo, sin que esto significara que el primero fuera ciudadano y el segundo no.
PICHI:
CONSEGUIR UNA IMAGEN ALUSIVA A LA REVOLUCION FRANCESA Y ACOMPAÑARLA DEL SIGUIENTE TXT 
Con la Revolución Francesa y el ascenso de la democracia liberal, a fines del siglo XVlll, la ciudadanía volvió, al menos en el imaginario social, a relacionarse inmediatamente con la plenitud de los derechos políticos. En esta nueva época, escuela y ciudadanía aparecieron entrelazadas, ya que uno de los objetivos primarios de la escuela era educar al hombre para ser un buen ciudadano. No obstante, la participación en la esfera pública no significó igualdad social: los ciudadanos deliberaban como si fueran iguales, pero debían para ello “poner entre paréntesis” sus diferencias económicas, que eran tratadas como diferencias secundarias.  Había ciudadanos ricos y ciudadanos pobres, pero se suponía que todos compartían “los mismos derechos políticos”. Esto, desde ya, era sólo teóricamente cierto, ya que las diferencias económicas redundaban en diferencias de poder, que rápidamente se acumulaba en manos de quienes poseían los recursos económicos suficientes como para torcer a su favor la voluntad de los demás. Pero, por lo menos desde un punto de vista conceptual, la ciudadanía se identificaba con la capacidad de exigir respeto por los propios derechos políticos.

Txt. Ppal.
El hecho de que la pertenencia a una comunidad implique tanto el ser visto como el ver, el ser oído como el oír y el ser reconocido como el reconocer, nos revela un doble carácter de la ciudadanía. Este concepto puede ser entendido desde un punto de vista extensivo, en tanto es por medio de la inclusión en un todo mayor como las capacidades humanas se potencian, configurando un espacio público; pero por otra parte, puede ser entendido de un modo restrictivo, en tanto marca que cada poder está limitado por poderes que se le pueden contraponer con igual derecho. Desde un punto de vista extensivo, el concepto de ciudadanía permite la inclusión cada vez más abarcativa de ámbitos y modos de participación; desde el punto de vista restrictivo, la defensa contra todo poder destructor del espacio público.   

En síntesis: el ejercicio de la ciudadanía es una práctica ético - política, y en tanto ético - política es jurídica. La ciudadanía no consiste en una práctica orientada en función de objetivos específicos cuyo logro ponga fin al compromiso del hombre con la comunidad, sino de la fuerza que mantiene viva a la sociedad misma como tal. 

T2 La Ciudadanía y los Derechos

Txt. Ppal.
Desde el punto de vista jurídico, la ciudadanía es el reconocimiento de la pertenencia de una persona como miembro activo de un Estado. Este reconocimiento implica derechos y obligaciones, siempre en mutua relación.

Ahora bien, abordar la cuestión a partir del enunciado “ser ciudadano o ciudadana implica tener derechos y obligaciones”, sin decir nada acerca de cuáles son esos derechos y cuáles esas obligaciones, o quiénes tienen esos derechos (es decir: quiénes son ciudadanos) y quiénes no, o quiénes son los destinatarios de esos derechos, transforma sin dudas el análisis de la “ciudadanía” en una mera formulación vacía. Es por esto que el paso que sigue, una vez establecido el marco general en el cual se debe comprender la cuestión de la ciudadanía, es el abordaje específico de todos estos interrogantes.

La cuestión de la extensión de la ciudadanía puede abordarse de dos modos: por un lado, considerando un aspecto que podemos llamar “cuantitativo” (esto es, de acuerdo a la cantidad de gente que es reconocida como “ciudadana”); por otro, desde un aspecto “cualitativo” (es decir, considerando qué derechos se le reconocen a los ciudadanos, sin tener en cuenta lo mucho o poco restringido que esté el acceso a la ciudadanía).

Actividad 

ACTIVIDAD 6
Le proponemos que antes de continuar con la lectura realice en su carpeta dos cuadros, a los cuales puede titular “Ejercicio de la ciudadanía: enfoque cualitativo” y “Ejercicio de la ciudadanía: enfoque cuantitativo”. Divida cada cuadro en dos columnas, de modo que:

· En el primero de los cuadros, en la primera columna y bajo el título “Derechos”, liste todos los derechos que usted cree que tiene un ciudadano; en la segunda, bajo el título “obligaciones”, liste todos los deberes que considere que le corresponde cumplir.

· En el segundo, haga un listado de todas las personas que usted considera que son ciudadanos de pleno derecho (es decir: que participan de todos los deberes y obligaciones que ha listado en el primer cuadro) y colóquelos en la primera de las columnas; mientras que en la segunda columna deberá colocar a todos los habitantes de un estado cuyo ejercicio de la ciudadanía es limitado o nulo.

Comparta sus respuestas con el profesor tutor y contrástelas con lo que se diga al respecto en lo que queda de la Unidad.

Txt. Ppal.
Si consideramos el muy breve recorrido histórico que hicimos en las páginas anteriores sobre lo que implicaba ser ciudadano o ciudadana, podemos encontrar un ejemplo del problema que queremos abordar. En la Atenas del siglo V a.C., haciendo cálculos muy generosos, sólo se reconocía la ciudadanía al 15% de la población, lo cual es, en términos comparativos con la actualidad, una proporción casi irrisoriamente baja. Sin embargo, si alguien era hijo de atenienses, nacido en Atenas, varón, libre y mayor de 16 años (esos eran los requisitos para ser ciudadano), los derechos que tenía eran extraordinariamente más amplios que los que tiene cualquier ciudadano en cualquier democracia actual (un ciudadano ateniense ocupaba en su vida al menos dos veces un cargo público, juzgaba, decidía sobre la utilización de los fondos públicos, legislaba, etcétera). Tenemos un ejemplo aquí de una ciudadanía cualitativamente extensa, pero cuantitativamente limitada. Como contrapartida, la sucesiva extensión de la ciudadanía a nuevos sectores sociales trajo aparejada la disminución de algunos derechos efectivos de los ciudadanos (la justicia, por poner solo un ejemplo, ya no es ejercida por los ciudadanos en forma directa, sino por un órgano estatal; del mismo modo, los ciudadanos no gobiernan directamente, sino por medio de representantes).

Esta tensión entre lo cuantitativo y lo cualitativo motivó que el concepto de ciudadanía fuera objeto del interés de muchos teóricos, que trataron de encontrar respuestas diferentes de la simple formulación según la cual es inevitable que si muchas personas acceden a la ciudadanía esto debe redundar en una disminución de los derechos que cada ciudadano puede reclamar. 
T2 La ciudadanía en el siglo XX: ciudadanía social

Txt. Ppal.
¿Puede considerarse plenamente ciudadano alguien que tiene una enorme cantidad de derechos puramente abstractos (igualdad ante la Ley, educación, salud y tantos otros), pero cuya práctica efectiva de la ciudadanía consiste sólo en poner un sobre en una urna cada dos años, para elegir, además, políticos que siente que no lo representan y que elaborarán políticas legislativas, educativas o de salud, entre otras, sobre las cuales no tiene ningún poder de decisión, si acaso goza de algún beneficio aportado por esas políticas? Este es el problema que centró el interés de muchos científicos sociales a lo largo del Siglo XX. La pregunta puede formularse así: ¿Puede pensarse en un concepto de ciudadanía tanto cualitativa como cuantitativamente extenso, o hay que resignarse a la pérdida de calidad de la ciudadanía a favor de la cantidad?

Como intento de dar respuesta a estas inquietudes, se pensó triádicamente el concepto de “ciudadanía”, dividiéndolo en tres estratos o niveles: el legal, el social y el político.

La ciudadanía legal es la ciudadanía interpretada desde su aspecto jurídico. Puede definirse como el conjunto de derechos y deberes de los ciudadanos en lo relativo a la ley. Desde este punto de vista, se supone que las relaciones sociales están estructuradas legalmente por medio de una red de normas que obligan y protegen a los ciudadanos. La ciudadanía legal sólo funciona suponiendo la igualdad de los hombres y las mujeres ante la Ley.

En cuanto a la ciudadanía política, incluye los derechos relacionados con la posibilidad que todo ciudadano y toda ciudadana tienen de participar de los asuntos públicos, ya sea eligiendo representantes o postulándose él mismo para cumplir funciones públicas.

La ciudadanía social, finalmente, es la que consagra a los ciudadanos una serie de derechos relacionados con una condición digna de vida. Puede considerarse que el acceso a la salud y a la educación, el derecho a trabajar y percibir un salario equitativo y otros derechos relacionados con lo que habitualmente conocemos como el “nivel de vida”, son los derechos comprendidos en este estrato de la ciudadanía.

Es visible que este modo de interpretar la ciudadanía permite un análisis más profundo del concepto. Los tres estratos son interdependientes, en el sentido de que quien no pueda ser considerado ciudadano en función de cualquiera de ellos, definitivamente ve sus derechos ciudadanos menoscabados en los otros dos y, por ende, no puede considerarse tratado como un igual respecto de quien goza de todos los beneficios de los tres estratos de la ciudadanía. 

De acuerdo con el análisis realizado, la respuesta a la pregunta con que iniciamos este apartado: ¿Puede considerarse plenamente ciudadano alguien que tiene una enorme cantidad de derechos puramente abstractos (igualdad ante la Ley, educación, salud y tantos otros), pero cuya práctica efectiva de la ciudadanía consiste sólo en poner un sobre en una urna cada dos años, para elegir, además, políticos que siente que no lo representan y que elaborarán políticas legislativas, educativas o de salud, entre otras, sobre las cuales no tiene ningún poder de decisión, si acaso goza de algún beneficio aportado por esas políticas? sólo puede ser negativa ya que un ciudadano autorizado a votar, pero con acceso restringido a una sana alimentación, a una vivienda digna y a una buena educación o un buen sistema de salud, es, respecto de quien tiene satisfechas estas necesidades, un “ciudadano de segunda clase”. Las personas en esta situación no son plenamente ciudadanas (puede decirse que no son ciudadanas) ya que no son iguales ante la ley, de hecho, sino sólo formalmente. 

Esta condición “degradada” de la ciudadanía de muchos de los integrantes de las sociedades capitalistas fue uno de los motivos que generaron, entre las décadas del 30 y del 40, la aparición de lo que se conoció como el Estado Benefactor. No fue la única causa, claro está, ya que se apuntaba con las medidas que se tomaban a crear consumidores para los productos que comenzaban a producirse según nuevas formas de producción en masa. No obstante se trató de una reconceptualización del rol del Estado, transformándolo en una potencia activa que debía velar por la ampliación de la participación económica y social a sectores históricamente marginados, en la que mucho tuvieron que ver las luchas obreras que se produjeron desde fines del siglo XIX. Se trató, en suma, de un intento por transformar al Estado en una herramienta amplificadora de la ciudadanía social.

Actividad
ACTIVIDAD 7
Punteo Act
a) Retome la clasificación sobre los derechos realizada a partir de las Actividades 1, 2 y 4 y analice si los derechos mencionados se relacionan con una ciudadanía legal, política o social. 

b) A partir del siguiente artículo periodístico, analice el ejercicio de las ciudadanías mencionadas en el Módulo. Elabore en su carpeta un texto explicativo sobre los derechos ejercidos o violados a los que se hace referencia en el artículo. Agregue su  conclusión sobre el tema. Discuta su producción con el profesor tutor.

Consulte / relea
Para realizar esta actividad le recomendamos trabajar teniendo a mano los módulos de Lengua, prestando especial atención a todo lo que en él se dice acerca de los textos argumentativos y explicativos.

Txt. Para leer en Act
La Corte de Apelaciones de Santiago de Chile despojó ayer al ex dictador Augusto Pinochet de su inmunidad en 23 casos de torturas y 36 secuestros ocurridos en 1974 y 1975, que incluyen entre sus víctimas a la presidente electa chilena, Michelle Bachelet, y a su madre.

El caso que involucra a Pinochet ocurrió en Villa Grimaldi, al este de la capital chilena, donde durante la dictadura fueron retenidas unas 5.000 personas, entre ellas Bachelet y su madre Ángela Jeria de Bachelet.

La decisión de la Corte, adoptada en una votación de 13 votos contra 5, supone el primer desafuero por delitos de apremios ilegales que sufre el ex dictador, que gobernó entre 1973 y 1990, quien se encuentra procesado por la desaparición de opositores y por enriquecimiento ilícito en el marco de otras causas. 

La justicia quedó ahora en condiciones de tomar declaración a Pinochet y eventualmente ordenar su procesamiento y detención, dijeron fuentes judiciales. 

El pedido de desafuero fue elevada por el juez Alejandro Solís, quien acreditó que Pinochet, de 90 años, fue responsable en 59 crímenes: 23 torturas y 36 desapariciones de opositores. 

El paradero de muchos de los desaparecidos durante la dictadura que encabezó el general Pinochet se perdió en el centro de detención clandestino Villa Grimaldi, entre 1974 y 1975. 

En declaraciones a radio Mitre, el miércoles la madre de Bachelet relató su secuestro y el paso junto a su hija por las celdas de Villa Grimaldi en 1974. La presidente electa, de entonces 24 años, permaneció allí por casi un mes, para luego partir al exilio a Australia y luego a Alemania Oriental.

Cita: © Clarín, Un nuevo revés para Pinochet, 21 de enero de 2006.
Fin Actividad
T2 Ciudadanía, democracia y capitalismo
Txt. Ppal.
Desde principios de la década del 70, este rol activo del Estado sufrió severos embates de diversos sectores y lentamente fue desmantelado en muchos países (Argentina entre ellos), en un proceso que culminó en la década del 90. El debate en torno al concepto de ciudadanía, a partir del desmantelamiento de la mayoría de los Estados Latinoamericanos, se volvió a ubicar en el centro de la escena, sobre todo en función de la enorme cantidad de excluidos que el proceso provocó, poniendo en tela de juicio a los mecanismos representativos de gobierno y a la relación entre la población civil y el Estado.

Si se parte de la suposición de que los ciudadanos son hombres y mujeres  iguales ante la ley, quien se encuentra excluido económica y socialmente es un ciudadano o una ciudadana  solo abstractamente. La existencia de marginados y excluidos pone, entonces, en tela de juicio a la democracia misma, ya que ésta sólo funciona bajo la suposición de la igualdad ¿Puede hablarse de ciudadanía en un sentido cabal en una sociedad que se sustenta en una brecha infranqueable entre ricos que lo tienen todo y pobres que no tienen nada? Este es el problema que hoy se debe debatir, y que puede formularse como el problema de la “igualdad de derecho y desigualdad de hecho”; es decir; todos tenemos los mismos derechos abstractos, pero sólo algunos los tienen efectivamente.

Este problema revela una tensión entre dos sistemas que deben convivir portando valores que se oponen y se excluyen entre sí. Por un lado, la democracia postula la igualdad, por otro, el capitalismo incentiva la búsqueda de la ganancia, sin preocuparse por los efectos negativos que puedan surgir de esta búsqueda, lo cual genera necesariamente desigualdades. El desafío del siglo ha sido tratar de corregir las desigualdades del capitalismo con la fuerza igualadora de la democracia. La pregunta sobre las posibilidades de sana convivencia entre democracia y capitalismo siguen, aún hoy, abiertas. 

T1 Responsabilidad cívica
Txt. Ppal.
Hemos hablado hasta aquí de la ciudadanía en términos de derechos y obligaciones. Abordaremos ahora una cuestión paralela: la de la responsabilidad y su vinculación con la solidaridad ciudadana. Es necesario que este aspecto de la ciudadanía sea abordado especialmente ya que si bien toda obligación comporta una responsabilidad, existen responsabilidades que no son obligaciones. Antes de profundizar sobre el tema analicemos un ejemplo sencillo. 

Imagine que usted viaja en el asiento delantero de un colectivo y sube una mujer embarazada. Como todos sabemos, hay en todos los colectivos un cartel (o varios) que indican que los asientos delanteros están reservados para ciertas personas con movilidad reducida, entre las cuales se encuentran las mujeres embarazadas. Esta disposición fue establecida por la Comisión Nacional de Regulación del Transporte, que es un órgano estatal, y comporta una obligación. Usted, sentado en uno de esos asientos, no puede decidir si lo cede o no, debe hacerlo; y el chofer del colectivo puede hacer intervenir inclusive a la fuerza pública ante una negativa. Pero supongamos que quien sube es un niño de seis años. Usted mira el cartel y ve que los niños de seis años no están comprendidos en la normativa; sin embargo, se levanta de su asiento y lo cede ¿Por qué lo ha hecho? Porque aún sin estar obligado, usted se siente responsable por el bienestar del niño, en la misma medida que se sentiría responsable por el bienestar de un hijo propio.

El simple planteo del ejemplo anterior nos permite ver la gran complejidad de la cuestión de la responsabilidad y su importancia. De hecho, es a partir del concepto de responsabilidad que debe abordarse la cuestión de la solidaridad.

Votar, pagar impuestos o alimentar y educar a los propios hijos son acciones obligatorias; participar activamente en una organización política, colaborar económicamente con causas que uno considera nobles o cuidar de niños que lo necesitan, aún si no son hijos propios, son actos responsables y solidarios. Por poner ejemplos concretos: ni las Abuelas de Plaza de Mayo, ni las personas que aportan dinero a organismos tales como Acción Solidaria, ni los hombres y mujeres que dirigen comedores comunitarios, están obligados a hacer lo que hacen; pero su acto solidario es una de las bases de la construcción de una sociedad justa, además de resultar un aporte fundamental en materia de protección de los intereses de quienes no cuentan con posibilidades de acceder a los beneficios de una ciudadanía plena.

Por otra parte, la complejidad del análisis del concepto de responsabilidad se hace más evidente si se tiene en cuenta que, en ocasiones, hay actos de responsabilidad que directamente se contraponen a obligaciones. Hay varios ejemplos de esto, de los cuales es muy significativo el accionar de las Madres de Plaza de Mayo durante la última dictadura militar. En términos jurídicos, lo que las madres hacían era lo constrario a las obligaciones que se les imponían desde el Estado. No obstante, y aún a riesgo de morir, llevaron adelante un acto de responsabilidad ciudadana como hay pocos ejemplos en la historia nacional, transformándose en bandera de todos los que no tenían voz durante años terriblemente sangrientos. Sin llegar a puntos tan extremos, se puede considerar responsable un acto de desobediencia civil que una sociedad determinada opone a una legislación que considera injusta, con miras a conseguir del Estado una modificación en el ámbito de las obligaciones que impone a sus ciudadanos. Fue un ejemplo de ello la movilización de la ciudadanía en diciembre de 2001, ante la declaración del estado de sitio por parte del Presidente Fernando de la Rúa, que debió renunciar a su cargo ante la presión social y la pérdida de legitimidad.

T1 Construcción de la ciudadanía

Txt. Ppal.
Para cerrar la unidad abordaremos la cuestión de la ciudadanía desde un punto de vista novedoso, que podríamos calificar como “paraestatal” (es decir, por fuera del paraguas del Estado).

En países pobres como el nuestro, es cada vez más notorio que el Estado no está logrando brindar respuestas a muchos de los problemas sociales a los que nos enfrentamos los ciudadanos. Si se supone que el Estado es quien debe solucionar problemas tales como la exclusión social, esta falta de esperanzas en su capacidad puede ser desoladora. 

En los últimos años, nuevas formas de organización social surgieron como alternativas para la construcción de la ciudadanía, sin quedarse a la espera de respuestas por parte del Estado.

Movimientos barriales, fábricas recuperadas por sus obreros y cooperativizadas, organizaciones vecinales y mutuales o clubes de trueque son claros ejemplos de una ciudadanía construida en forma totalmente horizontal y “desde abajo”.

Este tipo de experiencias tienen un efecto inmediato y radical sobre el desarrollo de un sentido de pertenencia en aquellos que, previamente a la constitución de los movimientos que los incluyen, son ciudadanos nominales por carecer de medios dignos de vida, en algunos casos, o de instancias efectivas de participación política, en otros.

Actividad 
ACTIVIDAD 8

Punteo Act.
a) Lea con sumo cuidado la siguiente nota periodística y analícela.

b) Elabore en su carpeta o cuaderno un texto breve en el que explique lo acontecido, de que manera fue ejercida la responsabilidad ciudadana y cual es su relación con la solidaridad. Incluya en el texto los Derechos Humanos que podrían haberse violado y la legislación en los que se incluyen. 

Txt. Act.
Lleve su producción al tutor.       

Txt. Para leer en Act.
Otro fallo en favor de la licencia laboral por maternidad adoptiva
Equipara a la madre biológica con la adoptiva y critica a la ANSeS por discriminación.
Una mujer que trabaja en la lavandería de un hotel y que adoptó a un bebé recién nacido obtendrá una licencia por maternidad y recibirá las asignaciones familiares vigentes. 

Así lo determinó la Cámara de Trabajo de Bariloche en un fallo en el que equipara la maternidad biológica con la maternidad adoptiva y considera "discriminatoria" la decisión de la Administración Nacional de Seguridad Social (Anses) de hacer diferencias entre esas dos situaciones.

El caso fue llevado a la Justicia por María Cecilia Mansilla Villarroel, una vecina de esta ciudad que trabaja en la empresa Hotelera Lago Sur S.R.L. La mujer presentó un recurso de amparo ante la Justicia para poder tomarse la licencia tras recibir un bebé en adopción.

El tribunal, integrado por los jueces Carlos Salaberry, Juan Lagomarsino y Ariel Asuad, también decidió evaluar cuáles eran sus derechos como madre adoptiva en relación con los sistemas de seguridad social. 

Los magistrados recordaron en su fallo que la igualdad de los habitantes del país ante la ley es una de las garantías fundamentales de nuestro ordenamiento jurídico junto a la protección del trabajo en sus diversas formas, el amparo de la familia y el cuidado de los hijos.

La Cámara del Trabajo entendió que a ese cuidado no sólo hay que interpretarlo como obligación de los padres sino "con el carácter de responsabilidad social, debiendo entenderse que el ámbito de dicho ordenamiento no se limita a la familia biológica sino que se extiende a los vínculos adoptivos". 

El fallo también cita a la Convención sobre los Derechos del Niño al recordar que "los Estados deben poner el máximo empeño en garantizar el reconocimiento del principio que señala que ambos padres tienen obligaciones comunes en referencia a la crianza y el desarrollo del niño/a, para lo cual se les prestará la asistencia apropiada con el fin de lograr el desempeño de sus funciones".

Los jueces evaluaron que en este caso estaban "afectados seriamente los derechos a la vida familiar y a la igualdad de trato que merecen la madre biológica y la que asume ese mismo rol al recibir un niño en guarda para adopción". Y fueron aún más allá al considerar que la distinción que hace la Administración Nacional de Seguridad Social (Anses) entre madre biológica y adoptiva, fundamentándose en "las disposiciones legales vigentes", resulta "absolutamente injusta y discriminatoria".

La decisión de la Cámara del Trabajo de Bariloche fue conceder el derecho de licencia por nacimiento a la madre adoptante desde el momento que se le otorgó la guarda del niño para permitirle "ejercer en plenitud y en condiciones de igualdad su derecho—deber de madre" y respetar "el derecho esencial del recién nacido a tener la posibilidad de recibir los mismos cuidados y atención que un hijo biológico".

Los jueces consideraron que la vía por la cual se llega a ser padre o madre es algo secundario, y que debe garantizarse "su goce en un plano de igualdad", por lo que también esta madre tiene derecho a percibir las asignaciones que el sistema de seguridad social contempla para los trabajadores que tienen hijos.

A fines del año pasado una empleada judicial de Capital también consiguió que le otorguen la licencia por maternidad. La jueza en lo Contencioso Administrativo Federal, María Carrión de Lorenzo, hizo lugar al amparo y consideró que "se deben respetar los derechos del niño que fue dado en guarda con fines de adopción, permitiéndole tener la mayor cantidad de contacto real posible con quien asume el rol de madre de familia".

Cita: © Clarín, Otro fallo a favor de la licencia laboral por maternidad adoptiva, 26 de mayo de 2006.
Fin actividad
“Resumen/síntesis”
Iniciamos este recorrido afirmando una peculiaridad: los Derechos Humanos tienen la característica distintiva (respecto de otros derechos) de no tener una contraparte en obligaciones cuyo incumplimiento pueda acarrear su pérdida. Tras presentar unas breves definiciones y un rápido repaso histórico, descubrimos que esto se debe a que los Derechos Humanos son entendidos como esenciales del ser humano en tanto tal, y que como consecuencia de ello, la posibilidad de negarlos a cualquier persona implica la negación de su humanidad, de su condición de ser humano.

No obstante, al avanzar en el análisis, con la aparición del concepto de “ciudadanía”, se hizo evidente que es distinto afirmar que no es necesario cumplir ciertas obligaciones para tener Derechos Humanos, que afirmar que el ejercicio de los Derechos humanos no entraña responsabilidades. Se nos hizo claro que, a diferencia de otro tipo de derechos, los Derechos Humanos tienen un componente ético moral insoslayable; el incumplimiento de las responsabilidades ciudadanas revierte sobre quien se desentiende de ellas, minando el fundamento mismo sobre el cual se sostiene el concepto de los Derechos Humanos: la práctica social igualitaria y libre.

En las unidades que siguen, abordaremos en forma más específica los Derechos Humanos, analizándolos extensivamente, sin abandonar en ningún momento este presupuesto básico.

TU Anexo I

Declaración de los derechos del hombre y del ciudadano – 26 de agosto de 1789

Los representantes del pueblo francés, constituidos en Asamblea Nacional, considerando que la ignorancia, el olvido o el desprecio de los Derechos del Hombre son las únicas causas de las desgracias públicas y de la corrupción de los gobernantes, han resuelto exponer, en una declaración solemne, los derechos naturales, inalienables y sagrados del hombre, para que esta declaración esté presente constantemente en todos los miembros del cuerpo social y les recuerde sus derechos y sus deberes; para que los actos del poder legislativo y ejecutivo, al poder ser comparados en cualquier momento con la finalidad de toda institución política, sean más respetados; para que las reclamaciones de los ciudadanos, fundadas en adelante en principios simples e indiscutibles, contribuya siempre al mantenimiento de la Constitución y el bienestar de todos.

En consecuencia, la Asamblea Nacional reconoce y declara en presencia y bajo los auspicios del Ser Supremo los siguientes Derechos del Hombre y del Ciudadano. 

Artículo 1º - Los hombres nacen y permanecen libres e iguales en derechos. Las diferencias sociales no pueden tener otro fundamento que la utilidad común.

Artículo 2º - El fin de toda asociación política es el mantenimiento de los derechos naturales e imprescriptibles del hombre. Estos derechos son la libertad, la propiedad, la seguridad y la resistencia a la opresión.

Artículo 3º - El principio de toda soberanía reside esencialmente en la Nación. Ningún organismo ni individuo puede ejercer una autoridad que no emane expresamente de ella.

Artículo 4º - La libertad consiste en poder hacer todo aquello que no perjudique a los demás. Así pues, el ejercicio de los derechos naturales de cada hombre no tiene otra limitación que aquella que garantice el ejercicio de iguales derechos al resto de los miembros de la sociedad. Sólo la ley puede establecer estas limitaciones.

Artículo 5º - La ley sólo puede prohibir las acciones perjudiciales para la sociedad. Todo lo que no esté prohibido por la ley no puede ser impedido y nadie está obligado a hacer lo que la ley no ordena.

Artículo 6º - La ley es la expresión de la voluntad general. Todos los ciudadanos tienen derecho a participar en su elaboración, personalmente o por medio de sus representantes. La ley debe ser igual para todos, tanto para proteger como para castigar. Puesto que todos los ciudadanos son iguales ante la ley, cada cual puede aspirar a todas las dignidades, puestos y cargos públicos, según su capacidad y sin más distinción que la de sus virtudes y talentos.

Artículo 7º - Nadie puede ser acusado, detenido ni encarcelado fuera de los casos determinados por la ley y de acuerdo a las formas por ella prescritas. Serán castigados quienes soliciten, ejecuten o hagan ejecutar órdenes arbitrarias. Todo ciudadano convocado o requerido en virtud de la ley debe obedecer al instante; de no hacerlo, sería culpable de resistir a la ley.

Artículo 8º - La ley no debe establecer más penas que las estricta y evidentemente necesarias, y nadie puede ser castigado si no es en virtud de una ley establecida y promulgada con anterioridad al delito, y aplicada legalmente.

Artículo 9º - Todo hombre será considerado inocente hasta que haya sido declarado culpable. Si se juzga indispensable detenerlo, la ley reprimirá severamente todo rigor que no resultare necesario para asegurar su arresto.

Artículo 10º - Nadie debe ser perseguido por sus opiniones, incluso religiosas, en la medida en que sus manifestaciones no alteren el orden público establecido por la ley.

Artículo 11º - La libre comunicación de pensamientos y opiniones es uno de los derechos más valiosos del hombre. Por consiguiente, todo ciudadano puede hablar, escribir e imprimir libremente, haciéndose responsable de los abusos de esa libertad en los casos previstos por la ley.

Artículo 12º - Para garantizar los derechos del hombre y del ciudadano es necesaria la fuerza pública. Por consiguiente, se ha instituido esta fuerza en beneficio de todos y no para la utilidad particular de aquellos a quienes se la confía.

Artículo 13º - Para mantener esta fuerza pública y para los gastos de administración, es indispensable establecer una contribución común que debe distribuirse equitativamente entre los ciudadanos, de acuerdo a sus posibilidades.

Artículo 14º - Los ciudadanos tienen derecho a verificar por sí mismos o a través de sus representantes la necesidad de la contribución pública, de consentirla libremente, de controlar su empleo y determinar las cuotas, la base tributaria, la recaudación y la duración de dicha contribución.

Artículo 15º - La sociedad tiene derecho a exigir a todo agente público que le rinda cuentas de su administración.

Artículo 16º - La sociedad en donde no estén garantizados los derechos ni esté establecida la separación de los poderes, carece de Constitución. 

Artículo 17º - La propiedad es un derecho inviolable y sagrado del que nadie puede ser privado, excepto si la necesidad pública, legalmente establecida, lo exige claramente y con la condición de una justa y previa indemnización.

Declaración Universal de los Derechos Humanos

Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana; Considerando que el desconocimiento y el menosprecio de los derechos humanos han originado actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad, y que se ha proclamado, como la aspiración más elevada del hombre, el advenimiento de un mundo en que los seres humanos, liberados del temor y de la miseria, disfruten de la libertad de palabra y de la libertad de creencias; Considerando esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen de Derecho, a fin de que el hombre no se vea compelido al supremo recurso de la rebelión contra la tiranía y la opresión; Considerando también esencial promover el desarrollo de relaciones amistosas entre las naciones; Considerando que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres, y se han declarado resueltos a promover el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad; Considerando que los Estados Miembros se han comprometido a asegurar, en cooperación con la Organización de las Naciones Unidas, el respeto universal y efectivo a los derechos y libertades fundamentales del hombre, y Considerando que una concepción común de estos derechos y libertades es de la mayor importancia para el pleno cumplimiento de dicho compromiso; La Asamblea General proclama la presente Declaración Universal de Derechos Humanos como ideal común por el que todos los pueblos y naciones deben esforzarse, a fin de que tanto los individuos como las instituciones, inspirándose constantemente en ella, promuevan, mediante la enseñanza y la educación, el respeto a estos derechos y libertades, y aseguren, por medidas progresivas de carácter nacional e internacional, su reconocimiento y aplicación universales y efectivos, tanto entre los pueblos de los Estados Miembros como entre los de los territorios colocados bajo su jurisdicción.

Artículo 1 Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros. 

Artículo 2. 1. Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición. 2. Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o internacional del país o territorio de cuya jurisdicción dependa una persona, tanto si se trata de un país independiente, como de un territorio bajo administración fiduciaria, no autónomo o sometido a cualquier otra limitación de soberanía. 

Artículo 3 Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona. 

Artículo 4 Nadie estará sometido a esclavitud ni a servidumbre, la esclavitud y la trata de esclavos están prohibidas en todas sus formas. 

Artículo 5 Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. 

Artículo 6 Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su personalidad jurídica. 

Artículo 7 Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta Declaración y contra toda provocación a tal discriminación. 

Artículo 8 Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo ante los tribunales nacionales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley. 

Artículo 9 Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado. 

Artículo 10 Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en materia penal. 

Artículo 11. 1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa. 2. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no fueron delictivos según el Derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. 

Artículo 12 Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques. 

Artículo 13 1. Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territorio de un Estado. 2. Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a regresar a su país. 

Artículo 14 1. En caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar asilo, y a disfrutar de él, en cualquier país. 2. Este derecho no podrá ser invocado contra una acción judicial realmente originada por delitos comunes o por actos opuestos a los propósitos y principios de las Naciones Unidas.

Artículo 15 1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad. 2. A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiar de nacionalidad. 

Artículo 16 1. Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción alguna por motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una familia, y disfrutarán de iguales derechos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del matrimonio. 2. Sólo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros esposos podrá contraerse el matrimonio. 3. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado. 

Artículo 17 1. Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente. 2. Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad. 

Artículo 18 Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho incluye la libertad de cambiar de religión o de creencia, así como la libertad de manifestar su religión o su creencia, individual y colectivamente, tanto en público como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia. 

Artículo 19 Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión. 

Artículo 20 1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas. 2. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a una asociación. 

Artículo 21 1. Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o por medio de representantes libremente escogidos. 2. Toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones públicas de su país. 3. La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta voluntad se expresará mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por sufragio universal e igual y por voto secreto u otro procedimiento equivalente que garantice la libertad del voto. 

Artículo 22 Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad. 

Artículo 23 1. Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el desempleo. 2. Toda persona tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual salario por trabajo igual. 3. Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y satisfactoria, que le asegure, así como a su familia, una existencia conforme a la dignidad humana y que será completada, en caso necesario, por cualesquiera otros medios de protección social. 4. Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa de sus intereses. 

Artículo 24 Toda persona tiene derecho al descanso, al disfrute del tiempo libre, a una limitación razonable de la duración del trabajo y a vacaciones periódicas pagadas. 

Artículo 25 1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad. 2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protección social. 

Artículo 26 1. Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al menos en lo concerniente a la instrucción elemental y fundamental. La instrucción elemental será obligatoria. La instrucción técnica y profesional habrá de ser generalizada; el acceso a los estudios superiores será igual para todos, en función de los méritos respectivos. 2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y el fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y todos los grupos étnicos o religiosos, y promoverá el desarrollo de las actividades de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz. 3. Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de educación que habrá de darse a sus hijos. 

Artículo 27 1. Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de la comunidad, a gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los beneficios que de él resulten. 2. Toda persona tiene derecho a la protección de los intereses morales y materiales que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas de que sea autora. 

Artículo 28 Toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e internacional en el que los derechos y libertades proclamados en esta Declaración se hagan plenamente efectivos. 

Artículo 29 1. Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto que sólo en ella puede desarrollar libre y plenamente su personalidad. 2. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona estará solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin de asegurar el reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás, y de satisfacer las justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general en una sociedad democrática. 3. Estos derechos y libertades no podrán, en ningún caso, ser ejercidos en oposición a los propósitos y principios de las Naciones Unidas. 

Artículo 30 Nada en esta Declaración podrá interpretarse en el sentido de que confiere derecho alguno al Estado, a un grupo o a una persona, para emprender y desarrollar actividades o realizar actos tendientes a la supresión de cualquiera de los derechos y libertades proclamados en esta Declaración.

TU Unidad 2: Derechos Civiles, Políticos, Sociales, Económicos y Culturales
T1 Introducción
Txt. Ppal.
En esta Unidad profundizaremos el estudio de cada uno de los Derechos Humanos enunciados en la Unidad 1: los derechos civiles,  los derechos políticos y los derechos económicos, sociales y culturales. Analizaremos sus características y naturaleza así como la manera en que se incluyen en la legislación nacional. 

Como en la primera Unidad vinculamos los contenidos con relatos (artículos periodísticos y películas) que dan cuenta de hechos de la vida de ciudadanos y habitantes de nuestro país. Seleccionamos capítulos y apartados de la legislación que reguló, alteró o incluyó los derechos civiles, políticos, sociales, económicos y culturales para poder identificar sus características y dar cuenta de las alteraciones que sufrieron.         

Esperamos que al finalizar de trabajar con esta Unidad, usted sea capaz de:

Punteo
· Caracterizar los Derechos civiles, políticos, sociales, económicos y culturales y su formulación en la legislación nacional.
· Comprender el rol del Estado y la legislación en relación con los derechos mencionados.

· Analizar la importancia de respetar los derechos civiles, políticos, sociales, económicos y culturales para garantizar la igualdad de derecho. 

Txt. Ppal.
Como en la Unidad anterior le aconsejamos que una vez que termine de trabajar con esta Unidad vuelva a estos objetivos, así podrá identificar sus avances y los conceptos que necesita volver a trabajar.

Recuerde ir realizando las diferentes actividades propuestas en su carpeta o cuaderno y las notas y comentarios que considere necesarios. No dude en recurrir a su tutor para presentarle sus producciones o para consultar sus dudas o dificultades.

Además es necesario que cuente con la Constitución Nacional ya que la utilizará en algunas actividades.

T1 Los Derechos Civiles
Txt. Ppal.
Los derechos civiles son aquellos que garantizan la protección de las personas y de los grupos sociales contra la posible arbitrariedad de un Estado en caso que se intente obstaculizar la libre elección o el desarrollo del  proyecto de vida de sus habitantes. 
El Artículo 14 de nuestra Constitución Nacional menciona la mayor parte de los Derechos Civiles de los habitantes de la Nación Argentina. Los derechos no enumerados en el Artículo 14 están igualmente garantizados por el Artículo 33, que expresa claramente que la inclusión de derechos no es negación de los Derechos no enumerados.
El Artículo 1 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos reza que “todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros”. Podemos, en esta formulación, reconocer tres derechos que pueden ser tratados en forma independiente: la libertad, la igualdad y  la dignidad. 
Derecho a la libertad: ningún ser humano puede ser privado arbitrariamente de la posibilidad de escoger su plan de vida y el modo de llevarlo adelante. Ningún Estado puede, sin violar este derecho, imponer a sus ciudadanos prohibiciones respecto de los libros que lea, o la religión que profese, o los ideales políticos que defienda.

Derecho a la igualdad: garantiza que todo ser humano, por el mero hecho de existir, debe ser considerado como portador de derechos comunes a todo ser humano existente, sin que puedan considerarse como diferenciales factores tales como el lugar de nacimiento, la fortuna, el género o el color de la piel, entre otros. 

Derecho a la dignidad: puede considerarse como una especificación necesaria de la extensión de los derechos a la igualdad y la libertad, ya que es el derecho a que todo ser humano deba ser tratado con el mismo respeto. Este derecho elimina toda posibilidad de tratar a las personas como medios para lograr fines de otros. El trabajo esclavo es un claro ejemplo de la violación del derecho a la dignidad, puesto que el ser humano es tratado como un simple instrumento para el logro de un fin particular (en este caso, la ganancia de quien lo esclaviza).

El derecho a la vida es, junto con los que acabamos de enumerar, el gran pilar sobre el que descansan todos los Derechos Humanos. No obstante, es posible pensarlo como un derecho que deviene naturalmente de la formulación de los  tres derechos anteriores.

T2 El Derecho a la libertad
Txt. Ppal.
Para facilitar la comprensión de todas las implicancias del Derecho a la libertad hemos detallado algunos de sus casos, que por su especificidad son tratados como derechos independientes:
Punteo 
- La libertad física: garantizada por el Artículo 9 de la Declaración (“Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado”), implica que el hombre tiene derecho a ejercitar su facultad de movimiento como regla, de la cual la detención es una excepción que debe justificarse plenamente.

El derecho a la libertad física está contemplado en el Artículo 18 de nuestra Constitución Nacional. Merced a este artículo, cualquier persona es víctima de una violación a su derecho si:

· No recibe su pasaporte para poder salir del país, habiendo cumplido con los plazos estipulados en su tramitación.

· Es detenido sin que le sean dadas explicaciones, o sin que se le informe acerca de la autoridad que dispuso detenerlo, o es mantenido en estado de encierro e incomunicado de sus familiares o de ayuda legal.

· Es detenido justificadamente, pero sin comunicar a un juez acerca de su detención.

- La autonomía de los individuos: Es un caso específico del derecho a la libertad, que refiere a la capacidad de los seres humanos de determinar y elegir libremente un proyecto de vida para sí mismos. La autonomía, entonces, implica la utilización de la capacidad humana para darse su propia “ley de vida”, transformando así su contexto, a la vez que participa de una “ley social”, heterónoma o exterior a sí. La permanente adecuación entre autonomía y heteronomía es uno de los rasgos distintivos del hombre como ser social.

Analicemos el interjuego entre autonomía y heteronomía.  Los seres humanos somos seres sociales, lo cual implica que el entorno en el cual crecemos y vivimos tiene la capacidad de condicionar lo que somos; no obstante, ese mismo entorno es, continuamente, cambiado por los mismos individuos, lo cual genera la situación de que los seres humanos sean determinados por un entorno que ellos mismos pueden, a su vez, determinar 
Consulte / relea
Usted podrá complementar estos conceptos cuando los asocie con los de “socialización” e “integración”, desarrollados extensivamente en los módulos de Sociología y de Derecho y Sociedad. 

Continúa el punteo
- La intimidad y la libertad de conciencia y religión: Son también casos específicos del derecho a la libertad, los derechos a la intimidad y a la libertad de conciencia y de religión. El primero de ellos está contemplado en el Artículo 18 de nuestra Constitución; el segundo, en los Artículos 14 y 19. Ambos derechos suponen un ámbito privado al cual el Estado no tiene acceso legítimo: la propiedad y el pensamiento. No obstante, tanto uno como otro derecho no dan autorización a ninguna persona a hacer cosas que puedan perjudicar a la sociedad (o a terceras personas, lo cual puede ser considerado como lo mismo). Que la propiedad privada sea inviolable (Art. 18 de la Constitución) no habilita a los particulares a, por ejemplo, maltratar a sus familiares, aunque esto ocurra puertas adentro de su hogar (la fuerza pública puede intervenir frente a casos de violencia doméstica, a fin de impedirla). Por otra parte, que no sea lícito exigir cuentas sobre las creencias religiosas de los ciudadanos no implica, en modo alguno, que cuando una persona maltrate a otra pueda aducir, por ejemplo, que forma parte de un ritual religioso.

T2 El rol del Estado frente a los Derechos Civiles como expresión de los Derechos Humanos

Txt. Ppal.
El Estado está obligado a proteger la integridad física y psíquica de sus habitantes desde una doble perspectiva: 
Punteo 
a) debe cuidar que ningún habitante sea lesionado en su integridad física y psíquica por un tercero, 

b) no debe lesionar o imponer castigos a sus habitantes; en ningún caso y bajo ninguna circunstancia puede, el Estado, aun poseyendo el monopolio del uso de la fuerza, someter a los habitantes a torturas o tratos crueles o degradantes.

Txt. Ppal.
Un Estado no debe, de acuerdo con esto, aducir razones de bien público (por ejemplo, que una confesión puede salvar vidas) para torturar a una persona. Tampoco tiene permitido maltratar o encerrar a un delincuente en condiciones degradantes. Merced a este derecho, se elimina también toda posibilidad de castigo físico en las instituciones educativas y se insta a los Estados a adoptar medidas activas para la protección de la integridad física o mental de los niños.

Por lo tanto está prohibido y puede ser denunciado como violatorio de los Derechos Humanos el que una persona sea golpeada o ridiculizada en privado o públicamente por cualquier motivo por un tercero o por un agente que represente al Estado.
Txt, para leer
La integridad física y psíquica está protegida, en Argentina, por los artículos 18 y 19 de la Constitución Nacional, que rezan:

Artículo 18.- Ningún habitante de la Nación puede ser penado sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho del proceso, ni juzgado por comisiones especiales, o sacado de los jueces designados por la ley antes del hecho de la causa. Nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo; ni arrestado sino en virtud de orden escrita de autoridad competente. Es inviolable la defensa en juicio de la persona y de los derechos. El domicilio es inviolable, como también la correspondencia epistolar y los papeles privados; y una ley determinará en qué casos y con qué justificativos podrá procederse a su allanamiento y ocupación. Quedan abolidos para siempre la pena de muerte por causas políticas, toda especie de tormento y los azotes. Las cárceles de la Nación serán sanas y limpias, para seguridad y no para castigo de los reos detenidos en ellas, y toda medida que a pretexto de precaución conduzca a mortificarlos más allá de lo que aquélla exija, hará responsable al juez que la autorice.

Artículo 19.- Las acciones privadas de los hombres que de ningún modo ofendan al orden y a la moral pública, ni perjudiquen a un tercero, están sólo reservadas a Dios, y exentas de la autoridad de los magistrados. Ningún habitante de la Nación será obligado a hacer lo que no manda la ley, ni privado de lo que ella no prohíbe.

FIN Txt. Para leer
Txt. Ppal.
Los derechos civiles, en tanto Derechos Humanos, están atravesados (como ya hemos analizado al inicio de la Unidad 1) por concepciones culturales, religiosas e ideológicas, lo que hace complejo su análisis y puede generar inquietudes, cuestionamientos, interrogantes, discusiones frente al rol que el Estado debe asumir para garantizarlos.

Con el propósito de mostrar la complejidad a la que nos enfrenta la búsqueda de soluciones que garanticen el respeto de los Derechos Humanos es que planteamos algunas situaciones que dan cuenta de la necesidad de analizar en profundidad cada cuestión, evitando caer en simplificaciones o en respuestas automáticas.

Sobre la pena de muerte: Sabemos que nadie puede matar a otro sin anular en ese mismo acto toda posibilidad de desarrollo de un plan de vida. Pero este derecho presenta un problema cuando se lo piensa en relación con el derecho a la dignidad, por ejemplo: si un Estado firmante del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos sostiene la pena de muerte (cosa que sucede), ¿No está tratando a quien condena como un medio para lograr un fin supuestamente más elevado (el bien de la sociedad)? 

Veamos un argumento esgrimido por quienes condenan la pena de muerte como violatoria del derecho a la dignidad: en el sentido específico de determinar si la pena de muerte es compatible con el derecho a la dignidad o no, es radicalmente diferente condenar a alguien a prisión que condenarlo a muerte. Puede decirse que el fin de la prisión es la socialización del condenado; en ese sentido, hay un modo de defender la condena a prisión aduciendo que el condenado es tratado como un fin en sí mismo (puesto que sobre él que recaería el beneficio último de la condena). Pero esto no puede decirse de un condenado a muerte, lo cual abre una encrucijada nada fácil de zanjar.

Otro argumento estriba en que la Declaración Universal adopta disposiciones que restringen la pena de muerte, estableciendo normas que impiden la ampliación de dicha pena a delitos por los cuales no estaba contemplada en los Estados al momento de suscribir el Pacto. Los detractores de la pena de muerte toman esto como una clara intención hacia la abolición de este tipo de castigo. Quienes defienden la pena de muerte, toman este último argumento en su favor, ya que observan que si esta condena fuera incompatible con el cuerpo de la Declaración Universal, ésta se pronunciaría abiertamente por su abolición. Nuevamente, la cuestión queda abierta y muestra el carácter problemático de toda discusión en torno a los Derechos Humanos.
Sobre la autonomía: 

Dijimos que el derecho a la libertad implicaba que los estados no podían obstaculizar la elección de un plan de vida. Podemos especificar un poco más este derecho y decir que todo ser humano tiene derecho a la autonomía.
El derecho a la autonomía (como sucede con todos los derechos) tiene también aristas polémicas cuando se lo confronta con determinadas situaciones. El ejemplo más claro del carácter problemático del derecho a la autonomía se hace evidente cuando una persona decide que quiere acabar con su vida ¿Debe el Estado permitirlo? Como puede verse, hay un choque de obligaciones en este caso; por un lado, el Estado está obligado a respetar la autonomía de todos sus habitantes; por otro, está obligado a proteger su vida. Esto provocaría que no fuera nada fácil determinar qué debe hacer el Estado frente a casos tales como la eutanasia. 

Actividad
ACTIVIDAD 9
La filmografía actual nos muestra algunos ejemplos en los que se plantea la forma en la que “juegan” las culturas, las ideologías, las concepciones religiosas en relación con los derechos civiles como Derechos Humanos y el rol del Estado, la familia y la sociedad toda. 

Le proponemos que mire por lo menos dos de las películas que mencionamos a continuación:
- “Mar adentro” (una película útil para reflexionar acerca del valor de la vida y los alcances del derecho a disponer de ella)
- “La decadencia del Imperio americano” y “Las invasiones bárbaras” (dos películas que reflejan el choque cultural que supone la inmigración, en este caso en los estados Unidos)
- “Ser digno de ser” (Un film acerca de la discriminación, ambientado en el Israel actual)    

Luego de haber disfrutado y analizado los filmes, lo invitamos a pensar sobre el tema y a conversar con su profesor tutor al respecto; a partir de sus reflexiones individuales y compartidas elabore un texto o seleccione alguno producido por un periodista, profesor o colega, que, según su opinión dé cuenta de la complejidad de estos temas y de la necesidad de que sean tratados con responsabilidad y rigurosidad evitando simplificaciones y dogmatismos. 

Txt. Ppal. 

Para continuar con nuestro análisis sobre el rol del Estado en relación con el cumplimiento de los derechos civiles, trabajaremos sobre otros tres derechos civiles: derecho a defensa en juicio (o derecho al debido proceso), derecho a la libre expresión y derecho a la identidad. Estos derechos civiles son particularmente relevantes en la historia de nuestro país ya que fueron claramente violados durante los procesos militares. 

Punteo 

- Derecho a defensa en juicio: se encuentra garantizado por el Artículo 18 de la Constitución Nacional; implica que ningún Estado está facultado a penar a los habitantes arbitrariamente, sin haberlos sometido a un proceso en el cual se los haya acusado formalmente, se les haya permitido defenderse, se haya probado fehacientemente su culpabilidad y un juez los haya sentenciado. La ausencia de cualquiera de estos cuatro elementos, por sí sola, es suficiente para invalidar la pena. Por otra parte, aún estando presentes los cuatro elementos se puede impugnar cualquier pena que se imponga a un habitante, si al momento de cometer el hecho que se le imputa el mismo no estaba contemplado como delito, o no estaban claras las penas a las cuales se habría de someter al acusado. 
- Derecho a la libre expresión: el derecho a la libre expresión protege la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas, pero no, por ejemplo, la libertad de mentir, si esto perjudica a un tercero. El Estado no puede, en ningún caso, impedir manifestar sus opiniones, a quien lo desee, pero puede procesar a quien utilice irresponsablemente su derecho a expresarse, ya sea porque no respete el derecho y la reputación de otro o porque ponga en evidente y claro riesgo la seguridad nacional o el orden público. Esto explica una puntual limitación del derecho a la libre expresión en el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que prohíbe “toda propaganda a favor de la guerra y toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive de raza, color, religión, idioma u origen nacional”.

- Derecho a la identidad: es el derecho que cualquier persona tiene a conocer la verdad acerca de sus orígenes. 
Txt. Para leer
En su Artículo 8, la Convención sobre los Derechos del Niño dice que: 

1. Los Estados Partes se comprometen a respetar el derecho del niño a preservar su identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares de conformidad con la ley sin injerencias ilícitas. 
2. Cuando un niño sea privado ilegalmente de algunos de los elementos de su identidad o de todos ellos, los Estados Partes deberán prestar la asistencia y protección apropiadas con miras a restablecer rápidamente su identidad.

Fin txt. Para leer
Txt. Ppal. 

Algunas injurias al derecho de Estados no democráticos son:
No permitir la defensa en debido proceso: esto significa que si alguna persona o entidad a cargo de impartir justicia o de controlar el funcionamiento social “sospecha” que alguien o un grupo ha cometido algún delito, lo puede condenar sin otra razón que su criterio de considerarlo/a culpable.

Es necesario que se tenga en claro que la práctica de encarcelar a los ciudadanos sin acusarlos formalmente, o sin permitirles una instancia de descargo, o sin probar en forma concluyente el delito, o sin intervención de un juez, es violatoria de un derecho humano básico: el Derecho a la defensa en debido proceso. Un ejemplo reciente de esta práctica en nuestra historia nacional son los hechos acontecidos durante la última dictadura (1976 – 1983)      

Detener sin intervención del poder judicial: Es importante observar que, aún en el caso de que una persona sea sorprendida cometiendo un delito, o intentando cometerlo, su detención (que por la circunstancia excepcional puede realizarse sin orden escrita), se transforma en violatoria de los Derechos Humanos si el caso no es remitido inmediatamente a un juez. Este hecho da cuenta con bastante claridad del carácter jerárquico de los Derechos Humanos respecto de los derechos positivos propios de cada legislación, como así también que son derechos que no pueden perderse (ni aún por la comisión de un delito).
Prohibir la expresión: El establecimiento de mecanismos de control de la información que circula entre los habitantes del Estado constituye una de las primeras y principales medidas que toma todo gobierno autoritario. El cierre de diarios, la intervención de agencias de noticias o canales de televisión y la censura previa de cualquier manifestación artística o informativa, son prácticas usuales en este sentido. 

Todas estas prácticas atentan contra el derecho a la libre expresión en dos sentidos: impiden manifestarse a quien desea expresarse e impiden informarse a quien desea hacerlo. En Argentina, entre 1976 y 1983, algunos periodistas e integrantes de organismos de Derechos Humanos lograban obtener información valiosa y difundirla por medio de embajadas de países extranjeros; y se producía, entonces, la terrible paradoja de que informaciones cruciales para la defensa de la ciudadanía eran conocidas fuera y desconocidas dentro del país.

Negar la identidad: esta violación al derecho tiene una especial significación en Argentina, donde fue sistemáticamente violado durante la dictadura militar que se apropió del poder entre los años 1976 y 1983. Fue recién con la promulgación de la Convención sobre los Derechos del Niño, en 1989, que el derecho a la identidad fue incorporado como uno de los Derechos Humanos básicos. Lo relevante para nosotros es que este derecho fue incorporado gracias a la lucha tenaz que la Asociación Abuelas de Plaza de Mayo llevó adelante (y lleva aún) para conocer el destino de cientos de niños que, durante la última dictadura militar, fueron apropiados ilegalmente tras el secuestro de sus padres (algunos de esos niños, de hecho, nacieron en los mismos centros de detención donde sus padres fueron detenidos, torturados y asesinados).

Mensaje 

Es atentatorio contra la integridad psíquica el que se ridiculice a una persona por su origen o a un estudiante por un bajo desempeño o una conducta inapropiada. En estos casos el Estado está obligado a intervenir activamente para defender a los habitantes contra este tipo de prácticas.
El derecho a la integridad física fue uno de los más flagrantemente violados por el Estado Argentino durante las dictaduras militares que repetidamente interrumpieron el orden constitucional en el país (y esto es particularmente cierto en el caso de la última dictadura militar). 

Actividad
ACTIVIDAD 10
Lea la nota que incluimos a continuación y luego responda a los interrogantes que planteamos:

Punteo Act
a) ¿Qué derechos civiles no han sido respetados, según el relato de la nota periodística? 

b) ¿Qué artículo/s de la Constitución Nacional ha/n sido violado/s?

c) ¿Qué debe y puede hacer cada habitante de la Nación frente a la violación de los derechos civiles?  
d) Elabore un breve texto en el que relacione sus respuestas a los ítems a), b) y c) con sus conclusiones a partir de la lectura de la nota que incluimos. Utilice los contenidos trabajados hasta ahora.    

Txt. Para leer en Act. (1)
Sorpresa, incredulidad y lágrimas de alegría fue la reacción que se vivió entre las madres y abuelas de Plaza de Mayo y familiares de detenidos desaparecidos al conocer la decisión del fiscal federal Eduardo Taiano, quien ordenó este jueves la detención de 295 ex militares, ex policías y otros implicados en secuestros y desapariciones de 614 personas en la Escuela de Mecánica de la Armada (Esma) durante la pasada dictadura militar (1976-1983). 

Se trata del mayor número de responsables de delitos de lesa humanidad que se haya ordenado detener después de la anulación, en junio pasado por la renovada Corte Suprema, de las leyes de Obediencia Debida y Punto Final (1986-1987) que significaron la impunidad para los crímenes de la dictadura y un golpe al corazón a los familiares de las víctimas que, sin embargo, continuaron luchando por la verdad y la justicia. 

En este contexto, la Cámara Federal de Córdoba declaró la inconstitucionalidad del indulto firmado por el ex presidente Carlos Menem que evitó que el ex jefe del tercer cuerpo del ejército Luciano Benjamín Menéndez fuera juzgado en 1989 por delitos de lesa humanidad cometidos durante la dictadura. Además, dictó la misma medida a las leyes de Obediencia Debida y Punto Final, con lo que al menos un centenar de militares, policías y civiles sospechosos podrían ser perseguidos penalmente. 

En la causa contra Menéndez hay comprendidos 433 casos de detenidos desaparecidos, a los que podrían sumarse otros 413, se informó en Córdoba. 

El fiscal Taiano solicitó al juez Sergio Torres que tome declaraciones a los ex represores, lo que incluye en la lista a 256 marinos, seis prefectos, 17 policías federales y cinco miembros del Servicio Penitenciario involucrados en la causa del centro de torturas de la Esma, de las más abultadas por la cantidad de casos, documentos y pruebas existentes, ya que se calcula que allí desaparecieron al menos 5 mil personas. 

Los acusados participaron en el secuestro, tortura, muerte y desaparición de 614 personas, que están siendo juzgadas ahora al reabrirse las causas después que la Corte Suprema anuló en junio pasado las leyes de impunidad. 

La orden de este día siguió a la que el miércoles pasado dictó el juez Torres, la captura de 18 ex militares y miembros de organismos de seguridad por la detención y desaparición del escritor y periodista Rodolfo Walsh, símbolo de la resistencia contra la dictadura cuando en su carta abierta a la junta militar (1977) denunció ante el mundo lo que estaba sucediendo en el país sudamericano. 

En este mes, entre otros casos de acciones de la justicia argentina, el 13 de octubre el Consejo de la Magistratura suspendió al juez integrante de una cámara, Tomás Inda, acusado de haber defendido junto con la también magistrada María Beatriz Fernández a los militares responsables de la ejecución sumaria de 22 detenidos desaparecidos en la localidad de Margarita Belén, en El Chaco. 

Ambos realizaron maniobras para liberar a los militares y policías involucrados en esa matanza. 

También están siendo juzgados en El Chaco los fiscales Carlos Flores Leyes y Roberto Mazzoni, por haber asistido a centros clandestinos de torturas durante la pasada dictadura, según denunciaron algunas de las víctimas, cuando actuaban como secretario del juzgado federal y fiscal, respectivamente, en la capital chaqueña. 

El 18 de octubre también fueron detenidos dos ex policías, el ex subcomisario Luis Chas y el ex comisario Carlos Carballo, acusados de haber participado en el traslado de 22 detenidos asesinados, y el 25 de octubre otros seis ex agentes del lugar, acusados por torturas, volvieron a prisión después de haber sido liberados con treta jurídica en esta misma causa de Margarita Belén. 

También en esos días la Cámara Federal ordenó el procesamiento de la chilena Mariana Callejas y Cristoph Georg Willeke, dos ex agentes de la Dirección Nacional de Inteligencia (Dina), la policía política de Augusto Pinochet, por el asesinato del general chileno Carlos Prats y su esposa Sofía Cuthbert, realizado en Buenos Aires el 30 de septiembre de 1974 en el contexto de la Operación Cóndor, coordinadora criminal de las dictaduras del Cono Sur. 

Ambos participaron junto con Michael Townley -agente de la Dina y de la Agencia Central de Inteligencia (CIA)-, el mayor responsable del atentado y quien vive en Estados Unidos como testigo protegido de la justicia de su país. Callejas era su esposa. 

El pasado 21 de octubre, el juez federal Daniel Rafecas procesó a 15 miembros de los grupos de tarea acusados por la privación ilegítima de la libertad y tormentos aplicados a decenas de detenidos desaparecidos en los centros clandestinos de reclusión El Atlético, El Banco y El Olimpo, que dependían del primer cuerpo del ejército argentino. 

Entre ellos figuran el ex subcomisario Samuel Miara, quien además se apropió de dos niños gemelos, hijos de detenidos desaparecidos, y al finalizar la dictadura los llevó a Paraguay, donde los encontró la justicia. 

También Juan Antonio del Cerro y Julio Simón, quienes inclusive relataron su "experiencia como torturadores" ante las cámaras de televisión, están comprometidos en otras causas. 

La noticia ayer de la orden de detención de los 18 acusados por el asesinato y desaparición de Walsh fue otro indicio de avance fuerte de la justicia después de 29 años de persistente trabajo de las organizaciones Madres de Plaza de Mayo, Abuelas de Plaza de Mayo, Familiares e Hijos de Detenidos Desaparecidos y otros entes humanitarios, que habían sido defraudados por las leyes de impunidad ahora anuladas. 

Ramón Torres Molina, abogado de familiares de detenidos desaparecidos, consideró "un gran avance" de la justicia la orden de detención de los 295 responsables de "crímenes aberrantes". 

En declaraciones a La Jornada, afirmó que los mayores avances se están produciendo en esta capital y en la provincia de Buenos Aires, y que en estos últimos dos años de procesos abiertos", debido a que varios jueces habían declarado inconstitucional las leyes de impunidad", se pudieron adelantar varios casos, que se dinamizaron con la decisión de la Corte Suprema. 

El mismo criterio con que se luchó contra aquellas dos leyes se aplica para tratar ahora, de que finalmente sean declarados inconstitucionales los indultos a los jefes de la junta militar. 

El abogado recordó que hay 160 detenidos desde hace tiempo por distintas causas, a los que se agregan ahora los nuevos en una cantidad que elevará muy rápidamente las cifras a más de 500. 

"Se fue avanzando por etapas ya que hay que instruir sumarios, recolectar nuevas pruebas para agregar a los juicios que, por la impunidad, se habían paralizado. Se retomó todo lo que había, pero al revés de lo que sucede en lo penal, que con el tiempo se pierden las pruebas, en este caso ellas aumentan pues se descubren nuevos documentos y aparecen más testigos que al principio tenían miedo de hablar", dijo el abogado de los familiares de detenidos desaparecidos. 

Intervención de la CIDH 

El trabajo tenaz de los organismos humanitarios se vio fortalecido cuando en 1992 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos señaló que Argentina había violado el Pacto de San José con las leyes de impunidad. 

Luego vinieron los juicios contra el plan sistemático de sustracción de menores, en 1996, casos que no estaban comprendidos en el esquema de las leyes de impunidad, y terminó llevando a prisión a los integrantes de las juntas militares. 

Entre los antecedentes importantes, el abogado Torres Molina cita el establecimiento del criterio de que los delitos de lesa humanidad son imprescriptibles, que los responsables deben ser juzgados por la justicia civil y no militar y "que no existe finalmente el tema de cosa juzgada con relación a lo que no se ha juzgado". 

La decisión de la Corte Suprema hizo prever que se venía una catarata de juicios, a lo que se añadió el descubrimiento de más fosas comunes y la identificación de cadáveres que exponían ante mundo el horror de lo sucedido. 

El casi increíble hecho de que se hayan identificado los cadáveres de tres fundadoras de Madres de Plaza de Mayo, de una monja francesa y otra víctima desaparecida en esa misma operación y en la Esma, dio fuerza moral a todos los luchadores "como un milagro de vida que vino de la mano de la muerte", dicen los familiares de casi 30 mil desaparecidos aquí.

Cita: © Calloni, Stella, Ordena fiscal argentino detener a 295 ex militares y ex policías represores. La Jornada, México, 28-10-2005 –. 
Fin Txt. Para leer
Nota para diseño: Modelo del artículo en: http://www.jornada.unam.mx/2005/10/28/040n1mun.php
T1 Los Derechos Políticos
Txt. Ppal.
Para comprender la razón y las características de los Derechos Políticos le proponemos que comience por responder, en una hoja borrador, a los interrogantes que le planteamos a continuación; consulte el apartado sobre los Poderes del Estado incluidos en la Unidad 4 de este Módulo y los artículos de la Constitución Nacional referidos a los Poderes del Estado (La Constitución figura como anexo del Módulo “Derecho y Sociedad”, pero si aun no tiene ese material, puede consultar cualquier ejemplar actualizado de la misma).  

¿Puede  usted ser candidato para desempeñar algún cargo público? 

¿Cuáles son los cargos públicos que eligen los ciudadanos con su voto? 

¿Puede usted ser elegido por voto ciudadano para ocupar algún cargo público electivo? 

¿Puede usted elegir a través de su voto a quien se desempeñará como presidente, vicepresidente, gobernador, o legislador a nivel nacional, provincial o municipal? Fundamente su respuesta.
¿Es usted ciudadano o habitante de la República Argentina?  

Incluimos estas preguntas para que comience a pensar en los Derechos Políticos que tienen todos los ciudadanos de la República Argentina.    

Los derechos políticos forman parte de los Derechos Humanos pero son ejercidos sólo por los ciudadanos de un país. Los Derechos Humanos son derechos de todos los que habitan un país, sean ciudadanos o habitantes.   

Los Derechos Políticos son los que posibilitan que los ciudadanos y ciudadanas de un Estado puedan, en condiciones de absoluta igualdad, elegir y ser elegidos para ejercer las funciones públicas y participen de cualquier asunto público, en forma directa o por medio de representantes, que necesariamente deben ser elegidos por los mismos ciudadanos y ciudadanas a quienes representan. 

Una manera de restringir los Derechos Políticos es negar la ciudadanía, sin embargo solo la nacionalidad, la edad, el idioma, la capacidad, el lugar de residencia o la situación penal de una persona pueden ser factores a tenerse en cuenta para limitar los Derechos Políticos y no pueden restringirse por el género, la raza, la ideología política o la religión, entre otros.
Txt. secundario
En las décadas de 1950 y 1960, hubo, en Estados Unidos, una serie de profundos conflictos sociales que mostraron que la abolición de la esclavitud no había significado la igualación de los derechos políticos de negros y blancos. La comunidad negra (que no podía votar, por ejemplo) se organizó alrededor de dos figuras simbólicamente asociadas con dos maneras de luchar por el derecho a la participación y la igualdad políticas: Malcolm X y Martin Luther King (el primero proponía luchar violentamente contra los blancos y el segundo, de un modo pacífico). Ambos líderes fueron asesinados. La lucha de los negros estadounidenses consiguió que el gobierno de los Estados Unidos sancionara, en 1964, una ley que reconocía el derecho de los negros a la plena ciudadanía.

Le recomendamos ver la película “Malcolm X”, del director Spike Lee, en la cual se cuenta la historia del controvertido líder negro. Puede, además, ver otras películas de este director, como “Haz lo correcto”, o “Fiebre de amor y locura”, en las cuales se aborda desde distintas perspectivas el problema de la discriminación.

FIN txt. Sec
T2 Inclusión y Participación
Txt. Ppal.
El concepto general de que es el pueblo el único depositario del poder nació en Grecia, hace más de veinticinco siglos. No obstante, el carácter restrictivo de la práctica democrática griega no nos permite ubicar allí el nacimiento de lo que nosotros entendemos como “soberanía del pueblo”.

El concepto “soberanía del pueblo” indica que un gobernante no es más que el encargado de ejecutar los mandatos de la voluntad popular, puesto que ha sido elegido por el pueblo para representarlo. Tal como lo acabamos de definir y con un espíritu extensivo, el concepto comenzó a cobrar vida en Europa entre los siglos XV y XVII, para terminar de consolidarse como ideal en el siglo XVIII y encontrar su primera expresión seriamente encarnada con la Revolución Francesa, en 1789.
Txt. Para leer
Respecto de los conceptos de “representación” y “voluntad popular”, veamos lo que decían los primeros teóricos que defendieron el derecho del pueblo a organizar el Estado.

Decía Thomas Hobbes, en el Siglo XXVII, que “un Estado ha sido instituido cuando una multitud de hombres convienen y pactan, cada uno con cada uno, que a un cierto hombre o asamblea de hombres se le otorgará, por mayoría, el derecho de representar a la persona de todos (es decir, de ser su representante). Cada uno de ellos, tanto los que han votado en pro como los que han votado en contra, debe autorizar todas las acciones y juicios de ese hombre o asamblea de hombres, lo mismo que si fueran suyos propios, al objeto de vivir apaciblemente entre sí y ser protegidos contra otros hombres. De esta institución de un Estado derivan todos los derechos y facultades de aquel o de aquellos a quienes se confiere el poder soberano por el consentimiento del pueblo reunido”.

En el siglo siguiente, Jean Jacques Rousseau afirmaba que “veremos que [el Pacto Social] se reduce á estos términos: Cada uno de nosotros pone en común su persona y todo su poder bajo la suprema dirección de la voluntad general; recibiendo también á cada miembro como parte indivisible del todo. En el mismo momento, en vez de la persona particular de cada contratante, este acto de asociación produce un cuerpo moral y colectivo, compuesto de tantos miembros como voces tiene la asamblea; cuyo cuerpo recibe del mismo acto su unidad, su ser común, su vida y su voluntad. Esta persona pública que de este modo es un producto de la unión de todas las otras, tomaba antiguamente el nombre de Civitas, y ahora el de República  ó de cuerpo político, al cual sus miembros llaman estado cuando es pasivo, soberano cuando es activo, y potencia comparándole con sus semejantes. Por lo que mira á los asociados, toman colectivamente el nombre de pueblo y en particular se llaman ciudadanos, como partícipes de la autoridad soberana, y súbditos, como sometidos á las leyes del estado”.
FIN txt. Para leer
Consulte/relea
Usted podrá profundizar estas cuestiones con la lectura de los Módulos de Filosofía, Sociología y Derecho y Sociedad, en los cuales se tratan en mayor detalle, tanto los temas como los autores mencionados.

Txt. Ppal.
Las primeras experiencias de gobiernos populares se encontraron con numerosas dificultades, que clasificamos en dos grupos: las dificultades extrínsecas y las intrínsecas.

Llamamos dificultades extrínsecas a aquellas que son propias de todo proceso de inclusión y consisten en la resistencia al cambio por parte de aquellos que detentan el poder en un momento determinado.

Pero existen, por otra parte, dificultades intrínsecas al proceso de democratización del poder. Las denominamos así porque no se trata de problemas que surjan por la resistencia de un grupo, sino de problemas inherentes a la formulación misma de los términos en que se plantea el cambio. Pondremos dos ejemplos de lo que acabamos de decir. 

La experiencia revolucionaria francesa establecía el principio representativo de gobierno (esto es: el pueblo gobernaba por medio de representantes). En un primer momento, y sin antecedentes de gobiernos similares que permitieran establecer parámetros de comparación, el principio representativo fue una gran dificultad, puesto que originó que un grupo escaso de hombres (los representantes) utilizaran el poder despóticamente sobre los representados, lo cual era un enorme contrasentido, si se tiene en cuenta que, precisamente, la Revolución Francesa buscaba acabar con el despotismo. Solo el tiempo y el ejercicio del principio representativo eliminaron los rasgos más cruentos de este problema, pero sin eliminarlo por completo. Este es un ejemplo de una dificultad generada, no por una fuerza contrarrevolucionaria, sino por el ejercicio mismo del poder por parte de quienes habían encabezado la revolución.

Pero otro tipo de problema intrínseco a todo proceso de cambio, para el cual sirve de ilustración el ejemplo que sigue, es el que se relaciona con los alcances que se le dan a los postulados de inclusión. Tal como había sido planteada, la Revolución Francesa era sin duda un proyecto inclusivo; pero sin embargo las mujeres, no “estaban incluidas” en el proyecto inclusivo.

La lucha por los derechos políticos es, como queda claro por todo lo que acabamos de decir, permanente. Un gobierno democrático debe hacer frente a la dificultad que supone sostener el ideal de la participación plena. La ciudadanía es, en este sentido, la encargada de velar por el sostenimiento de políticas inclusivas. La proclamación de los derechos políticos como Derechos Humanos elementales es una herramienta imprescindible en esa dirección.

Txt. Para leer
Un ejemplo de expansión de los derechos políticos es la Ley 24007, promulgada y reglamentada en 1993 que consagra la facultad a los ciudadanos argentinos residentes en el extranjero de votar en las embajadas y consulados habilitados, en forma voluntaria. Transcribimos a continuación el texto de la Ley 24007:

Artículo 1º- Los ciudadanos argentinos que, residiendo en forma efectiva y permanente fuera del territorio de la República Argentina, sean electores nacionales de acuerdo a lo dispuesto en el Código Electoral Nacional y se inscriban en el Registro de Electores Residentes en el Exterior establecido en el artículo siguiente, podrán votar en las elecciones nacionales.

Artículo 2º- Créase el Registro de Electores Residentes en el Exterior. La inscripción se hará en la forma y plazos que establezca la reglamentación, en las representaciones diplomáticas o consulares argentinas existentes en el país de residencia del elector, las que a esos efectos quedarán subordinadas a la Cámara Nacional Electoral.

Artículo 3º- Los ciudadanos que de acuerdo a lo establecido en el artículo 1º optasen por inscribirse en el Registro de Electores Residentes en el Exterior deberán acreditar su último domicilio en la República Argentina, para poder ser incorporados o ratificados en el Padrón Electoral del distrito correspondiente al cual, oportunamente, se adjudicarán los votos emitidos.

En el supuesto que los electores no pudiesen acreditar el último domicilio en la República Argentina, se considerará como último domicilio el del lugar de nacimiento en dicho país.

En caso de imposibilidad de acreditarlo se tomará en cuenta el último domicilio de los padres.

En cada representación diplomática o consular receptora de votos se efectuará el escrutinio pertinente de acuerdo a las disposiciones del Código Electoral Nacional.
Artículo 4º- Esta ley queda incorporada al Código Electoral Nacional que será de aplicación supletoria en todo lo no previsto en ella.

Artículo 5º- El Poder Ejecutivo Nacional dictará la reglamentación de la presente ley, la que deberá prever las facilidades necesarias para asegurar un trámite sencillo, rápido y gratuito a quienes deseen acogerse a sus prescripciones, tanto en cuanto a la inscripción en el Registro de Electores Residentes en el Exterior, como en cuanto al acto de emisión del sufragio.
Este no es, desde luego, el único ejemplo de inclusión, sino simplemente uno de los últimos mecanismos inclusivos implementados, en materia electoral. Otro ejemplo importante es el del voto femenino, implementado en el año 1947, por medio de la Ley 13010. Usted podrá conocer más al respecto cuando estudie Derecho y Sociedad.

Más lejos en el tiempo, la proclamación de la “libertad de vientres” por parte de la Asamblea de 1813 fue un acto de inclusión política, fundamental en el camino hacia la abolición total de la esclavitud (puede profundizar sobre este tema conversando con su tutor en la materia Historia Argentina)

FIN txt. Para leer
T3 Inclusión y Participación política en Argentina 
Txt. Ppal.
Abordaremos el “problema de la inclusión y la participación política” a partir de  la historia de los procesos políticos en la Argentina, hecho que además de facilitarnos la comprensión del problema nos permitirá entender nuestras características como sociedad. 

Las naciones americanas son, en términos comparativos con las europeas, naciones “tardías” o “jóvenes”. Argentina no es, desde luego, una excepción.

Analizaremos quiénes y cómo fueron incluidos y por ende fueron participando de la vida política en Argentina.   

Si consideramos que la Revolución Francesa fue en 1789 y que sus ideales ya llevaban un largo tiempo de incubación, podemos suponer (y supondremos bien) que en 1810 (año en que podemos fechar el inicio del proceso nacionalizador argentino) esos ideales eran conocidos en el Río de la Plata. Podemos decir, basándonos en esto, que Argentina nació defendiendo el concepto de “soberanía popular”. La Constitución Nacional de 1853 consagró el sufragio universal para todos los varones adultos, pero este principio ya era aceptado desde los inicios mismos de la Nación (en 1821 la Provincia de Buenos Aires establecía ya el voto irrestricto para los adultos varones libres). 
Veamos entonces, la Constitución Nacional mencionaba el sufragio universal y el “voto irrestricto”, sin embargo, en la actualidad podemos sostener que la inclusión y la participación era limitada ya que las mujeres (como hemos visto en el apartado anterior) no estaban incluidas en la votación. Además este “nacimiento democrático”, tuvo que enfrentarse a la cultura y costumbres de la época. La práctica política efectiva era de hecho casi nula para la mayoría de la población ya que solo un pequeño número de hombres ilustrados detentaba todos los mecanismos institucionales de manejo del poder y era, en los hechos, el único grupo de hombres que efectivamente votaba (la mayoría de la población no lo hacía).

El cumplimiento efectivo de lo establecido en la Constitución Nacional fue un proceso conflictivo y complejo. Los ciudadanos varones que por Ley tenían derecho al voto tuvieron que enfrentarse a las presiones que ejercían directa o indirectamente aquellos que habían decidido sobre el rumbo de la patria hasta ese momento. 

Los discursos en contra de la participación popular masiva ejercieron presión entre las clases populares. Formalmente, ninguno de los intentos de las élites dominantes por limitar la participación política tuvo repercusiones legislativas; pero no es correcto afirmar, a partir de esto, que no tuvieron efecto. Las clases dominantes articularon, durante mucho tiempo, los mecanismos institucionales, de modo tal que el control político siempre estuvo en sus manos, sin que la participación de sectores más amplios la pusiera en peligro. 

Otra forma de ejercer presión sobre los votantes se debía a la modalidad en que se votaba: el voto “cantado”. Hasta ya comenzado el siglo XX, el voto no fue secreto, hecho que hacía que los hombres pertenecientes a las clases obreras se vieran obligados a votar al candidato que seleccionaba la persona que les daba trabajo ya que corrían el riesgo de perder sus medios de vida. Pues bien: esto fue una práctica corriente en Argentina durante casi un siglo.

Otro mecanismo de control del voto es el de la “política clientelar”. Si un candidato a un cargo tiene en sus manos la posibilidad de crear  discrecionalmente empleos públicos, y si logra que mucha gente dependa de esos empleos públicos para sobrevivir, entonces habrá logrado una “clientela” dispuesta a votarlo una y otra vez, a fin de no perder su fuente de trabajo (puesto que otro candidato que ganara podría colocar en los mismos puestos a sus propios “clientes”). 

En nuestro breve repaso histórico es necesario concentrarnos en un hito político que significó un gran paso en la inclusión efectiva de ciudadanos cuya participación política era, hasta ese momento, simplemente formal. Nos referimos a la Ley Sáenz Peña. 
Esta ley dio respuesta a las voces que reclamaban una mayor transparencia y participación efectiva; fue aprobada por los partidos tradicionales en 1912.

La Ley 8871 (o “Ley Sáenz Peña”)  establecía que el voto debía ser universal, secreto y obligatorio (la “universalidad” del voto estaba, aún, restringida a todos los varones adultos).

Hipólito Irigoyen ganó las elecciones de 1916, apoyado por los sectores recién incorporados por la ley, en lo que puede considerarse en la historia, como la primera “irrupción” de los sectores populares en la política argentina.

Sin embargo, en 1930, José Uriburu encabezó el primer golpe militar de la historia argentina, derrocando a Irigoyen (que era presidente por segunda vez); iniciando un período en la historia política del país en el cual el fraude fue el recurso por excelencia de las clases altas para impedir que los sectores populares accedieran al gobierno.
T3 El “fraude patriótico”
Txt. Ppal.
Durante la década del 30 no hubo en Argentina elecciones realmente libres. O bien el principal partido político (la Unión Cívica Radical) era proscrito, o bien se lo vencía apelando al fraude sistemático. Este último recurso fue catalogado como un “fraude patriótico” por las clases dominantes, que defendían el recurso alegando que las masas no sabían lo que le convenía al país, ni a ellas mismas.

Fue en la década del 40 cuando se produjo un segundo punto de inflexión en materia de participación política. En 1946, tras elecciones libres, el Partido Laborista, con Juan Domingo Perón a la cabeza, ganó la presidencia de la república con el 52% de los votos.
Con el respaldo popular, Perón asumió la presidencia de la República y encabezó el mayor proceso de inclusión que jamás hubiera tenido lugar en el país. La tarea del gobierno peronista en materia de legislación protectora de los derechos de quienes habían sido olvidados por el sistema se analizará con mayor detalle unos apartados más adelante, cuando se trate la Constitución de 1949, pero haremos ahora algunas observaciones de capital importancia para entender por qué el gobierno de Perón debe ser considerado como un quiebre definitivo en materia de derechos políticos.

En 1947 fue sancionada la ley del voto femenino (Ley Nro. 13010), que igualó derechos de hombres y mujeres, no sólo porque por primera vez las mujeres votaron, sino porque fueron habilitadas para el ejercicio de cargos públicos electivos. No había existido, hasta ese momento, ningún período en la historia de nuestro país con semejante grado de inclusión.

Por primera vez en la historia, la inclusión y participación de los ciudadanos no era meramente formal. La enorme masa de ciudadanos y ciudadanas antes excluidos, encontraron, además de la primera oportunidad de tener representantes legítimos en el poder, una oportunidad única de participar activamente en la vida política. Desde el gobierno se instaba permanentemente a la organización, a la movilización popular y a la participación en organizaciones de base como los sindicatos.

El corolario de esta puja de sectores de la sociedad fue un golpe militar sangriento que se autodenominó “Revolución libertadora”, que se cobró cientos  de vidas   y concluyó con el exilio de Perón y la proscripción del peronismo por casi veinte años.

Actividad
ACTIVIDAD 11
Será importante debatir este tema con su profesor tutor. Asimismo, puede serle de utilidad, ver la película argentina “Maten a Perón”, un documental que narra el bombardeo de Plaza de Mayo por parte de un vasto sector de las Fuerzas Armadas.

Fin de la actividad 

Txt. Ppal.
Por un decreto del Poder Ejecutivo, encabezado por el General Aramburu, se prohibió que el peronismo participara de elecciones así como la utilización de las palabras “peronismo”, “peronista” o “Perón”, entre otras
Txt. Para leer
Decreto 4161

Visto el decreto 3855/55 (6) por el cual se disuelve el Partido Peronista en sus dos ramas en virtud de su desempeño y su vocación liberticida, y


Considerando: Que en su existencia política el Partido Peronista, actuando como instrumento del régimen depuesto, se valió de una intensa propaganda destinada a engañar la conciencia ciudadana para lo cual creó imágenes, símbolos, signos y expresiones significativas doctrinarias, artículos y obras artísticas:

Que dichos objetos, que tuvieron por fin la difusión de una doctrina y una posición política que ofende el sentimiento democrático del pueblo Argentino, constituyen para este una afrenta que es imprescindible borrar, porque recuerdan una época de escarnio y de dolor para la población del país y su utilización es motivo de perturbación de la paz interna de la Nación y una rémora para al consolidación de la armonía entre los Argentinos.


Que en el campo internacional, también afecta el prestigio de nuestro país porque esas doctrinas y denominaciones simbólicas, adoptadas por el régimen depuesto tuvieron el triste mérito de convertirse en sinónimo de las doctrinas y denominaciones similares utilizadas por grandes dictaduras de este siglo que el régimen depuesto consiguió parangonar.


Que tales fundamentos hacen indispensable la radical supresión de esos instrumentos o de otros análogos, y esas mismas razones imponen también la prohibición de su uso al ámbito de las marcas y denominaciones comerciales, donde también fueron registradas con fines publicitarios y donde su conservación no se justifica, atento al amplio campo que la fantasía brinda para la elección de insignias mercantiles.


Por ello, el presidente provisional de la Nación Argentina, en ejercicio del Poder Legislativo, decreta con fuerza de ley


Art. 1º Queda prohibida en todo el territorio de la Nación

a) La utilización, con fines de afirmación ideológica peronista, efectuada públicamente, o propaganda peronista, por cualquier persona, ya se trate de individuos aislados o grupos de individuos, asociaciones, sindicatos, partidos políticos, sociedades, personas jurídicas públicas o privadas de las imágenes, símbolos, signos, expresiones significativas, doctrinas, artículos y obras artísticas, que pretendan tal carácter o pudieran ser tenidas por alguien como tales pertenecientes o empleados por los individuos representativos u organismos del Peronismo.

Se considerará especialmente violatoria esta disposición, la utilización de la fotografía retrato o escultura de los funcionarios peronistas o sus parientes, el escudo y la bandera peronista, el nombre propio del presidente depuesto, el de sus parientes, las expresiones «peronismo», «peronista», « justicialismo», «justicialista», «tercera posición», la abreviatura PP. , las fechas exaltadas por el régimen depuesto, las composiciones musicales denominadas «Marcha de los Muchachos Peronistas» y «Evita Capitana» o fragmentos de las mismas, y los discursos del presidente depuesto y de su esposa, o fragmentos de los mismos.
b) La utilización, por las personas y con los fines establecidos en el inciso anterior, de las imágenes, símbolos, signos, expresiones significativas, doctrina, artículos y obras artísticas que pretendan tal carácter o pudieran ser tenidas por alguien como tales, creados o por crearse, que de alguna manera cupieran ser referidos a los individuos representativos, organismos o ideología del peronismo.

c) La reproducción por las personas y con los fines establecidos en el inciso a), mediante cualquier procedimiento, de las imágenes, símbolos y demás objetos señalados en los dos incisos anteriores.

Art. 2º - Las disposiciones del presente decreto-ley se declaran de orden público y en consecuencia no podrá alegarse contra ellas la existencia de derechos adquiridos. Caducan las marcas de industria, comercio y agricultura y las denominaciones comerciales, principales o anexas, que consistan en las imágenes, símbolos y demás objetos señalados en los incisos a) y b) del art. 1º.
Los Ministerios respectivos dispondrán las medidas conducentes a la cancelación de tales registros.

Art. 3º - El que infrinja el presente decreto-ley será penado:

a) Con prisión de treinta días a seis años y multa de quinientos (500) a un millón (1.000.000) de pesos;

b) Además, con inhabilitación absoluta por doble tiempo del de la condena para desempeñarse como funcionario público o dirigente político o gremial;

c) Además, con clausura por quince días, y en caso de reincidencia, clausura definitiva cuando se trate de empresas comerciales. Cuando la infracción sea imputable a una persona colectiva, la condena podrá llevar como pena accesoria la disolución.

Las sanciones del presente decreto-ley no serán susceptibles de cumplimiento condicional, ni será procedente la excarcelación.

Art. 4°- El presente Decreto-ley será refrendado por el Excmo. Señor Vice-Presidente Provisional de la Nación y por todos los señores Ministros y Secretarios de Estado en acuerdo general.

Art. 5º - Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección General del Registro Nacional y archívese.

Pedro Eugenio Aramburu - Isaac Francisco Rojas - E. Busso - L. Podestá Costa - L. Landaburu - R. Mignone - A. Dell´Oro Maini - F. Martínez - L. Igartúa - P. Mendiondo - S. Bonnet - Eugenio Blanco - A. Mercier - Alvaro Alsogaray - J. Llamazares - J. Alizón García - Arturo Ossorio Arana - J. Hartung - J. Krause

FIN txt. Para leer
Txt. Ppal.
A pesar de las prohibiciones, los gobiernos posteriores no habrían de poder gobernar el país ignorando las consecuencias del surgimiento del peronismo y fue así como la inclusión de todos los ciudadanos en la esfera pública y las políticas en materia de protección social debieron ser aceptadas como hechos sobre los cuales ya no había marcha atrás. 

Entre 1955 y 1973, el país se vio gobernado alternadamente, por presidentes militares o presidentes civiles extremadamente condicionados. En 1972 se levantó la proscripción al peronismo y junto con ello se abrió la posibilidad de que Perón regresara de su exilio, cosa que sucedió, en 1973. Durante los años 1973 y 1974 se produjo una fuerte inclusión y participación de los ciudadanos en la política. 

La muerte de Perón en 1974, cuando ejercía la presidencia de la Nación por tercera vez, agudizó el enfrentamiento entre sectores políticos, hecho que sirvió de argumento para un nuevo quiebre institucional, esta vez más trágico que los anteriores: la dictadura militar de 1976.           

La dictadura militar, que interrumpió el orden democrático el 24 de marzo de 1976, no fue una más de las tantas dictaduras militares que había atravesado al país lesionando los derechos de sus habitantes y por ende su derecho a la participación política. Se trató del plan contra la población civil más terrible y trágico que hubiera vivido jamás la Argentina. Durante siete años, puede decirse que nuestro país perdió su carácter de República democrática ya que fueron violados los derechos de todos sus habitantes y ciudadanos. Miles de personas fueron asesinadas, secuestradas, torturadas o encarceladas. Treinta mil personas simplemente “desaparecieron” para siempre (es imposible y tal vez ni siquiera sea bueno decirlo de otra manera). 

T3 La recuperación de la inclusión y participación política 
Pasados los siete años de la dictadura, la población debió aceptar que había que reconstruir casi desde la base los cimientos de la sociedad. 

Esta terrible etapa que acababa de superarse despertó en la sociedad la conciencia de que no había otro camino más que el democrático para tratar de consolidar un proyecto de Nación. En 1983 comenzó el período democrático sin interrupciones más extenso en la Historia Nacional desde 1930. Si consideramos que antes de 1930 la efectiva participación popular era realmente muy escasa, no sería descabellado sostener que la Argentina es un país cuya democracia tiene apenas algo más de veinte años de vida, aunque haya contado con un período como el comprendido entre 1945 y 1955, que sentó bases sólidas que hicieron posible la participación plena de la ciudadanía en los asuntos comunes.

Actividad
ACTIVIDAD 12
Le proponemos que trabaje con alguna de estas dos películas:“La República Perdida” o “Asesinato en el Senado de la Nación”. Una vez que haya mirado alguno de los dos o ambos filmes, relacione las historias allí presentadas con las características mencionadas en el título “Inclusión y Participación política en Argentina”.    

Realice un texto que sintetice las limitaciones y las posibilidades de los ciudadanos argentinos para ejercer sus derechos políticos y su ciudadanía a lo largo del siglo XX. Fundamente sus opiniones basándose en los textos desarrollados en este Módulo o en textos de historia argentina. Discuta su informe en el encuentro de tutoría. 
T2 Los Derechos políticos y el ejercicio de la ciudadanía
Txt. Ppal.
El breve recorrido por la Historia Argentina realizado en el título anterior y los aportes brindados por la filmografía recomendada dan cuenta del proceso que los ciudadanos pertenecientes a los sectores populares debieron atravesar hasta ejercer efectivamente sus derechos políticos. 

Queda explícito y, en función de lo joven que es la democracia argentina, que faltan muchos caminos por recorrer, y que esos caminos están relacionados con la necesidad de comprender que los derechos políticos implican el ejercicio efectivo de la ciudadanía, del cual el voto es solo un componente. Este ejercicio efectivo de la ciudadanía es el que permite que la participación política sea más que una mera declaración nominal; en otras palabras: solo ejercitando los derechos políticos la ciudadanía puede tener participación efectiva en las decisiones que se tomen en el país respecto de los intereses comunes.

Actividad
ACTIVIDAD 13 
Le proponemos que lea la Primera parte de la Constitución de 1994 (Capítulos I y II). Identifique los derechos políticos de los ciudadanos enunciados en ambos capítulos. Diferencie los Derechos políticos de los Derechos civiles mencionados en los capítulos puntualizados. 

Entregue su producción a su profesor tutor y analice con él sus dudas o dificultades.

Txt. Ppal.
Seguramente habrá detectado que los artículos 36 a 40 de nuestra Constitución Nacional enumeran los derechos políticos de los ciudadanos. Pero más allá de la cuestión jurídica formal, es derecho y responsabilidad de la ciudadanía, luchar porque se establezcan mecanismos participativos directos. Además, la auto organización de los ciudadanos ha sido siempre (y lo es ahora) un paso imprescindible para la construcción de una sociedad inclusiva. Así, pequeñas organizaciones puntuales desde las cuales se luche por un objetivo común pueden ser el comienzo de grandes cambios en materia legislativa 

Ya hemos mencionado, al hablar del Derecho a la Identidad, el trabajo de las organizaciones de Derechos Humanos durante la última dictadura militar, que puede volver a citarse aquí como ejemplo de las consecuencias que puede llegar a tener una lucha que, en principio, puede parecer solo localizada y de corto alcance. Otro de los resultados de la lucha de la Asociación Abuelas de Plaza de Mayo fue, por poner otro ejemplo pertinente, la creación, en 1987, del Banco Nacional de Datos Genéticos, en el cual se almacenan (por ley, hasta por lo menos el año 2050) muestras de sangre de todos los familiares de los niños apropiados por la dictadura. Gracias a este organismo, menores que hubieran sido privados de su identidad estarán en condiciones de recuperarla, aún si sus familiares hubieran fallecido.
T2 La garantía internacional del cumplimiento de los Derechos Civiles y Políticos

Txt. Ppal.
La Declaración Universal de los Derechos Humanos, concebida como un "ideal común" por el cual los Estados debían esforzarse, no establecía órganos de protección o procedimientos para denunciar violaciones por parte de los Estados, hecho que dificultaba su efectivización. 

El 16 de diciembre de 1966 se adoptó el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, fijando expresamente la obligación, para los Estados que lo ratificaran (Argentina fue uno de esos Estados), de garantizar por igual los Derechos Humanos a los hombres y mujeres que los habitaran. 

En el mismo pacto se estableció, además, que si bien era posible suponer que circunstancias excepcionales (lo suficiente como para poner en peligro la integridad de la Nación) podían llevar a algún Estado a suspender sus obligaciones, existían derechos que de ningún modo podían suspenderse, bajo ninguna circunstancia. Tales derechos son: El derecho a la vida; el derecho a la integridad personal y protección contra torturas, tratos inhumanos y degradantes; el derecho a no ser sometido a la esclavitud, servidumbre y trabajos forzosos; el derecho a la libertad de pensamiento; el derecho a la libertad de conciencia y religión; el derecho a un recurso judicial efectivo y el derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica.

El Pacto Internacional creó un Comité de Derechos Humanos, cuya función es la de supervisar el cumplimiento de las obligaciones que establece el Pacto por parte de los Estados que lo ratificaron.

El Comité lleva adelante esta tarea a través de tres procedimientos básicos: 

Punteo 
1) Informes obligatorios que, cada cinco años, los Estados firmantes del Pacto deben presentar al Comité, dando cuenta de las medidas adoptadas para dar efecto a los derechos reconocidos en el Pacto. 

2) Denuncias de un Estado a otro, en el caso de los Estados que han aceptado expresamente, en una declaración especial, la competencia del Comité para recibir una denuncia de otro Estado. 

3) Peticiones individuales por parte de cualquier persona que se considere víctima de una violación, por parte de alguno de los Estados ratificantes, a cualquiera de los derechos establecidos en el Pacto y haya ya agotado los recursos que estuvieran a su alcance en la jurisdicción interna del estado en cuestión. Estas peticiones no pueden ser anónimas y no es necesario que el denunciante sea ciudadano del estado al cual denuncia frente al Comité.

Txt. Ppal.
Nuevamente, las Asociaciones de Derechos Humanos sirven como ejemplo. Durante la última dictadura, los terribles métodos aplicados por el gobierno eran mantenidos ocultos. Merced al trabajo permanente de lo que entonces eran sólo pequeños grupos de personas, en colaboración, muchas veces, con embajadas extranjeras, la situación de los presos y secuestrados en argentina pudo hacerse conocida en el exterior. Fruto de este trabajo fue que la Organización Interamericana de Derechos Humanos tomara cuenta de las violaciones de las cuales éstos eran objeto en el país. Como consecuencia de ello, se enviaron comitivas a la argentina para conocer el verdadero estado de las cosas, que concluyeron siempre en informes lapidarios en contra del gobierno. Este trabajo sirvió, además, para que dentro del país mismo los crímenes comenzaran a ser conocidos.

Actividad
ACTIVIDAD 14 
Le proponemos que lea el artículo periodístico que incluimos a continuación en el que se relata la actividad de las Asociaciones de Derechos Humanos durante la última dictadura.  

Los restos de Rafael Angel Grimald, desaparecido durante la dictadura, fueron identificados y entregados a sus familiares por la Justicia federal.

La identificación de los restos de Grimald, a quien le decían "El Negro Lito", fue la décima realizada por el Equipo Argentino de Antropología Forense que trabaja en la fosa común del cementerio de San Vicente, ubicada al sur de esta capital.

A Rafael Grimald lo secuestraron el 13 de agosto de 1976 en esta ciudad. Tenía 30 años, tres hijos, trabajaba en la Estación de Ferrocarriles de Córdoba y era miembro de la organización Montoneros.

Siempre según la investigación judicial, tras ser detenido por un grupo de tareas de la dictadura, fue llevado al campo de concentración de La Perla, camino a Carlos Paz: un sitio bajo el poder del entonces jerarca del Tercer Cuerpo de Ejército, Luciano Benjamín Menéndez.

"Las pericias, realizadas sólo a nivel óseo, demostraron que sufrió un fusilamiento tipo nazi", dijo la abogada penalista María Elba Martínez, del Servicio Paz y Justicia. Recibió "dos balazos en el cráneo y dos en el tórax".

Por su parte, el abogado de HIJOS Martín Fresneda señaló que "Grimald fue asesinado y su cuerpo ocultado; lo que da cuenta de un procedimiento de inhumaciones clandestinas".

El hallazgo e identificación de Grimald cobra un especial significado en esta provincia, puesto que su hermano se constituyó en uno de los querellantes del general Luciano Benjamín Menéndez en 1984. 

Cita: © Platía, Marta, Identifican en Córdoba a un desaparecido. Clarín, Buenos Aires, 16-11-2005 –. 
Fin Txt. Para leer
Nota para diseño: Modelo del artículo en: 
http://www.clarin.com/diario/2005/11/16/elpais/p-01002.htm
Luego de analizar el texto le solicitamos que identifique de qué organización se trata y que sintetice la modalidad de trabajo y su relevancia en relación con las defensa de los Derechos Humanos a nivel internacional. 

Entregue su producción a su tutor/ profesor y analice con él sus dudas o dificultades.

T1 Los Derechos Económicos y Sociales
Txt. Ppal.
Los Derechos Económicos, Sociales y Culturales son aquellos por los cuales se intenta garantizar que las personas puedan desarrollar efectivamente sus capacidades en forma igualitaria. Forman parte de este grupo los derechos al trabajo, la alimentación, la educación, la vivienda, la salud y los bienes culturales.

En el Artículo 1 de la Declaración Universal de Derechos Humanos esta expresado en los términos “igualdad”, “libertad” y “dignidad” el espíritu con el cual la Declaración toda debía leerse.

A partir de la integración de los tres conceptos y de lo visto en adelante acerca de la necesidad de inclusión participativa como modo de hacer efectivos los derechos de la ciudadanía, podemos ahora hacer una observación importante: los Derechos Humanos deben, por una parte, ser considerados como un todo; esto quiere decir que no se puede cabalmente hablar de que se respetan los Derechos Humanos si no se los respeta a todos, sin excepción; por otra parte, respetar los Derechos Humanos quiere decir que se asegura que los habitantes de un Estado poseen efectivamente los derechos, y no sólo formalmente.

Esto es particularmente importante cuando tenemos que considerar los derechos económicos y sociales, puesto que es, lamentablemente, falso que los seres humanos los posean efectivamente.

¿Es realmente cierto que todas las personas están en condiciones de recibir el mismo nivel de educación? ¿Y qué ocurre con la atención médica, en todos sus aspectos? ¿Se alimentan igual, acaso, los habitantes pobres de una provincia pobre y los vecinos de un barrio rico de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, o los habitantes de un barrio privado del conurbano bonaerense? ¿Qué ocurre si pensamos en la vivienda? ¿la tienen todos? ¿la tienen en igualdad de condiciones, (los que la tienen)?

Es una pena comprobar que es imposible contestar afirmativamente ninguna de las preguntas que se han formulado. Pero si las recorremos con atención, vemos que el punto más conflictivo de análisis parece saltar a la vista: pareciera que el problema es que no se vive en una sociedad en la que los ciudadanos sean efectivamente iguales.

Nos ocuparemos, por lo tanto, de este concepto, puesto que es absolutamente central para entender qué significa el efectivo ejercicio de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

T2 El concepto de “igualdad”
Txt. Ppal.
Desde la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano (de la cual hemos hablado en la primera unidad de este módulo), se ha avanzado muchísimo en materia de extensión de derechos civiles y políticos. Es, hoy, efectivamente, mucho más difícil que hace doscientos años, para cualquier Estado, negar a sus ciudadanos una cierta cantidad de libertades básicas o negar a sus ciudadanos el derecho a participar de algún modo en la esfera pública.

Sin embargo, el optimismo que podría despertar este “avance” de la humanidad hacia un futuro mejor se ve empañado cuando lo que debemos considerar son los avances en materia de igualdad.

A cualquiera de nosotros le resultaría muy difícil pensar en una libertad abstracta, más que como un juego de palabras que intentara ocultar la falta de libertad. Sabemos que alguien es libre o no lo es; decir que un esclavo es libre “en su interior” porque “nunca podrán esclavizar su alma” puede sonarnos muy poético, pero es absurdo y lo sabemos. Sin embargo, cuando de lo que hablamos es de la igualdad, pareciera que podemos decir que los hombres son iguales, aun a pesar de que es evidente que no se los trata como tales. Así, escuchamos frases como “igualdad ante la ley”, o “igualdad de oportunidades”, o “igualdad de derecho” y pareciera que con ellas se indicara una verdad efectiva, que va más allá de las obvias desigualdades reales, que pasan a ser meros accidentes que no borran el “carácter igualitario” del sistema.

T2 Igualdad de derecho, desigualdad de hecho
Txt. Ppal.
Suponer que puede existir una igualdad abstracta es tan absurdo como suponer la libertad del alma en un cuerpo esclavizado. De hecho, pensar la libertad y la igualdad como si fueran conceptos independientes es un grave error que constantemente se comete y sobre el cual debemos reflexionar.

Supongamos dos hombres, uno libre y el otro esclavo. Salta a la vista que no podemos, bajo ningún concepto, suponer que ambos son “iguales” (ni “ante la ley”, ni “en oportunidades”, ni “de derecho”, por citar los dos eufemismos que ya hemos mencionado). Es decir: si dos hombres no son igualmente libres, no son “iguales”.

Pero supongamos ahora que los dos hombres no se diferencian por su condición jurídica, sino por su condición económica: uno es rico, el otro es pobre (lo cual quiere decir que no son iguales, puesto que hemos establecido que la desigualdad no es abstracta, sino concreta). Supongamos, además, que ambos están casados y tienen tres hijos. Si anteriormente definimos la libertad como la capacidad de elegir y desarrollar un plan de vida, que ambos hombres fueran libres implicaría que ambos pudieran elegir y desarrollar un plan de vida. 
Pero analicemos solo una de las infinitas situaciones en las cuales se supone que uno y otro se enfrentan a la posibilidad de elegir: su vocación y sus estudios. Imaginemos que ambos querían ser médicos. Uno de ellos (el rico) simplemente eligió su carrera, la siguió y se recibió; el otro, en algún momento, debió elegir entre seguir estudiando o trabajar más, puesto que el dinero no le alcanzaba para comer. Este último eligió comer a estudiar (e hizo muy bien, puesto que se puede sobrevivir sin ser médico, pero no sin comer). La pregunta obvia es, ¿Eligió realmente el segundo hombre, en el mismo sentido que el primero, su “plan de vida” (recordemos que su plan de vida era ser médico)? Dijimos en el párrafo anterior que dos hombres que no son igualmente libres, no son iguales. Es imprescindible entender que lo contrario es igualmente cierto: si dos hombres no son efectivamente iguales (porque tienen los mismos derechos efectivos), entonces no son igualmente libres.

Todo lo que acabamos de decir es simplemente la introducción a uno de los aspectos más complejos de los Derechos Humanos y su aplicación efectiva. Desde sus inicios a hoy, el sistema capitalista generó diferencias económicas y sociales que hicieron que, muchas veces, la invocación de los Derechos Humanos no pudiera pasar de una expresión vacía. Si los Derechos Humanos son para “todos” los hombres y solo son efectivos si se los tiene a “todos” en igualdad de condiciones, entonces un hombre cuya única expectativa está centrada en no morir de hambre, o en que sus hijos no mueran de hambre, o en que sus hijos puedan seguir estudiando hasta los diez años sin tener que trabajar, entonces los Derechos Humanos de ese hombre no son respetados, y el Estado es responsable por ello, porque es el estado quien debe velar por los Derechos Humanos.

Podríamos decir, como cierre de este breve apartado, que su título es una trampa en la que no debemos caer. No existen dos clases de igualdades (“de derecho” y “de hecho”) sino simplemente igualdad o desigualdad. O los hombres son “de hecho” iguales, o son desiguales, también “de hecho” y por lo tanto de derecho (de un derecho que “de hecho” no tienen).

T2 Solidaridad
Txt. Ppal.
Hemos hablado con extrema crudeza de uno de los aspectos centrales de la defensa de los Derechos Humanos. No hay otro modo de abordar una cuestión tan difícil como la injusticia social. Pero hablamos, en el penúltimo párrafo, de la responsabilidad del Estado. Es un buen momento para introducir una noción importante, la de solidaridad.

Queda claro que hacer responsable al Estado implica que si el estado no cumple con su obligación de velar por los Derechos Humanos, puede ser demandado. El Estado tiene, por ende, una responsabilidad jurídica y por lo tanto exigible. Pero ¿Qué decir de los ciudadanos cuya condición permite suponer que serían capaces, si lo quisieran, de colaborar con el Estado en la tarea de llevar el derecho allí donde no lo hay?

Lo primero que se nos ocurre, cuando hacemos esta pregunta, es que debemos resignarnos a realizar un llamado a la caridad, sin tener herramientas para forzar a quien puede colaborar a que lo haga, si no quiere. Pero esto no es así, puesto que “solidaridad” y “caridad” son dos términos completamente diferentes en al menos un sentido: mientras que no existe caridad obligatoria, sí existe un modo de la solidaridad que es exigible: los impuestos.

El pago de impuestos es, desde este punto de vista y por descabellado que hubiera podido parecer si lo hubiéramos planteado en otros términos, uno de los aspectos centrales de la responsabilidad ciudadana en materia de Derechos Humanos. Pagar impuestos es el modo en que un ciudadano se responsabiliza solidariamente con el Estado por la situación de quienes necesitan ayuda de este último. Evadir impuestos es mucho más que engañar al Estado: es no hacerse cargo de una responsabilidad civil fundamental para el sostenimiento de políticas sociales.
T2 1949: Hubo una vez una Constitución...
Txt. Ppal.
Ya hemos mencionado el impacto político e ideológico que tuvo la emergencia del Movimiento Peronista en la historia social del país. El análisis de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales es un buen marco para hablar en detalle de algunos cambios que marcaron, desde entonces y hasta hoy, la historia política de la Nación.

Por primera vez en la historia, con el advenimiento del peronismo, los trabajadores vieron, en el Estado, a su representante. Puede decirse que la clase obrera “nació”, con el peronismo, como sujeto de derecho. La reforma constitucional del año 1949 es un fiel reflejo de la magnitud de los cambios que el peronismo trajo aparejados, sobre todo de aquellos relacionados con la puntual incorporación al derecho de las clases históricamente marginadas. No hubo jamás una reforma constitucional tan profunda como la efectuada en 1949, ni tan preocupada por reflejar los efectivos cambios histórico- sociales de su época.

En términos generales y estadísticos, los meros datos ya dan idea de la proporción de la reforma: en 1949 se modificaron cincuenta y dos artículos de la Constitución Nacional y el Preámbulo, se quitaron once artículos y se agregaron cinco nuevos y seis disposiciones transitorias.

Para lo que atañe al tema que estamos analizando, nos limitaremos a mencionar la incorporación en la Constitución, en el extenso Art. 37, de un vasto conjunto de derechos sociales, bajo la denominación “derechos especiales”, divididos en cuatro grupos: Derechos del trabajador, de la familia, de la ancianidad y de la educación y la cultura

En cuanto a los derechos del trabajador, el Art. 37 estipulaba los siguientes: 1. Derecho de trabajar, incluyendo una cláusula en la que se conminaba a la provisión de trabajo para quien lo necesitara; 2. Derecho a una retribución justa; 3. Derecho a la capacitación; 4. Derecho a condiciones dignas de trabajo; 5. Derecho a la preservación de la salud; 6. Derecho al bienestar, que incluía tanto la posibilidad de disponer de vivienda, indumentaria y alimentación adecuadas, como la de poder disfrutar, con el producto del salario, de una adecuada satisfacción espiritual y material, libre de angustias económicas; 7. Derecho a la seguridad social; 8. Derecho a la protección de su familia; 9. Derecho al mejoramiento económico; 10. Derecho a la defensa de los intereses profesionales.

Los derechos de la familia eran: 1. Protección del matrimonio; 2. Formación de la unidad económica familiar; 3. Garantía del bien de familia; 4. Atención y asistencia de la madre y el niño.

Respecto de los derechos de la ancianidad, la nueva Constitución estipulaba que: 1. “Todo anciano tiene derecho a su protección integral, por cuenta y cargo de su familia. En caso de desamparo, corresponde al Estado proveer a dicha protección”; 2. Todo anciano tenía derecho a una vivienda higiénica y cómoda; 3 a 7. Todo anciano tenía derecho a una alimentación adecuada a su edad y estado físico, a un vestido decoroso, al cuidado de su salud física y moral y al esparcimiento; 8. Todo anciano tenía derecho al trabajo, si su estado y condiciones lo permitían; 9 y 10. Todo anciano tenía derecho a la tranquilidad y el respeto.

Por último, los derechos relativos a la educación y la cultura (para los cuales el Estado se comprometía, en la Constitución, a la creación de escuelas, colegios, universidades y academias) eran los siguientes: 1. La enseñanza tenderá al desarrollo del vigor físico de los jóvenes, al perfeccionamiento de sus facultades intelectuales y de sus potencias sociales, a su capacitación profesional, así como a la formación del carácter y el cultivo integral de todas las virtudes personales, familiares y cívicas; 2. La enseñanza primaria elemental es obligatoria y será gratuita en las escuelas del Estado. La enseñanza primaria en las escuelas rurales tenderá a inculcar en el niño el amor a la vida del campo (...) El Estado creará, con ese fin, los institutos necesarios para preparar un magisterio especializado; 3. La orientación profesional de los jóvenes, concebida como un complemento de la acción de instruir y educar, es una función social que el Estado ampara y fomenta; 4. Las universidades tienen el derecho de gobernarse con autonomía, dentro de los límites establecidos por una ley especial que reglamentará su organización y funcionamiento (...) Cada una de las universidades, además de organizar los conocimientos universales cuya enseñanza le incumbe, tenderá a profundizar el estudio de la literatura, historia y folklore de su zona de influencia cultural. Las universidades establecerán cursos obligatorios y comunes destinados a los estudiantes de todas las facultades para su formación política, con el propósito de que cada alumno conozca la esencia de lo argentino, la realidad espiritual, económica, social y política de su país, la evolución y la misión histórica de la República Argentina, y para que adquiera conciencia de la responsabilidad que debe asumir en la empresa de lograr y afianzar los fines reconocidos y fijados en esta Constitución; 5. El Estado protege y fomenta el desarrollo de las ciencias y de las bellas artes, cuyo ejercicio es libre; aunque ello no excluye los deberes sociales de los artistas y hombres de ciencia; 6. Los alumnos capaces y meritorios tienen el derecho de alcanzar los más altos grados de instrucción. El Estado asegura el ejercicio de este derecho mediante becas, asignaciones a la familia y otras providencias; 7. Las riquezas artísticas e históricas, así como el paisaje natural cualquiera que sea su propietario, forman parte del patrimonio cultural de la Nación y estarán bajo la tutela del Estado, que puede decretar las expropiaciones necesarias para su defensa y prohibir la exportación o enajenación de los tesoros artísticos.

La Constitución, así reformada, tuvo una vida muy breve. Tras el golpe de Estado de 1955, la llamada “Revolución libertadora” la dejó sin efecto, convocando a un Congreso Constituyente que se encargó de dejar la Constitución en el estado en que se encontraba antes de la reforma del 49. 

De todos modos, y aunque no pudiera servir de consuelo, el espíritu que había animado las reformas tuvo su pequeño triunfo: la Constitución posterior a la reforma (en realidad, no fue una reforma sino la anulación de una verdadera reforma) de 1957 no pudo desentenderse de los “derechos especiales” y hubo que agregar un artículo (el 14bis) consagrando algunas de las conquistas de los trabajadores, que ya no podían ser ignoradas por el Estado.

T2 El trabajo
Txt. Ppal.
Finalizaremos esta Unidad mencionando muy brevemente algunos de los Derechos Económicos y Sociales contemplados en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, empezando por el Derecho al trabajo.

Este derecho sirve para ejemplificar la importancia de la reforma constitucional del 49 y las consecuencias de su anulación. Si vuelve a leer lo dicho en el apartado anterior respecto del trabajo, notará que la Constitución Nacional de 1949 estipulaba que el Estado debía realizar tareas activas relativas a la provisión de trabajo. Lamentablemente, uno de los efectos de la vuelta atrás fue la desaparición de ese compromiso. Nuestra constitución habla del derecho a trabajar, pero no obliga al Estado a proveer de empleo a quien no tenga uno. Lo mismo sucede con el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que habla del derecho a trabajar en determinadas condiciones, pero no estipula qué debe hacerse en el caso de que una persona no tenga trabajo y lo reclame (al Estado, desde luego). Hecha esta aclaración (importante, puesto que es una limitación al alcance de lo que podría entenderse como “derecho a trabajar”), podemos enumerar las condiciones que se estipulan como mínima e indispensable y por cuya observancia el estado debe velar:

Punteo 
1) En primer lugar, el trabajo debe ser libremente elegido y aceptado por el trabajador. Un cambio en las condiciones de trabajo, bajo amenaza de despido, viola esta estipulación, puesto que el trabajador eligió y aceptó ciertas condiciones, cuyo cambio también debe poder ser elegido y debe ser igualmente aceptado.

2) Todo trabajador debe recibir una remuneración equivalente a la de otro trabajador que realice las mismas tareas que él, en las mismas condiciones. La diferencia que ya mencionamos entre los salarios de hombres y mujeres, violan la condición de equidad.

3) La remuneración que el trabajador perciba debe permitirle condiciones dignas de vida, a él y a su familia. Este punto es extremadamente conflictivo (¿Qué son “condiciones dignas”? ¿Alcanzaría, por ejemplo, con que un trabajador pudiera pagar la alimentación de su familia? Intente responder estas preguntas y discuta las respuestas con sus conocidos, o con el profesor tutor de la materia), no obstante, supone que se debe establecer un “piso” mínimo, por debajo del cual no habría una remuneración acorde. Solo por poner un ejemplo, podemos mencionar el índice que periódicamente se realiza desde organismos de gobierno para determinar una “canasta básica”, un monto por debajo del cual se cae en la pobreza. Podríamos decir que cualquier persona que ganara menos que lo que se necesita para no ser pobre, no estaría viendo respetado su derecho a una remuneración digna (aunque podemos casi asegurar que una “vida digna” implica mucho más que la simple escapatoria de la pobreza).

4) Todo trabajador debe tener igual oportunidad de ser promovido en su trabajo. Impedir el crecimiento de un empleado por razones de género, o ideológicas, o meramente punitivas, es un comportamiento violatorio de esta cláusula.

5) Los trabajadores tienen derecho a tomar vacaciones pagas y a descansar periódicamente durante lapsos razonables de tiempo, del mismo modo que tienen derecho a exigir jornadas de trabajo que no excedan un límite razonable. Es importante considerar este punto: forzar a un trabajador a extender su jornada de trabajo viola, por ejemplo, este derecho, aunque se le pague hasta el último minuto trabajado de más. Demás está decir que es violatorio despedir a un trabajador que se niegue a trabajar horas extras.

6) Las condiciones de trabajo deben ser higiénicas y seguras. Un obrero de la construcción al que se le niegue un casco (en condiciones en las cuales el mismo sería necesario) puede, por ejemplo, negarse a realizar las tareas que se le pidan.

T2 Vivienda, Alimentación y Salud
Txt. Ppal.
Todo habitante de un Estado tiene, según el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, derecho a alimentarse y vivir en condiciones dignas y a disfrutar del más alto nivel posible de salud.

Por el último de estos derechos, los Estados están obligados a proveer asistencia y servicios médicos básicos a toda la población, además de garantizar el sano desarrollo de los niños y cuidar del medio ambiente. Por los primeros, a garantizar condiciones mínimas de alimentación y vivienda.

Como es sabido, el Estado argentino posee (aunque actualmente se encuentre demasiado precarizado) un sistema de salud pública que garantiza que a ningún ciudadano que la necesite se le pueda negar atención médica. No obstante, en lo relativo a la vivienda y la alimentación, la situación es preocupante. Tanto la desnutrición como el crecimiento incesante de asentamientos de viviendas absolutamente precarias son problemas pendientes de solución.

Es importante dejar de manera manifiesta que proveer a los ciudadanos una canasta básica de alimentos o herramientas suficientes como para que estos puedan vivir en condiciones dignas, no son “dadivas” o “regalos” que el Estado da a sus habitantes, sino el cumplimiento de una obligación elemental que el mismo Estado ha asumido al firmar el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

T2 La Educación
Txt. Ppal.
El Derecho a la Educación es el Derecho de todo hombre a que se garantice un suelo mínimo, en materia de desarrollo de capacidades, que establezca entre las personas una condición básica de igualdad de oportunidades. Es por esto que el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales establece que la enseñanza primaria debe ser gratuita y obligatoria.

A este respecto vale aclarar algo: puede parecer que declarar “obligatoria” la enseñanza primaria atenta contra el derecho a la libertad de escoger el propio proyecto de vida (del cual hablamos más arriba); pero no es así, sino al contrario: la obligatoriedad de la enseñanza protege el derecho del niño a que se le brinden herramientas básicas de formación que le permitan desarrollar un plan de vida. Un padre no puede invocar su libertad para no educar a sus hijos, puesto que está atentando contra la libertad de éstos de poder tener herramientas que les permitan decidir acerca de sus propias vidas.

Además de la enseñanza primaria gratuita, los Estados firmantes del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales deben tender a hacer extensiva la gratuidad a la enseñanza secundaria. De no ser gratuita, deberán garantizar que sea accesible y generalizada. En cuanto a la enseñanza superior (terciaria y universitaria) deberá ser accesible.

Es más que importante hacer aquí una observación. Argentina es uno de los pocos países en el mundo que garantiza a sus habitantes un nivel superior (universitario) de enseñanza, en forma gratuita y sin restricciones. Durante la década del 90 hubo, y probablemente los siga habiendo, constantes intentos de avanzar sobre el arancelamiento de la educación universitaria en pos de un proyecto de país para pocos. El capital cultural que supone un proyecto universitario como el argentino es difícil de superar y más aun cuando el nivel de la educación de grado es tan alto que es reconocido como uno de los más importantes del continente (y del mundo). Poseer un título de la UBA (Universidad de Buenos Aires), por ejemplo, es tan valorado que estudiantes de todo el mundo llegan cada año al país para formarse en ella; y no lo hacen porque sea gratuita, sino porque es excelente. Defender la gratuidad de la enseñanza superior es una tarea que toda la ciudadanía debe vivir como propia, del mismo modo que debe defenderse como vital el derecho de los docentes (en este caso, tanto primarios, como secundarios y universitarios) a cobrar remuneraciones dignas y a la altura de la responsabilidad que implica su tarea.

Actividad
ACTIVIDAD 15 
Le proponemos que lea la Primera parte de la Constitución de 1994 (Capítulos I y II). Identifique los Derechos Económicos, Sociales y Culturales de los ciudadanos y habitantes enunciados en ambos capítulos. Diferencie dichos derechos los Derechos políticos y civiles mencionados en los capítulos puntualizados. 

Luego elabore una carta abierta para publicar en un diario de nuestro país en la exprese su opinión sobre la importancia de que se respeten los derechos civiles, políticos y económicos, sociales y culturales de los ciudadanos y habitantes de nuestro país, según lo establecido en la Constitución Nacional y los contenidos trabajado hasta ahora en este módulo. 

Entregue su producción a su tutor/ profesor y analice con él sus dudas o dificultades.

TU Unidad 3: Derechos Colectivos

T1 Introducción
Txt. Ppal.
En esta Unidad estudiaremos los derechos colectivos como parte de los Derechos Humanos. Analizaremos sus características y su importancia en relación con la vida democrática, como facilitadores de la coexistencia de culturas (interculturalismo) y como derecho de los pueblos. También reflexionaremos sobre la discriminación en sus diversas facetas, como una cuestión que todo Estado está obligado a atender a fin de resguardar los derechos humanos de sus habitantes.
T1 Los derechos colectivos

Txt. Ppal.
Los derechos colectivos tienen una complejidad particular, por lo que decidimos comenzar a tratar el tema a partir de la lectura de la nota periodística que se transcribe a continuación. Luego de eso, avanzaremos en una definición. 

Txt. Para leer
Un integrante del Superior Tribunal de Justicia y el fiscal del Estado de Río Negro viajaron ayer hasta el centro de la provincia junto a otros funcionarios para recorrer dos campos cuya propiedad es reclamada por el pueblo mapuche.

Fue la primera de las dos visitas con las que buscan determinar quién es el dueño de esas tierras. El juez Luis Lutz, junto a media docena de funcionarios y miembros de comunidades indígenas, recorrió ayer el paraje Quetrequile, donde la familia mapuche Casiano disputa la propiedad de tierras con un conocido comerciante de la zona. Hoy irán a Paso de Los Molles, donde la familia mapuche Millapi y un inversor estadounidense disputan la titularidad de otros campos.

La llegada de los funcionarios fue vivida por el pueblo mapuche como un hecho histórico y esperanzador, y fue seguido de cerca por todas las agrupaciones indígenas de la Argentina.

La visita coincidió con la denuncia realizada en Bariloche por el diputado nacional Julio Accavallo, sobre la demora del tratamiento del proyecto de ley elaborado por Alicia Kirchner para evitar el desalojo de sus tierras de miembros de pueblos originarios, mientras tramitan sus títulos de propiedad.

En los dos casos se trata de tierras ubicadas en una zona árida, con altas temperaturas en verano y muy bajas en invierno. Es el tipo de territorio en el que los mapuches fueron arrinconados tras las campañas militares de fines del siglo XIX. Chacho Liempe, miembro del Consejo Asesor Indígena, dijo que en los años siguientes a la llamada Conquista del Desierto "esas tierras siguieron siendo usurpadas o vendidas mediante engaños". En el caso de Quetrequile la documentación indica que hacia fines del siglo XIX se asentaron allí Juan Casiano y Francisca Curual. 

En 1930 sus descendientes reclamaron la delimitación de las tierras y el reconocimiento legal de unas 8.900 hectáreas en un intento de defenderse de comerciantes y terratenientes que "les corrían los cercos". El mayor conflicto llegó en 1967, con la llegada de los hermanos Alfredo y Felipe Abi Saad, comerciantes de Ingeniero Jacobacci, que aseguraron haber comprado en forma legal esas tierras.

Pero los Casiano afirman que fueron obligados a cederlas mediante amenazas y que les robaron sus vacas y ovejas. Tras reclamar sin mucha suerte desde 1990, en 2001 decidieron ocupar nuevamente las tierras. Aseguran haber resistido todo tipo de amenazas, intimidaciones con armas y profanaciones de tumbas.

Ahora la Justicia rionegrina está por decidir quién se queda con las tierras.

Cita: © Clarín, La Justicia de Río Negro visita tierras mapuches en conflicto, 8 de noviembre de 2005.
Fin txt. Para leer
Txt. Ppal.
El problema reflejado en la nota tiene una peculiaridad: no se trata de un conflicto entre particulares, sino entre un particular y una comunidad (en este caso, la comunidad Mapuche). La diferencia es capital, puesto que si se considerase una disputa entre particulares no generaría problemas; quien pudiera mostrar a la justicia un título de propiedad, sería considerado el legítimo propietario de la tierra.

Pero, en este caso existe una persona (un comerciante) que compró las tierras (y tiene el título) y una comunidad sin título alguno para exhibir ¿Por qué, entonces, hay conflicto? Porque si bien ningún mapuche, en forma personal, está en condiciones de exigir una tierra sobre la cual no tiene título, la comunidad Mapuche, como tal, sí puede hacerlo.

Este es el nudo de la cuestión: cada mapuche tiene derecho a esa tierra sólo si se reconoce que todos los mapuches de su comunidad tienen ese mismo derecho. Y esa es una muestra de lo que significa que existan Derechos Colectivos.

Está claro que el beneficio de promover el derecho de una comunidad recaerá sobre cada uno de los miembros de la comunidad; pero si se otorgara a un solo mapuche el título sobre las tierras, el que esta tierra fuera disfrutada por toda su comunidad dependería, en alto grado, del arbitrio del mapuche que fuera beneficiado con la propiedad, lo cual no sería demasiado distinto que otorgar la tierra a cualquier particular, confiando en que luego la usaría para beneficio de quienes viven en ella y no para beneficio personal. 

Pero hay otra razón por la cual existen los derechos colectivos, tan importante como la citada: reconocer un derecho colectivo obedece al principio de asegurar un beneficio para cada integrante de la comunidad, que sería difícil de lograr si cada particular lo exigiera (en el caso de que pudiera) por separado. Esto se debe, fundamentalmente, a que constituye una forma de garantizar la igualdad de posibilidades frente al altísimo grado de desigualdad (social, económica, regional, etc.) que existe en las sociedades actuales, atravesada por una pluralidad cultural (creencias, lengua, etc.) cada vez más visible y generadora de divisiones que es necesario que las sociedades tengan en cuenta. 

Las noticias de nuestro país y las producidas en otros países y conocidas a través de los medios de comunicación masivos, (Manifestaciones, por ejemplo, de diferentes grupos étnicos en Francia a fines del año 2005) plantean cuestiones que necesitan afrontarse desde una perspectiva social, superadora del derecho individual. 

Resumiendo, podemos definir los Derechos Colectivos como aquellos que sólo se reconocen a los integrantes de un grupo o comunidad, en tanto miembros de ese grupo o comunidad. El Derecho, en ese caso, no es reconocido al individuo, sino a la comunidad misma de la cual el individuo forma parte; y cada miembro de la comunidad goza de él sólo en la medida en que los demás miembros también lo gozan.

Actividad
ACTIVIDAD 16
Como hemos dicho, el análisis de los derechos colectivos y sus implicancias es complejo y por lo tanto generador de inquietudes, cuestionamientos, interrogantes, discusiones…

Con el propósito de problematizar las situaciones planteadas, lo invitamos a analizar otra nota periodística que da cuenta de la complejidad a la que nos enfrenta el mundo contemporáneo. 

Una vez que haya leído la nota responda a los interrogantes que le planteamos a continuación:

Punteo Actividad
a. ¿Por qué el médico del hospital cree que puede realizar la práctica médica al niño?

b. ¿Por qué la jueza dictó la orden para trasladar al niño?

c. ¿Por qué el cacique y los padres reclaman que el niño no sea tratado en el Hospital de niños sino por el cacique?

Consulte /relea
Si lo desea puede volver a consultar la Unidad 1 de este Módulo, en la que analizamos los derechos civiles ya que encontrará algunos fundamentos para sus respuestas. 

Txt. Para leer en Act
Por orden judicial, un niño guaraní con una cardiopatía grave fue internado en el Hospital Gutiérrez. Sus padres y el cacique de la comunidad quieren regresarlo a Misiones, pues no creen en la medicina blanca. Un Comité de Bioética discutirá si lo operan o lo dejan volver.

El cacique Everá le exigió a Dios que le mostrara la enfermedad de Julián, un chico de tres años integrante de la comunidad Mbya Guaraní, en Misiones. “Soñé que tenía una piedra en el corazón –dijo–. Y cuando los hombres blancos lo operaban para sacársela, el chico se moría.” En el hospital de Posadas le diagnosticaron al chico una “cardiopatía congénita” y lo derivaron al Hospital Gutiérrez, de la ciudad de Buenos Aires, donde está internado desde el 16 de julio. Aquí, mediante una biopsia detectaron la existencia de un tumor en el corazón, pero mucho más no pudieron saber. Para tener un diagnóstico preciso tienen que operarlo. No pueden dar seguridad a los padres –que no hablan castellano– de que Julián seguirá vivo tras esta intervención. La comunidad Mbya –y los propios padres del niño– rechaza el tratamiento y quiere que la familia regrese a su tierra, donde las energías espirituales pueden favorecer al chico. Para Carlos Cánepa, director del Gutiérrez, el caso “es un desafío para nuestra formación: ¿sirve la medicina blanca?”. Hoy, el Comité de Bioética del hospital se reunirá para discutir si se opera a Julián o si lo dejan regresar, probablemente a morir, a su pueblo.
En El Soberbio, a 240 kilómetros de Misiones, vive la comunidad aborigen Pindó Poty. Son veinte familias que se dedican, básicamente, a la cestería y a la fabricación de artesanías. Siembran mandioca, batata, crían gallinas. Se internan en la selva y salen con un coatí recién cazado o un tatú. Una vez al año, los 90 miembros de la comunidad eligen a su cacique. Cada voto va acompañado de una justificación. Desde hace seis años quien ocupa este puesto es Alejandro Benítez, a quien si le preguntan su nombre espiritual dirá “Everá”, que en Mbya significa “el elegido de Dios”. Desde hace una semana está junto a Julián y sus padres en la pétrea Buenos Aires para “decirle a quien fuera necesario cuál es nuestra decisión guaraní”, según dictaminó el Comité de Ancianos de la comunidad, el 3 de agosto pasado.
En Misiones hay 75 comunidades aborígenes como la Pindó Poty, diseminadas por el exhaustivo monte. Son visitados por asistentes sociales, que les proveen alimentos y les brindan servicios sanitarios. En una de esas incursiones, vieron a Julián con poca salud. “Cuando nuestra medicina no sirve, pedimos a los Yuruá”, contó a Página/12 Benítez, recurriendo a la palabra Mbya con que designan al blanco.
Julián fue junto a Crispín Acuña, su papá, y Leonarda, su mamá, al hospital de El Soberbio. Tras dos días de internación, los padres se volvieron con el chico al paraje, convencidos de que la medicina de guardapolvo no funcionaba en este caso. En ese centro de salud dieron cuenta a la Justicia de que los aborígenes rechazaban el tratamiento. Tomó intervención la jueza Julia Alegre, quien, a los pocos días, envió un patrullero a Pindó Poty, a buscarlos. Los llevaron al hospital de Posadas.
Esa capital ya les resultaba adversa a Acuña, de veinte años, y a su esposa, de 17, que junto a Everá añoran al monte en el que nacieron. Para su desagrado, tras un mes de internación en que no se pudo determinar qué tenía el chico, lo derivaron al hospital porteño. “Cardiopatía congénita”, era el diagnóstico con que lo enviaron. En la ciudad, Crispín evita que la peste de autos lo atropelle cuando se dirige a su hotel, a dos cuadras del Gutiérrez. Allí está Leonarda, cuyo nombre espiritual es Pará, constantemente jugando con su hijo. Cuando llegaron, Julián corría y era revoltoso. Por la enfermedad, ahora lo ven más apagado. Son indicios que los convencen de que el sueño sagrado del cacique era verdadero. Everá se hospeda en José León Suárez, en casa de una funcionaria de la Dirección de Asuntos Guaraníes de Misiones. Pisa por primera vez la metrópolis y no tiene documento de identidad. Es una situación común a muchos aborígenes.
En el Gutiérrez, a Julián se le realizó una biopsia que “fue adecuada, efectuada con elementos de alta complejidad”, pero “no nos permitió tener un diagnóstico”, indicó a este diario el director del hospital. Según Cánepa, para saber si el tumor es benigno o maligno se le tiene que practicar “cirugía a cielo abierto. Es una intervención de alto riesgo, y de alta escuela, que implica parar el corazón entre otras maniobras”. No pueden asegurar a Crispín y Pará que el chico saldrá del quirófano con vida. Cánepa y sus colaboradores repitieron que “es un desafío” a su ciencia. “Si el chico vive y se cura, digo que es válida. Si muere, digo que fue por la enfermedad”, afirmó el director. “Es mi creencia”, agregó.
Benítez también es opyguá de su comunidad. Es una suerte de sacerdote y curandero que se encarga de regular las relaciones de sus compatriotas con el hacedor. “Le exigí a Dios que viera adentro del corazón”, dijo. La revelación le llegó por sueños y mostró una piedra en el pecho de Julián. Y una premonición que hoy es su argumento: si los médicos abrían para sacarla, Julián moría. Por eso para Benítez el problema “no se cura en el hospital. Tenemos que volver al pueblo y pedir a Dios con la oración”.
La asamblea del Consejo de Ancianos y Guías Espirituales, realizada a principios de mes, sostuvo que “nosotros somos un pueblo con derechos. Siempre queremos que sea como hace su mburuvicha (el gobernador Carlos) Rovira, que nos pregunta qué queremos. Así queremos que todos los Yuruá pregunten a nosotros cuando tiene que ver con nuestra gente”. Un decreto firmado por Rovira en 2003 legaliza esta postura. El texto, que “reconoce al Consejo de Ancianos y Guías Espirituales de la Nación Mbya Guaraní”, establece que “los Gobiernos deberán consultar a los Pueblos Originarios sobre todo procedimiento susceptible de afectarlos directamente”, de acuerdo con tratados internacionales.
El equipo médico del Gutiérrez evalúa que si Julián regresa a Pindó Poty sin pasar por el quirófano va a morir irremediablemente. Para ellos, sólo al operarlo tendrán oportunidad de salvarlo. “Dios cuando te hace nacer ya sabe cuánto vas a vivir”, consideró Benítez. El Comité de Bioética del Gutiérrez está conformado por religiosos, antropólogos y científicos. Desde hoy, tendrá que debatir sobre una cuestión cuyo destino, al parecer, ni siquiera Dios conoce.

Cita: © Página 12, Un dilema para la medicina blanca, 12 de agosto de 2005.
Fin txt. Para leer, 
Txt. Actividad
Retome las respuestas a los interrogantes planteados en la actividad. Le pedimos que a partir de sus respuestas y de lo que haya podido interpretar en la nota, escriba un diálogo imaginario entre el Cacique y el médico, en el cual cada uno de ellos trate de convencer al otro de que lo mejor para el niño es el tratamiento que cada uno defiende. Trate de poner en boca de los imaginarios dialogantes argumentos relacionados con los Derechos Humanos (¿Qué Derechos Humanos puede reclamar el cacique? ¿Cuáles invocaría el médico?). Converse sobre su producción con el profesor tutor de la materia.

Compare sus respuestas con los argumentos planteados a continuación.

Fin Actividad
Txt. Ppal
El médico trata de realizar una práctica que revela una creencia personal Según lo que ya sabemos acerca de los Derechos Civiles (Unidad 1), puede reclamar que se respeten sus creencias (su proyecto, su plan de vida), siempre y cuando estas creencias no signifiquen un impedimento para el normal desarrollo del plan de vida de otra persona. Además la práctica del médico responde a lo esperado por los padres como habitantes de la ciudad de Buenos Aires. 

¿Que diría una persona que creció dentro de los sistemas explicativos occidentales si va al médico porque le duele la cabeza y el médico le dice que tome un remedio (no importa cual), aduciendo que soñó esa noche que iba a llegar un paciente con dolor de cabeza y una voz le dijo en el sueño lo que le tenía que dar? ¿Le parecería al paciente una explicación convincente? ¿Un médico que recetara de ese modo podría atender pacientes en un hospital público?

Ninguna persona perteneciente a lo que los guaraníes denominan la “cultura blanca” aceptaría esta respuesta del médico puesto que, en dicha cultura, no se acepta como legítima una práctica médica basada en la adivinación por medio de los sueños,  pues se considera que realizar una práctica de ese tipo pone en riesgo la salud del paciente. El médico no puede reclamar por el respeto de un derecho para sí mismo (en este caso, el derecho a llevar adelante una práctica médica personal), que sea un impedimento para el ejercicio de los derechos de otro ciudadano (en este caso, el de ser atendido en un hospital público de acuerdo con los parámetros que estipulan las normas de la comunidad a la que pertenece). 

¿Por qué en el caso planteado en la nota, la atención de Julián se transforma en un problema tan difícil de resolver? 

En la nota periodística podrá detectar que ni el cacique de la comunidad, ni los padres del niño, ni los otros involucrados, está reclamando un derecho sólo para sí mismo. Si el cacique pide que se le permita tratar a Julián, o los padres que se les permita llevarlo con el cacique, no lo hacen porque consideren tener derecho a elegir su plan de vida (individualmente considerado), sino porque creen que su comunidad, como un todo, tiene derecho (colectivo) a hacerlo, a que se respeten sus creencias; y sólo por efecto de este reconocimiento de los derechos de la comunidad y de respeto de sus creencias, se puede decir que todos ellos, como comunidad que tiene creencias que merecen respeto, tienen derecho a elegir su proyecto de vida, en el que está incluida la posibilidad de no llevar a su hijo a un hospital.

Ahora bien: ¿Quiere decir esto que cualquiera que quiera tener un “derecho especial” puede “formar una comunidad” de gente con su misma inquietud y pedir ese derecho a título colectivo? La respuesta a esta pregunta es verdaderamente compleja y probablemente se haga más clara cuando estudie el módulo de Derecho y Sociedad. Por lo pronto, nos concentraremos en el aspecto menos problemático de la misma, que nos permite responder que no, que de ninguna manera la mera “comunidad” de intereses permite reclamar derechos especiales, amparando el pedido en el reconocimiento de Derechos Humanos para los pueblos: estos Derechos Colectivos se reconocen a grupos específicos. Sobre esto hablaremos en los apartados que siguen.

El siguiente texto fue extraído de una nota periodística aparecida hace tres años:

Txt. Para leer
“Se podría pensar que la historia de los 13 argentinos que desembarcaron en Belén (capital de Pará) y que están a punto de ser expulsados de Brasil no es otra cosa que un cuento inédito de Roberto Arlt, que alguien rescató del olvido. Pero nada más real que el tropel de trece turistas, que llegó al extremo nordeste brasileño en un número propio de la magia negra. Forman parte de una antigua secta, con base en Argentina y en Brasil: se trata de LUS, sigla de Lineamiento Universal Superior.

La secta está todavía dirigida por una brasileña: Valentina de Andrade. Hoy la acusan de un crimen horripilante: haber asesinado a 9 chiquitos brasileños, en un acto ritual que incluyó la castración, en la localidad de Altamira (Pará), entre 1989 y 1993. La causa contra esta mujer se entabló en 1993, pero recién a principios de septiembre de este año, una década después, se inició el juicio en el extremo nordeste de Brasil.

En cuanto a los seguidores argentinos, hombres y mujeres de entre 28 y 40 años, que vinieron a manifestar a favor de la mujer, fueron detenidos ayer en medio de una miniprotesta frente al Tribunal de Justicia de Pará. Y la policía les dio un plazo de 48 horas para salir del país. El sábado deben tomar el avión para Buenos Aires.

(... ) La secta LUS fue fundada por Valentina de Andrade en la ciudad de La Plata. La mujer, de aspecto muy avejentado, se asoció al médico Anisio Ferreira de Souza y a un comerciante brasileño. Ambos fueron condenados en Belem, recientemente, con penas que van de 35 a 77 años de prisión. Los acusaron de secuestrar, castrar, torturar y asesinar niños de entre 8 y 13 años de edad. Del grupo de 9 chicos que fueron objeto de esas prácticas monstruosas, se salvaron 3. Hoy casi adultos, ellos fueron quienes testimoniaron sus odiseas durante el juicio.

Según dice la leyenda de la secta LUS, los niños nacidos hace 22 años (1981) poseen una "energía nefasta". Esta idea fue la que llevó a promover su desaparición”.

Cita: © Clarín, Echan de Brasil a 13 argentinos de una secta acusada de asesinatos, 25 de setiembre de 2003.
FIN Txt. Para leer
Txt. Ppal.
Tiene aquí un ejemplo de una práctica común a un grupo de personas, que forman ese grupo en torno a un interés específico, que difiere de las prácticas habituales en la cultura occidental y supone creencias diferentes. Vea que ninguno de esos requisitos, por sí solos, alcanzan para establecer un sujeto de un Derecho Colectivo. La secta de la cual habla la nota no puede reclamar respeto por sus creencias porque lo que está cometiendo es, sencillamente, un delito.

Para entender bien la diferencia entre una práctica comunitaria protegida por los Derechos Humanos y una que no lo está, es necesario incorporar los conceptos de “libre determinación de los pueblos” y de “preexistencia”. A ello nos dedicaremos en los apartados que siguen.

T2 Los derechos colectivos y los pueblos
Txt. Ppal.
La postura individualista (en la que se enrolan los pensadores Hartney y Narveson, entre otros) niegan que sea necesario, o incluso provechoso, reconocer a un grupo como titular de derechos. Desde la perspectiva de quienes sostienen esto, los Derechos Humanos tienen como razón de ser la defensa de personas individuales y sus intereses. Precisamente, creen que el reconocimiento de Derechos Humanos a un grupo de personas puede derivar en una situación de desigualdad inversa: quienes estén amparados por el “paraguas” de un Derecho Colectivo tendrán derechos que se le negarán a otros individuos; ¿Con qué fundamento (desde esta perspectiva) se podrá negar un “Derecho Colectivo” a cualquier grupo que esgrima una razón común para reclamarlo? Según quienes piensan desde esta perspectiva, basta con redactar Derechos Individuales más apropiados. La lógica de este tipo de posturas se fundamenta en la creencia de que se logra el bien común a partir de asegurar el bien individual.

Si retomamos el ejemplo del “caso Julián”, este es el criterio que operó con mayor fuerza en la jueza que decidió que el niño debía ser trasladado a un hospital público. Efectivamente, para la jueza era más importante defender el “derecho individual” del niño a ser asistido de acuerdo con las normas establecidas por el Estado Argentino, que el “derecho colectivo” de su comunidad a que se permitiera que el tratamiento fuera realizado por el cacique.

El comunitarismo, sin embargo, defiende la existencia de Derechos Colectivos, pues sostiene que es imposible encontrar un modo apropiado de defender los derechos de un grupo como Derechos Individuales, porque los derechos individuales suponen la igualdad y precisamente, de lo que se trata en los casos de los Derechos Colectivos, es de reconocer un derecho específico a la diferencia, siempre dentro de un marco previamente definido. Desde esta perspectiva, lo que comprenden los Derechos Colectivos es, justamente, un grupo de derechos que ningún individuo particular puede reclamar para sí mismo. 

T2 Derecho a la “libre determinación de los pueblos”
Txt. Ppal.
El primero de los Derechos Colectivos que analizaremos será el de “Libre determinación de los pueblos”, que se aplica a todos los casos en que un pueblo esté sometido a la dominación por parte de otro. Este concepto nació como consecuencia de lo que se llamó el proceso de descolonización, que se expandió rápidamente en el mundo, luego de la Segunda Guerra Mundial, a partir de las luchas de una enorme cantidad de pueblos (sobre todo asiáticos y africanos) para dejar de ser colonias de países europeos. 
La Organización de las Naciones Unidas (ONU) establece que todo pueblo tiene derecho a determinar libremente su condición política, su desarrollo económico y social y su vida cultural. Reconoce, además, que todo pueblo tiene Derecho a que su territorio nacional sea respetado.

Actividad
ACTIVIDAD 17 

Lo invitamos a leer una nota periodística que nos posibilitará analizar, a partir de un ejemplo, el conflicto que supone la intervención de un Estado, o de una Confederación de Estados, en los asuntos internos de otro. 

Una vez concluida la lectura de la nota, le ofreceremos algunas disposiciones de una Resolución de la ONU, en lo relativo a los derechos de los pueblos a su libre determinación, y le pediremos que elabore un breve texto en el que puntualice cuáles cree usted que son los argumentos que se pueden esgrimir para apoyar o rechazar una intervención extranjera en un Estado soberano. 
Txt. Para leer en Act
Atrapados sin salida
En Irak, espejo de Medio Oriente, las elecciones no pudieron frenar las iras sectoriales después de años de puro nacionalismo.
MEDIO año después de la implacable campaña de 78 días de ataques aéreos contra las baterías de Slobodan Milosevic, el médico Bernard Kouchner, ministro de Salud de Francia y representante especial de las Naciones Unidas en Kosovo, concluyó que había sido un error la intervención de la alianza atlántica (OTAN) en pos de una virtual reconciliación étnica entre serbios que profesaban el cristianismo ortodoxo y albaneses que abrazaban la religión musulmana. Concluyó el 31 de diciembre de 1999, telón del siglo XX, que había sido un error el fin en sí mismo de los bombardeos: que, de la noche a la mañana, se respetaran mutuamente tras 12 siglos de violaciones sistemáticas de los derechos humanos.
Bill Clinton y Tony Blair creían, no obstante ello, que la desintegración de Yugoslavia, emprendida en la década del noventa, era la única fórmula eficaz en defensa de los valores cívicos en los Balcanes, sometidos en forma alternativa a las limpiezas étnicas y los daños colaterales. Derrotado Milosevic, al igual que Leopoldo Fortunato Galtieri después de haber intentado recuperar las islas Malvinas, todo indicaba, según ellos y sus socios de la Unión Europea, que la democracia iba a germinar como el trigo en las pampas.

(...) En Kosovo, al igual que en América latina después de los gobiernos militares, quedó claro que, más allá de la necesidad de uniformar al mundo de modo de favorecer la globalización, la consigna era implantar la democracia en regiones subdesarrolladas y, al mismo tiempo, soslayar desde feroces disputas étnicas hasta instituciones frágiles e índices alarmantes de analfabetismo. 
En reemplazo de dictadores derrocados, o desplazados, germinaron presidentes elegidos. Bien. El cambio de hábito, saludable por honrar la libertad y los derechos humanos, disimuló, en algunos casos, vicios heredados, como el autoritarismo y la corrupción. Expresiones culturales, en definitiva. Muchos de ellos no cumplieron con sus mandatos o terminaron en prisión. En África, por ejemplo, todavía no había empezado la primera fase de la desintegración del enclave colonial. Clinton, empero, hablaba de la carretera informática como Bush de la democracia en Irak. De la democracia por contagio en los países árabes, según el plan original.
(...) ¿Creamos normas morales para medir nuestras propias insuficiencias? Lo decía Churchill. En menos de una década, de Kosovo a Irak, y aun antes, rara vez la democracia por sí misma resolvió problemas de fondo y garantizó el orden. Todo empezó de arriba abajo, incluso en Haití, con normas constitucionales, reguladoras de las reglas de juego, y elecciones más o menos libres en las cuales los políticos, excluidos por los dictadores, salieron del armario. ¿Ganaron los peores, los menos indicados? Quizás. O quizás haya ganado un discurso ambivalente. 
Entre octubre y noviembre de 2005, el presidente de Egipto, Hosni Mubarak, aliado de Bush y de Clinton, resultó reelegido por enésima vez. Como consecuencia de la presión norteamericana para que el proceso fuera amplio, la Hermandad Musulmana, madre de Hamas y de los integrismos sunnitas, pudo presentar candidatos: ganó en 88 de 150 jurisdicciones. Habría ganado en más de 100 de no ser por las restricciones impuestas por el gobierno en el último tramo de la campaña. 
En las elecciones de Irak, al mes siguiente, los chiitas demostraron que ser mayoría no significa ser gobierno. Debieron llegar a un acuerdo con una minoría, la kurda, por medio de un proyecto de desmembramiento del Estado, de modo de dejar fuera a otra minoría, la sunnita. Frente a ello, la opción que planteó Bush entre la unidad o el caos pareció, más que todo, una sentencia: el caos, traducido en la formalización de la guerra civil. 
(...) Como en Kosovo, el discurso apunta alto y la realidad continúa abajo. En reconciliaciones que no dependen de sistemas implantados, por más que procuren facilitarlas, sino de voluntades escasas hasta tanto no cambie algo más profundo: la convicción de la paz como única fórmula eficaz en defensa de la materia prima de los valores. La vida misma, mi vida.

Cita: © La Nación, Atrapados sin salida, 5 de marzo de 2006.
FIN Txt. Para leer 
Txt. Actividad 

Ahora le proponemos la lectura de la siguiente resolución de la Asamblea General de la ONU:

Txt. Para leer en Act 
Resolución 1514 de la ONU sobre la concesión de la Independencia a los países y pueblos coloniales, 1960
La Asamblea General,

Teniendo presente que los pueblos del mundo han proclamado en la Carta de las Naciones Unidas que están resueltos a reafirmar la fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana, en la igualdad de derechos de hombres y mujeres y de las naciones grandes y pequeñas y a promover el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de la libertad.

Consciente de la necesidad de crear condiciones de estabilidad y bienestar y relaciones pacíficas y amistosas basadas en el respeto de los principios de la igualdad de derechos y de la libre determinación de todos los pueblos, y de asegurar el respeto universal de los derechos humanos y las libertades fundamentales para todos sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión, y la efectividad de tales derechos y libertades.

Reconociendo el apasionado deseo de libertad que abrigan todos los pueblos de pendientes y el papel decisivo de dichos pueblos en el logro de su independencia.

Consciente de los crecientes conflictos que origina el hecho de negar la libertad a esos pueblos o de impedirla, lo cual constituye una grave amenaza a la paz mundial.

Considerando el importante papel que corresponde a las Naciones Unidas como medio de favorecer el movimiento en pro de la independencia en los territorios en fideicomiso y en los territorios no autónomos.

Reconociendo que los pueblos del mundo desean ardientemente el fin del colonialismo en todas sus manifestaciones.

Convencida de que la continuación del colonialismo impide el desarrollo de la cooperación económica internacional, entorpece el desarrollo social, cultural y económico de los pueblos dependientes y milita en contra del ideal de paz universal de las Naciones Unidas,

Afirmando que los pueblos pueden, para sus propios fines, disponer libremente de sus riquezas y recursos naturales sin perjuicio de las obligaciones resultantes de la cooperación económica internacional, basada en el principio del provecho mutuo, y del derecho internacional,

Creyendo que el proceso de liberación es irresistible e irreversible y que, a fin de evitar crisis graves, es preciso poner fin al colonialismo y a todas las prácticas de segregación y discriminación que lo acompañan.

Celebrando que en los últimos años muchos territorios dependientes hayan alcanzado la libertad y la independencia, y reconociendo las tendencias cada vez más poderosas hacia la libertad que se manifiestan en los territorios que no han obtenido aún la independencia.

Convencida de que todos los pueblos tienen un derecho inalienable a la libertad absoluta, al ejercicio de su soberanía y a la integridad de su territorio nacional.

Proclama solemnemente la necesidad de poner fin rápida e incondicionalmente al colonialismo en todas sus formas y manifestaciones.

Y a dicho efecto

Declara que:

1. La sujeción de pueblos a una subyugación, dominación y explotación extranjeras constituye una negación de los derechos humanos fundamentales, es contraria a la Carta de las Naciones Unidas y compromete la causa de la paz y de la cooperación mundiales.

2. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación; en virtud de este derecho, determinan libremente su condición política y persiguen libremente su desarrollo económico, social y cultural.

3. La falta de preparación en el orden político, económico, social o educativo no deberá servir nunca de pretexto para retrasar la independencia.

4. A fin de que los pueblos dependientes puedan ejercer pacíficamente y libre mente su derecho a la independencia completa, deberá cesar toda acción armada o toda medida represiva de cualquier índole dirigida contra ellos, y deberá respetarse la integridad de su territorio nacional.

5. En los territorios en fideicomiso y no autónomos y en todos los demás territorios que no han logrado aún su independencia deberán tomarse inmediatamente medidas para traspasar todos los poderes a los pueblos de esos territorios, sin condiciones ni reservas, en conformidad con su voluntad y sus deseos libremente expresa dos, y sin distinción de raza, credo ni color, para permitirles gozar de una libertad y una independencia absolutas.

6. Todo intento encaminado a quebrantar total o parcialmente la unidad nacional y la integridad territorial de un país es incompatible con los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas.

7. Todos los Estados deberán observar fiel y estrictamente las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas, de la Declaración Universal de Derechos Humanos y de la presente Declaración sobre la base de la igualdad, de la no intervención en los asuntos internos de los demás Estados y del respeto de los derechos soberanos de todos los pueblos y de su integridad territorial.

Fin txt. Para leer en Act.
Txt. Actividad  

Como puede observarse, en la resolución se hace referencia a una diversidad de derechos que los pueblos tienen, en relación con la posibilidad de determinar su modo de organización política. Lo que le pedimos es, entonces, que en función de estos derechos reconocidos por la resolución, responda los siguientes interrogantes, relacionados con la nota periodística:

Punteo Act. 
· ¿Tenían derecho los estados aludidos en la nota a bombardear Yugoslavia o a intervenir en Irak?

· ¿Tenían derecho los gobiernos yugoslavo e iraquí a establecer cualquier tipo de medida de gobierno, amparados en el derecho a la libre determinación?

· ¿Existen argumentos que permitan justificar una intervención extranjera en un Estado no democrático?

· ¿Existen argumentos que permitan a un gobierno justificar un manejo autoritario de los asuntos públicos en el Estado del cual están a cargo?

Txt. Actividad  

Tenga en cuenta que lo que le pedimos son respuestas fundamentadas. Deberá argumentar para defender su postura en cada respuesta, utilizando, para apoyar sus argumentos, tanto la resolución de la ONU que le presentamos como la Declaración Universal que figura como Anexo a la Unidad 1 y todo lo que ha leído en esta Unidad sobre Derechos Colectivos.

Una vez que haya respondido las preguntas, muestre las respuestas a su profesor tutor y discuta con él su posición y sus argumentos.

Fin Actividad
Txt. Ppal. 

Supongamos que es posible afirmar que en un determinado país se violan sistemáticamente los Derechos Humanos (en la nota se presentan dos ejemplos al respecto: la Yugoslavia de Milosevic y el Irak de Saddam Hussein). Como ya sabemos, los Estados deben responder por tales atropellos. La primera pregunta que surge es cuáles son las atribuciones que otros Estados pueden arrogarse para “defender” los derechos de la población civil que no están siendo respetados ¿Se puede bombardear un país (lo cual supone que morirá gente) para lograr un fin elevado (el respeto por los Derechos Humanos)? ¿No supone esto, al igual que en el ejemplo de la pena de muerte, que pusimos en la unidad anterior, que los muertos por el bombardeo son utilizados como medios (lo cual estaba prohibido)? 

Por el momento dejaremos esta pregunta planteada, y trabajaremos con respuestas tentativas, el propósito es poder avanzar en el contenido del módulo. 

Supongamos (sólo supongamos) que hemos respondido afirmativamente: Un Estado puede intervenir en otro Estado para exigir el respeto de los Derechos Humanos de la población. El interrogante que se abre aquí es tan complejo como el anterior: ¿Hay, aun en este caso, derecho a determinar cuál debe ser el sistema político que debe adoptar el pueblo cuyos derechos se han ido a defender? ¿Se le puede decir, legítimamente, a un pueblo, que su sistema de gobierno pone en peligro la vigencia de los Derechos Humanos y obligarlo a adoptar otro? Si se considera que los Derechos Humanos sólo atañen a los individuos particulares, hay modo de contestar afirmativamente estas preguntas.

Pero es aquí donde el Derecho a la Libre Determinación de los Pueblos vuelve el problema mucho más conflictivo: desde una perspectiva que acepte los derechos colectivos no hay modo de aceptar que a un pueblo se le “imponga la democracia” (lo cual es, por otra parte, casi una contradicción, que dejamos de lado para no complicar el análisis). Cualquier acción, de cualquier tipo, de un Estado sobre otro en el cual no se respetan los Derechos Humanos, deberá cesar en el momento mismo en que cese el factor que hacía imposible que los Derechos Humanos tuvieran vigencia (lo cual no ocurre, por ejemplo, en el caso de Irak, siempre aceptando – lo cual puede ser discutido – que la invasión a Irak obedeció a fines humanitarios).

Es importante tener en cuenta el carácter de Derecho Humano de la Libre Determinación, fundamentalmente porque tras el proceso de “descolonización” que ya mencionamos, la inestabilidad política de los países emancipados fue, en ocasiones, utilizada como excusa para intervenir en decisiones que debían ser internas. Con el pretexto de la defensa de los intereses individuales de los ciudadanos de un Estado se puede, a veces, encubrir una acción de dominación política o económica (y la mayoría de las veces, tanto una como la otra)

No es infrecuente que, ante ciertos casos notorios de violación de los Derechos Humanos en determinados países (abierto maltrato a las mujeres, penas y castigos de extrema crueldad a los infractores a la ley, etcétera), se organicen acciones comunitarias globales tendientes a ejercer presión sobre los gobiernos que faltan a sus obligaciones (cadenas de mails, firmas de petitorios, entre otras). Cabe destacar que, en tanto acciones de la población civil, estos modos de presión y de protesta son válidos y legítimos, puesto que no suponen atropello a la libre determinación del Estado ante el cual se protesta, que no es forzada por medios violentos a asumir una postura determinada.

No obstante, el problema acerca de los límites de las acciones de los otros estados (en tanto estados, no en tanto población civil), se presenta en toda su crudeza cuando estos mecanismos no coercitivos son ineficaces, ¿Qué hacer? Es verdaderamente difícil responder esta pregunta, puesto que, como hemos visto, se produce una colisión entre derechos de igual jerarquía. Sin embargo, podría tomarse como punto de inflexión en toda acción punitiva entre estados, aquel en el cual queda más o menos claro que las acciones que se llevan a cabo en defensa de supuestos valores supremos, producen más daños que los atropellos que se intenta remediar. El caso de la invasión norteamericana a Irak es un ejemplo de esto: para (supuestamente) librar a la población civil de un gobierno tiránico, se la somete a una guerra en la cual ya han muerto, según cifras optimistas, más de cincuenta mil personas (a las cuales la invasión dice defender).

Las opciones que se tomen, o las posiciones que se asuman a este respecto, son difíciles de unificar y esto hace que el tema no pueda cerrarse de un modo no conflictivo. Diferentes concepciones acerca del derecho y la legalidad, además de diferentes concepciones de lo justo, producen diferentes posturas éticas. Lo invitamos a complementar este tema con la lectura de los módulos de Filosofía y Derecho y Sociedad, en los cuales encontrará elementos de análisis cuya extensión y particularidad excede la presentación que aquí hemos hecho del problema.

T2 Los pueblos indígenas y el concepto de “preexistencia”

Txt. Ppal.
Un caso diferente de Derechos colectivos son los que se relacionan con la situación de los pueblos indígenas de una enorme cantidad de naciones. Este caso especial es el que, a fines de terminar de hacer ilustrativos los ejemplos puestos al comienzo de la Unidad, nos importa desarrollar por separado.

Los indígenas son pueblos que viven en un territorio en el cual ya habitaban antes de que llegara otro pueblo y lo conquistara para sí. En ese sentido, se dice de los indígenas que “preexistían” a la nación en la cual habitan, ya que descienden de quienes ya habitaban el territorio y tenían un origen étnico diferente al del pueblo que lo domina actualmente.

La diferencia con los pueblos “descolonizados” es obvia: en el caso de los pueblos indígenas no ha habido posibilidad de exigir autonomía política y reconocimiento territorial, por el mero hecho de que, considerado el problema en el mismo sentido que en el caso de las colonias, “todo” el territorio de los estados nacionales (de América, por ejemplo) les correspondería. Esto es menos evidente en países en los cuales las poblaciones indígenas son minoritarias (Estados Unidos o Argentina, por poner sólo dos ejemplos, se han fundado como Estados Nacionales en territorios que se ganaron merced al exterminio de las poblaciones autóctonas), que en aquellos en los cuales las poblaciones indígenas son tan o más numerosas que los descendientes de los conquistadores (México, Perú, Bolivia); pero en ambos casos, “devolver” el territorio es acabar con los estados nacionales que se fundaron en ellos.

No obstante, se ha avanzado bastante en dirección al reconocimiento de Derechos Colectivos a estos pueblos. Y estos avances son los que dan una explicación de por qué es tan complejo analizar el “caso Julián” y el caso de las tierras mapuches con que abrimos este apartado. Si bien no se puede decir que a los mapuches se les otorgue la posibilidad de autodeterminarse (no pueden, por ejemplo, “determinar” que no son ciudadanos argentinos y por lo tanto no están obligados de ningún modo con él), la noción de “preexistencia” impide que se les niegue el derecho a determinar, aunque sea parcialmente, algunas prácticas propias que atañen a su comunidad como tal (el “caso Julián”). Tampoco se puede, merced a la noción de “preexistencia”, expulsarlos de sus tierras apelando al simple recurso de decir que no poseen un título jurídico que demuestre que son propietarios. Casi deberíamos decir que, en función del respeto por los Derechos Humanos, es el propietario “legal” de las tierras en cuestión quien debe demostrar que “poseía” un territorio que fue “ocupado” por los mapuches en forma ilegal (lo cual es bastante difícil).

T2 Interculturalismo y restitución de derechos
Txt. Ppal.
Una sociedad intercultural es mucho más que una sociedad en la que conviven distintas razas. Las diferencias raciales no implican, por sí solas, diferencias culturales. Lo que específicamente define al interculturalismo es la coexistencia de diferentes culturas dentro de un Estado. 

En una sociedad en la cual conviven diferentes culturas ocurre, de hecho, una división entre una cultura dominante y otras culturas representativas de grupos minoritarios. Postular Derechos Humanos colectivos es un modo de impedir que por el mero hecho de prevalecer cuantitativamente, una cultura se arrogue el derecho de acallar la libre manifestación de creencias y prácticas legítimas de grupos minoritarios; y que la cultura dominante en un territorio dado anule, por su dominación, la riqueza que aporta la existencia de culturas diversas a la sociedad. Llegados a este punto, es bueno hacer una distinción, para desarrollar el último de los puntos del apartado. 

Si bien es cierto que en los Estados actuales conviven gran cantidad de culturas y etnias diferentes, las comunidades indígenas americanas presentan una particularidad: lo que reclaman no es el “beneficio” de Derechos especiales, sino la restitución de los derechos que poseían, como miembros de naciones soberanas, antes de ser conquistados.

Si volvemos al caso de las tierras mapuches, podemos ver de qué manera este pedido se vuelve enormemente conflictivo: los mapuches no están reclamando que se los “beneficie” con títulos de propiedad, sino que se les “reconozca”, por medio de un título de propiedad, su derecho a las tierras en cuestión. Lo que se pide es que se restituya un derecho perdido en el momento de asignación de esa tierra a un nuevo ocupante.
Txt. Para leer
La Ley 23302, sancionada en el año 1985 y reglamentada en el año 1989, dispone mecanismos específicos por los cuales se les reconoce a las comunidades indígenas su derecho a disponer de tierras en el Territorio Nacional. Reproducimos, a continuación, los párrafos más relevantes de dicha Ley:

I - OBJETIVOS 
     ARTICULO 1- Declárase de interés nacional la atención y apoyo a los aborígenes  y a las comunidades indígenas existentes en el país, y su defensa y desarrollo  para su plena participación en el proceso socioeconómico  y cultural de  la  Nación,  respetando  sus  propios valores y modalidades.  A  ese  fin,  se  implementarán  planes  que permitan  su  acceso  a la propiedad de la tierra y el fomento de su producción agropecuaria,  forestal,  minera,  industrial o artesanal en  cualquiera  de  sus  especializaciones, la preservación  de  sus pautas culturales en los planes  de  enseñanza y la protección de la salud de sus integrantes.
  
II - DE LAS COMUNIDADES INDIGENAS 
     ARTICULO  2-  A  los  efectos  de  la  presente ley, reconócese personería  jurídica  a las comunidades indígenas  radicadas  en  el país.  Se  entenderá  como  comunidades   indígenas  a  los  conjuntos  de familias que se reconozcan como tales  por  el hecho de descender de poblaciones que habitaban el territorio nacional  en  la época de la conquista  o  colonización  e  indígenas o indios a los miembros  de dicha comunidad.  La personería jurídica se adquirirá  mediante  la inscripción en el Registro  de  Comunidades  Indígenas  y  se extinguirá mediante  su cancelación.

IV - DE LA ADJUDICACION DE LAS TIERRAS 
     ARTICULO  7-  Dispónese  la  adjudicación  en  propiedad  a las comunidades indígenas existentes en el país, debidamente inscriptas,  de  tierras  aptas  y  suficientes  para la explotación agropecuaria,  forestal, minera, industrial o artesanal,  según  las modalidades propias de  cada  comunidad.  Las tierras deberán estar situadas en el lugar donde habita la comunidad  o, en caso necesario en las zonas próximas más aptas para su desarrollo.  La adjudicación se hará prefiriendo a las comunidades  que carezcan de  tierras  o  las  tengan insuficientes; podrá hacerse también  en propiedad  individual,   a  favor  de  indígenas  no  integrados  en comunidad,  prefiriendose    a    quienes  formen  parte  de  grupos familiares.  La  autoridad  de  aplicación atenderá  también  a  la  entrega  de títulos definitivos a  quienes  los tengan precarios o provisorios. 
  
     ARTICULO  8-  La  autoridad de aplicación elaborará, al efecto, planes de adjudicación y  explotación  de las tierras conforme a las disposiciones  de  la  presente  ley  y  de  las  leyes  específicas vigentes  sobre  el particular, de modo de efectuar  sin  demora la adjudicación a los  beneficiarios  de  tierras fiscales de propiedad de la Nación. El Poder Ejecutivo dispondrá  la  transferencia de las tierras afectadas a esos fines a la autoridad de  aplicación para el otorgamiento  de  la  posesión  y  posteriormente  de  los títulos respectivos.  Si  en  el  lugar de emplazamiento de la comunidad  no hubiese  tierras  fiscales  de  propiedad  de  la  Nación,  aptas  o disponibles, se gestionará la  transferencia  de tierras fiscales de propiedad  provincial  y  comunal  para  los  fines indicados  o su adjudicación directa por el gobierno de la provincia  o  en  su caso el  municipal.  Si  fuese  necesario,  la  autoridad  de  aplicación propondrá  la expropiación de tierras de propiedad privada al  Poder Ejecutivo, el  que  promoverá  ante  el  Congreso Nacional las leyes necesarias. 
  
     ARTICULO 9- La adjudicación de tierras previstas se efectuará a título  gratuito.  Los  beneficiarios  estarán  exentos  de  pago de impuestos  nacionales y libre de gastos o tasas administrativas. El organismo de  aplicación  gestionará exenciones impositivas ante los gobiernos provinciales y comunales.  El Poder Ejecutivo dispondrá la apertura de líneas de créditos preferenciales  a  los adjudicatarios para  el desarrollo de sus respectivas explotaciones,  destinados  a la  adquisición    de    elementos  de  trabajo,  semillas,  ganado, construcciones y mejoras,  y  cuanto  más pueda ser útil o necesario para una mejor explotación. 
  
     ARTICULO  10-  Las  tierras adjudicadas deberán destinarse a la explotación agropecuaria,  forestal,  minera, industrial o artesanal en  cualquiera  de  sus  especialidades,  sin   perjuicio  de  otras actividades  simultáneas.  La autoridad de aplicación  asegurará  la prestación de asesoramiento  técnico  adecuado para la explotación y para  la  promoción  de  la  organización  de  las  actividades.  El asesoramiento  deberá  tener  en  cuenta las costumbres  y  técnicas propias  de  los  aborígenes  complementándolas  con  los  adelantos tecnológicos y científicos. 
  
     ARTICULO  11-  Las  tierras  que  se adjudiquen en virtud de lo previsto  en  esta  ley  son  inembargables  e   inejecutables.  Las excepciones  a  este  principio y al solo efecto de  garantizar  los créditos con entidades oficiales serán previstas por la reglamentación de esta ley.  En  los  títulos  respectivos  se hará constar  la prohibición de su enajenación durante un plazo de veinte años a contar de la fecha de su otorgamiento. 

    ARTICULO  16.-  La  enseñanza  que  se  imparta en las áreas de asentamiento de las comunidades indígenas asegurarán  los contenidos curriculares previstos en los planes comunes y además,  en  el nivel primario  se  adoptará  una  modalidad  de  trabajo  consistente  en dividir  el  nivel  en  dos  ciclos:  en  los tres primeros años, la enseñanza se impartirá en la lengua indígena materna correspondiente y se desarrollará como materia  especial  el  idioma nacional;  en  los  restantes  años, la enseñanza será bilingüue. Se promoverá  la  formación  y capacitación    de  docentes  primarios bilingüues,  con  especial  énfasis en los aspectos  antropológicos, lingüuisticos y didácticos, como  asimismo  la preparación de textos y otros materiales, a través de la creación de  centros  y/o  cursos especiales  de  nivel superior, destinados a estas actividades. Los establecimientos  primarios  ubicados  fuera  de los lugares de asentamiento  de  las  comunidades  indígenas,  donde existan  niños aborígenes  (que  sólo  o  predominantemente se expresen  en  lengua indígena) podrán adoptar la  modalidad  de trabajo  prevista  en el presente artículo. 
FIN Txt. Para leer 

Txt. Ppal.
Nuestra Constitución Nacional reconoce, en su Artículo 75, la “preexistencia étnica y cultural” de los pueblos indígenas. Establecer un marco normativo que les reconozca la efectiva titularidad de las tierras que habitan es un gran paso en el camino que la Constitución indica. La Ley 23302 es, como puede verse, un paso en ese sentido.

T1 Discriminación y democracia

Actividad
ACTIVIDAD 18

Como hemos hecho en otros apartados plantearemos el tema a partir de la lectura de una nota periodística referida a un fallo de la Cámara del Trabajo en el cual se cuestiona la constitucionalidad de la Ley de Accidentes de Trabajo. Le pedimos que, una vez que haya terminado de leer, responda las siguientes preguntas.

Punteo Actividad
a. ¿Por qué cree que la Sala VI de la Cámara del trabajo emitió el fallo detallado en la nota?

b. ¿Qué principios tuvo en cuenta?

c. ¿En qué fundamentó su fallo?

d. ¿Sabía del caso? ¿Conoce otros casos?
Txt. Para leer en Act.
Un fallo que valora el trabajo  
En un fallo inédito, la Justicia laboral estableció que una empresa indemnice a los familiares de un trabajador muerto en un accidente de trabajo no sólo por la remuneración que percibía en ese empleo, sino que además incorporó en el cálculo el salario que recibía en otro trabajo que realizaba como autónomo. Al mismo tiempo, los jueces consideraron inconstitucional un artículo de la Ley de Accidentes de Trabajo, donde se establece que los empleadores quedan exentos de responsabilidad al contratar una aseguradora de riesgos del trabajo (ART).
La decisión adoptada por la Sala VI de la Cámara del Trabajo obliga a la empresa Ferrovías a pagarle a Elisa Meza, la esposa de un trabajador fallecido en un accidente de trabajo, una indemnización de 633.282,90 pesos más intereses. Para llegar a esa suma, los jueces realizaron los cálculos teniendo en cuenta un ingreso total promedio de 2334,70 pesos mensuales, cifra que incluye el salario que pagaba Ferrovías y el que obtenía el trabajador por su facturación a la empresa Galería Bogal SRL, donde desempeñaba tareas de forma autónoma.
La Cámara –compuesta por los magistrados Rodolfo Capón Filas, Juan Carlos Fernández Madrid y Néstor Rodríguez Brunengo– argumentó en el fallo que “si se trata de reparar el daño producido por el accidente, es claro que no sólo deben computarse los ingresos que el actor percibía de su trabajo en relación de dependencia a favor de la demandada, sino los que ha dejado de percibir por su labor como trabajador autónomo”. Según el fallo, al que tuvo acceso Página/12, “la pérdida de estos ingresos es consecuencia inmediata de la muerte del trabajador, de modo que cualquiera sea el sistema de responsabilidad sobre el que se funde, la demandada debe responder por ello”.
La sentencia en primera instancia disponía una indemnización de 216 mil pesos, que se sumaba a la indemnización de 119.784,22 que había pagado la ART, pero fue apelada. La viuda demandó a la empresa buscando que se la compensara por el total del dinero que dejaría de ingresar en el hogar y no únicamente por el que percibía el trabajador por sus tareas en Ferrovías.
Además de manifestar su disconformidad con el monto de la indemnización, la apelación solicitaba que se declarara inconstitucional el artículo 39 de la ley 24.557, de Riesgos del Trabajo, “en cuanto limita la reparación” del daño. Ese pedido también encontró una respuesta favorable en la decisión de la Sala VI. Según el fallo, “el artículo 39 de la ley, con criterio economicista, caprichoso y carente de fundamento jurídico, excluye por voluntad legislativa la posibilidad de que, ante un accidente de trabajo, el trabajador o sus causa habientes recurran a la vía del artículo 1113 del Código Civil, con lo cual se produce una discriminación negativa”. Concretamente, el artículo 39 exime a los empleadores de toda responsabilidad civil frente a sus trabajadores, con lo que no podrían iniciar demandas civiles contra las empresas, las que consideran cubierta su obligación por medio de la contratación de una ART.
La declaración de inconstitucionalidad no es nueva. Incluso la Corte Suprema de Justicia la señaló en reiteradas oportunidades. De ese modo, queda habilitado lo que algunos denominan “doble vía”, en tanto los trabajadores que sufran un accidente laboral perciben un resarcimiento por parte de las ART y al mismo tiempo pueden demandar a las empresas.
La situación ha generado permanentes reclamos de las aseguradoras y del sector empresario, quienes bregan por una modificación de la ley que elimine la posibilidad de los juicios civiles. Se espera que durante mayo el ministro de Trabajo, Carlos Tomada, envíe al Congreso un proyecto para reemplazar la actual legislación. El borrador que presentó Tomada el año pasado, elaborado luego de consultar a la CGT, la CTA y cámaras empresarias, había recibido un leve apoyo de los sindicatos y un fuerte rechazo de la parte patronal.
Ante esas quejas, el derecho laboral respondió. Así, los camaristas sostienen que la actual ley viola no sólo la Constitución Nacional, sino que ignora la Declaración Universal de los Derechos del Hombre y el convenio 111 de la OIT, porque “lleva a que una persona dañada por la culpa de otra no pueda ser indemnizada en plenitud por el sólo hecho de ser ‘trabajadora’”. Para los magistrados, el régimen es “inadmisible”, ya que “admitiría la existencia de ciudadanos de segunda”.

Cita: © Un fallo que valora el trabajo, 6 de mayo de 2006.

FIN Txt. Actividad
Txt. Ppal  

En la Unidad anterior analizamos el concepto de igualdad. Este concepto es central para entender el tema que trataremos en este apartado, puesto que se relaciona en forma directa con el de discriminación.

los jueces que fallaron en el caso descripto hicieron una interpretación muy interesante del problema ya que lo abordaron como si se hubiera tratado de un conflicto entre dos ciudadanos, uno de los cuales fue encontrado responsable (por la vía judicial) de la muerte del otro. Ante la prueba no tuvieron dudas respecto de quién debía afrontar los costos (todos los costos) del accidente y aplicaron el mismo criterio al caso, aún cuando el conflicto se hubiese producido entre un trabajador y una empresa y aún cuando exista una ley (la Ley de Riesgos de trabajo) que permite a las empresas librarse de su responsabilidad de indemnizar a sus trabajadores frente a accidentes de trabajo.

Además, los mismos  jueces determinaron que aplicar la ley de riesgos del trabajo es violatoria de los Derechos Humanos, porque quiebra el principio de igualdad, generando discriminación, o sea un trato no igualitario a una persona, o a un grupo de personas, en relación con el resto de la población. 

¿Por qué los jueces consideraron inconstitucional a la Ley de Riesgos del trabajo? 

Porque aplicar la Ley de Riesgos de Trabajo suponía aceptar que un “trabajador” tiene menos derechos que cualquier ciudadano y que una empresa es una persona jurídica con más derechos que otras personas jurídicas o que otros ciudadanos (cuando estudie Derecho y Sociedad podrá entender con mayor precisión qué significa ser una “persona jurídica”; por lo pronto, basta que se entienda que existe un sujeto que tiene, legalmente, más derechos que otro), lo cual es incompatible con los Derechos Humanos.

La construcción de una sociedad democrática es imposible si se parte de una base de desigualdad. “Democracia” significa, precisamente, “gobierno del pueblo”; pero “gobierno del pueblo” quiere decir “de todo” el pueblo. Más allá de que vivamos en un sistema representativo (lo cual supone que existe gente que gobierna y gente que es gobernada), la idea misma de “democracia” anula la posibilidad de que grupos específicos de personas tengan más derechos que otras.

Hasta aquí (y ya hemos anticipado el problema en la Unidad 2) hemos analizado los derechos y su relación con la democracia, sin embargo sabemos que en los hechos, más allá de que existan jueces que obren en dirección de consagrar una igualdad efectiva, la sociedad actual genera y tolera una enorme gama de desigualdades. En lo que resta de esta unidad analizaremos algunas de las desigualdades a las que nos enfrentamos más frecuentemente.

T2 La discriminación como una cuestión del Estado
Txt. Ppal  

El Estado, desde el momento en que suscribe pactos internacionales que lo comprometen en tal sentido (como es el caso del Estado Argentino), está obligado a actuar activamente para remover los obstáculos que impidan prácticas igualitarias. El género, el color de la piel, la nacionalidad, la capacidad física, la religión o la edad, entre otros, no son motivos que justifiquen un trato discriminatorio (es necesario recordar que los Derechos Políticos están limitados en el caso de los extranjeros y los niños). 

Actividad
ACTIVIDAD 19

Le proponemos que busque ejemplos de la vida cotidiana que den cuenta de acciones discriminatorias y haga una lista de ellas. Puede extraerlas de noticias periodísticas o de vivencias propias. Trabaje los siguientes apartados con la lista de acciones que haya confeccionado y trate de ubicar cada una de ellas dentro de los tipos de discriminación que se enumeran.
Txt. Ppal 

La Ley 23592, sancionada en 1988, prevé penas contra quien “arbitrariamente impida, obstruya, restrinja o de algún modo menoscabe el pleno ejercicio sobre bases igualitarias de los derechos y garantías fundamentales reconocidos en la Constitución Nacional”. De acuerdo con esta ley, quien realizare actos discriminatorios “será obligado, a pedido del damnificado, a dejar sin efecto el acto discriminatorio o cesar en su realización y a reparar el daño moral y material ocasionados”.

La misma Ley establece los alcances de las prácticas que pueden considerarse como discriminatorias, entendiendo como tales todas aquellas que provoquen un trato desigual por “motivos tales como raza, religión, nacionalidad, ideología, opinión política o gremial, sexo, posición económica, condición social o caracteres físicos”. 

T2 Tipos de discriminación 

Txt. Ppal  

El INADI (Instituto Nacional Contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo), organismo creado por medio de la ley 24515, en el año 1995, define como “discriminación” al trato de inferioridad dado a una persona o grupos de personas por motivos raciales, religiosos, políticos, de sexo, de filiación o ideológicos, entre otros.
Dentro de los motivos más frecuentes de discriminación podemos señalar la nacionalidad (discriminación a los extranjeros), la raza (discriminación, por ejemplo a integrantes de poblaciones no blancas), la Capacidad física (discriminación a cualquier ser humano que tenga capacidades diferentes a las “normales”, como ciegos, sordos, inválidos, etc.), la edad (por ejemplo, discriminación a personas que han superado lo que caprichosamente se considera una “edad productiva”, que se ven en enormes dificultades para conseguir empleo), la religión (era discriminatorio, por ejemplo, que sólo un católico pudiera ser Presidente de la Nación, lo cual llevó a eliminar ese requisito en la reforma del año 1994), el género (impedir que una mujer o un hombre escojan determinados empleos, habitualmente asignados al otro género, es discriminatorio), la orientación sexual, el nivel socioeconómico. En este último caso, la discriminación se da, frecuentemente, en forma indirecta; es raro escuchar que alguien esgrima como argumento discriminatorio que el discriminado es pobre; no obstante, ciertos requisitos (como la ropa que se usa, el lugar donde se vive o el color de la piel) que se estipulan para admitir a alguien en un sitio público (boliches, restaurantes, bares, espectáculos, etc.), o en un empleo,  son, indirectamente, discriminación por nivel socioeconómico, habida cuenta de que se asocian, culturalmente, con la pobreza, cierto color de piel, cierta vestimenta, ciertos barrios, etcétera.

A continuación analizamos tres de los tipos más frecuentes de discriminación.

T3 La discriminación a los extranjeros
Txt. Ppal  

La discriminación a los extranjeros, como ya dijimos, no incluye la negación de ciertos Derechos Políticos que sólo se conceden a los ciudadanos de un Estado (votar, por ejemplo). Tampoco es violatorio de los Derechos Humanos impedir, como ocurre en algunos países, que un extranjero sea propietario de una determinada extensión de tierra.

El Estado y os organismos responsables de garantizar los DDHH tienen en la  “xenofobia” uno de los problemas centrales de su agenda. La xenofobia es el trato diferencial (negativo) que se imparte a un extranjero, por el mero hecho de ser extranjero, aún cuando la legislación determine que no se pueden hacer diferencias entre él y un ciudadano nativo. 

Lo dicho hasta aquí no implica que toda diferencia que se haga entre un extranjero y un nativo deba ser considerada como un acto de discriminación. No es discriminatorio, por ejemplo, que un extranjero no nacionalizado no pueda votar, puesto que la legislación contempla como requisito indispensable para ejercer el derecho al sufragio que se haya obtenido la ciudadanía (si el extranjero hubiera obtenido la ciudadanía y aun así se impidiera el ejercicio del derecho, entonces la práctica sería discriminatoria). Pero este tipo de diferencias es específico y debe estar siempre contemplado en la Ley y no ser contradictorio con los tratados internacionales que el Estado haya suscrito.

Negar a un extranjero (nuevamente, por el mero hecho de serlo) atención médica en un Hospital Público o privado, o acceso a la educación, son prácticas discriminatorias que violan lo dispuesto en la Constitución Nacional; también es contrario a la Constitución negar empleo a un extranjero (por ser extranjero) o remunerar su trabajo en forma diferencial. 

El mayor obstáculo para el pleno ejercicio de derechos de los extranjeros suele ser el prejuicio. Aun en países en los cuales no existen prácticas públicas discriminatorias (Argentina, por ejemplo, es un país que no promueve la discriminación a partir de sus políticas públicas), se escuchan con cierta frecuencia argumentos (sin fundamento alguno) que alimentan ese prejuicio. Uno de ellos es, por ejemplo, el que postula que cada trabajo dado a un extranjero es un trabajo menos para un argentino. Sin embargo adjudicar el aumento de la desocupación al aumento de la inmigración es, además de discriminatorio, estadísticamente falso. Según Datos oficiales, si no se empleara a extranjeros, el índice de desocupación sólo se modificaría entre un 0,1 y un 0,2%.

La presencia de extranjeros en los países (en el caso de la Argentina, por lo general,  proceden de países limítrofes) obedece a que desean mejorar las condiciones de extrema pobreza en la que viven en sus países de origen. Este tipo de inmigración es un fenómeno del mundo actual originado en las enormes desigualdades sociales. Por lo general, los inmigrantes que “escapan de la pobreza” en la que viven en sus países son castigados doblemente: con la pobreza, en su país y con el desprecio de los habitantes del país al que emigran. 

Actividad
ACTIVIDAD 20
Con el propósito de analizar las condiciones de vida de los que vienen huyendo de la pobreza a la que están sometidos en sus países de origen, incluimos una noticia periodística de un hecho sucedido en nuestro país hace poco tiempo atrás. Sabemos que estos hechos no ocurren sólo en nuestra Argentina, pero consideramos importante comenzar por analizar lo que tenemos más cerca o que forma parte de nuestra vida cotidiana. 

Una vez que haya leído la noticia, le proponemos que la discuta con su grupo y redacte una carta destinada a los inmigrantes bolivianos en la que les informe de sus derechos. 

Quizás coordinados por su tutor / profesor podrán realizar una exposición sobre el tema.

Txt. Para leer en Act. 
Talleres ilegales. Un negocio que mueve más de US$ 700 millones al año 

El incendio que el jueves 29 de marzo destruyó un taller textil de Caballito, y mató a seis ciudadanos bolivianos, que trabajaban y vivían allí en condiciones denigrantes, abrió la discusión sobre un secreto a voces: la mano de obra esclava en las fábricas de ropa. Un drama manchado de indiferencia, racismo, inoperancia estatal y —sobre todo— muchísimo dinero. Se estima que los talleres textiles clandestinos mueven un negocio que, sólo en Capital y el Gran Buenos Aires, supera los 700 millones de dólares al año.

La cifra surge de los cálculos que realiza la Cámara Industrial Argentina de la Indumentaria. Según el informe, en todo el país se venden al año unos 1.200 millones de dólares en ropa fabricada clandestinamente. De ese dinero, entre un 60% y un 65% (un promedio de 750 millones de dólares) son facturados en Capital y el Conurbano.

(...) Uno de los pilares para la existencia de semejante mercado en negro es la explotación de obreros textiles de los talleres truchos. Además de vivir en condiciones indignas, de no tener cobertura social ni jubilación, con su trabajo esclavo permiten que "los números le cierren" a la industria informal.

La ecuación económica es simple. El convenio colectivo de los costureros establece un básico de $ 3,40 por hora de trabajo. "Sumando antigüedad, presentismo, viáticos y comida, el sueldo supera los $ 900", dice Romildo Ranú, secretario general de la Federación de la Industria del Vestido y Afines.

Pocos llegan a esa cifra en los talleres en negro. Según los números que manejan los empresarios y el Sindicato, la mano de obra "barata" no gana más de $ 700 al mes. En los talleres de trabajo esclavo esa paga puede reducirse a $ 300 ó $ 400. Las jornadas tampoco son iguales. El convenio marca 45 horas semanales, pero en la clandestinidad se trabajan más de 15 diarias, un promedio de 90 a la semana.

(...) Los talleres clandestinos resultan una queja histórica de los vecinos de los barrios en los que se instalan. El 11 de 2005 este diario publicó una nota en la que vecinos de la calle Avellaneda protestaban por la gran cantidad de retazos de tela y basura que producían las textiles de la zona.

Tampoco es novedad la situación precaria de la comunidad boliviana. En 2001, el Centro de Estudios para la Nueva Mayoría publicó un informe en el que destacaba que tres de cada cuatro bolivianos que vivían en Capital y el Conurbano trabajaban en negro. La organización "Anti-Slavery International" publicó recientemente un informe llamado "Formas contemporáneas de esclavitud en Argentina", en el que denuncia que habría "decenas de miles de personas" que estarían trabajando en condiciones precarias en Buenos Aires y sus alrededores. Un secreto a voces callado hace demasiado tiempo.

Cita: © Clarín, Talleres ilegales. Un negocio que mueve más de US$ 700 millones al año, 9 de abril de 2006.
FIN Txt. Para leer, fin Actividad
T3 La discriminación a las mujeres
Txt. Ppal.
El reconocimiento de que las mujeres son sujetos de derecho en igual medida que los hombres es un fenómeno relativamente reciente, en términos históricos. Recién en la última década del siglo XIX (apenas hace 110 años) se reconoció su derecho a votar en Nueva Zelanda y en algunos países del norte de Europa. Fue durante el siglo XX que esta extensión de Derechos Políticos comenzó a extenderse en diferentes regiones del mundo. En Argentina, las mujeres no votaron sino hasta 1947 (como ya dijimos en la Unidad anterior).

Pero el derecho al voto es sólo uno de una enorme cantidad de derechos que les fueron negados a las mujeres, históricamente; ocupar cargos públicos, formarse universitariamente y hasta decidir con quién casarse (todos derechos obvios para cualquier ciudadano blanco y varón desde por lo menos 1789), no les estaba permitido.

Felizmente, la situación descrita ha cambiado notablemente (las mujeres, hoy, en muchísimos países, votan, estudian en las universidades, ocupan cargos públicos y deciden con quién casarse). El cambio se debió, fundamentalmente, a la lucha de las propias mujeres exigiendo ser consideradas jurídicamente iguales a los varones. 

No obstante, la situación de plena igualdad de derechos entre hombres y mujeres no es todavía real, en lo que a prácticas refiere. Sin considerar siquiera que todavía existen países en los cuales las mujeres carecen de una enorme cantidad de derechos que los varones tienen, también en los países que supuestamente consagraron jurídicamente esa igualdad existen aun diversas prácticas discriminatorias que obstaculizan el pleno ejercicio de derechos a las mujeres. Un ejemplo de estas prácticas se relata en la siguiente nota.

Actividad
Actividad 21
A continuación incluimos una noticia periodística sobre la realidad que enfrentan las mujeres en el mercado laboral. 

Una vez que haya leído la noticia, le proponemos que redacte una carta destinada a los legisladores en la que exprese su opinión frente a la información leída. Fundamente utilizando la Declaración Universal de los Derechos Humanos y la Constitución Nacional.  

Quizás puedan incluir sus producciones en una muestra organizada por la institución en la que usted estudia.
Txt. Para leer en Act.
Aunque suene un tanto anacrónico, o sea un tema demasiado maquillado de clichés para el siglo XXI, el salario sigue siendo todavía hoy una cuestión de sexos. Un reciente informe del Centro de Estudios de la Nueva Economía (CENE) de la Universidad de Belgrano sostiene que los hombres ganan en la Argentina un 30% más que las mujeres por realizar idéntica tarea u ocupar iguales puestos. 

Los números son fruto de un sondeo realizado durante los últimos meses a través del sitio www.elsalario.com.ar entre trabajadores de distintas industrias, con diferentes ocupaciones, capacitación y nivel de experiencia, y analizado después por un equipo de profesionales de dicha casa de estudios.

"A partir de mayo de 2006 instalamos en Internet una encuesta con la idea de tener información concreta sobre los niveles de remuneración en nuestro país -comenta el Dr. Víctor Beker, director del CENE-. Los primeros datos que surgen de ese trabajo, con una muestra de 300 casos, es que efectivamente, y aunque parezca un tema trillado, los varones siguen estando mejor ubicados que las empleadas en materia de retribución económica. En promedio, podría decirse que a igualdad de circunstancias laborales, en nuestro país una mujer gana 100 pesos allí donde un hombre obtendría 130."

Si bien hay otras variables importantes en el momento de analizar disparidades salariales (el carácter formal o informal del empleo, títulos, años de trabajo, etcétera), la diferencia por género es la que mayor atención capta para los estudiosos de la materia, que advierten el tema como un fenómeno prácticamente universal, o que por lo menos se repite en países con cierta estructura económica parecida. 

El guarismo argentino es similar al que se observa en Estados Unidos, el Reino Unido o España -compara Beker- donde el porcentaje oscila entre un 30 y un 33 por ciento." 

Motivos intangibles 

Más allá de la frialdad de los números, la simple observación de estas cifras lleva a preguntarse cuáles son, en 2006, las posibles causas de la importante brecha salarial entre quienes visten pantalones y quienes llevan faldas. Para Graciela Filippi, profesora de Psicología del Trabajo y vicedecana de la Facultad de Psicología de la Universidad de Buenos Aires (UBA): "Esto entra dentro de lo que se conoce como el techo de cristal , que metafóricamente representa esa limitación no abiertamente reconocida, pero existente. Aunque no todos lo quieran ver, en la realidad hay lugares a través de los cuales la mujer no puede pasar, y por eso no accede a ciertos puestos en las empresas, o no tiene el mismo sueldo. La tendencia es que el hombre está privilegiado en los lugares de poder". 

En este sentido, uno de los factores que más resuenan como potencial motivo de la diferencia de sueldos es la menor cantidad de años que las mujeres llevan en el mercado laboral. "Para mí no pasa por ahí -objeta Filippi-. Que a vos te paguen menos no tiene que ver con la cantidad de años que históricamente tu género tiene en el mercado, sino con cuánto te valoran. Pese a las diferencias, igualmente se siguen ganando espacios, y no sólo en el ámbito profesional, sino también en altas esferas de poder: pensemos en Michelle Bachelet, en Chile; o en la actual candidata a presidente de Francia, Ségolene Royal." 

También, con una mirada más optimista, Mariano Arana, profesor de Economía de la UBA, dice que según las últimas estadísticas de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal) de las Naciones Unidas, la diferencia de remuneraciones "en realidad no es de un 30%, sino de alrededor de un 14. Es más, a excepción de Venezuela y Panamá, nuestro país es uno de los que menos brecha de ingresos tiene según la variable género". Según Arana, específicamente en la Argentina, la situación encontró un punto de quiebre a mediados de los años 90, época de la convertibilidad y la desregulación laboral. "La caída de los salarios hizo que más mujeres salieran a buscar empleo para sustentar a la familia, con lo cual comenzaron a tener una mayor participación en el mercado laboral. Esto logró que la brecha salarial se acorte un poco, aunque todavía hoy siga siendo una realidad." Otro punto más objetivo para considerar según él, es el hecho de que "los salarios más altos de la Argentina son actualmente los del sector público y el industrial. La mayoría de los industriales no son mujeres, y esto, en la suma general, también alimenta esa diferencia". 

Hogar, no tan dulce 

Olga Hammer, presidenta de la Comisión Tripartita de Igualdad de Trato y Oportunidades en el mundo laboral entre varones y mujeres (CTIO), creada en el país en 1998 por el Ministerio de Trabajo, va un paso más allá en la evaluación del tema y postula que la desigualdad en la esfera profesional es en parte un espejo de lo que ocurre en el escenario doméstico.

"Desafortunadamente esto tiene que ver con cuestiones más íntimas, como la desigualdad en los roles familiares: la mujer es la que tiene que tomar trabajos parciales porque se queda a cuidar a los enfermos de su casa, a educar sus hijos, etcétera. Entonces, las empresas, lógicamente le dan más oportunidades a quien trabaja al ciento por ciento. El hombre está disponible las 24 horas, puede viajar muchos kilómetros por trabajo, está más liberado de las cuestiones familiares." 

Fronteras afuera, la situación también es áspera. Un reciente boletín del Departamento de Economía de la Universidad Carlos III de Madrid remarca que las empresas europeas no invierten en las mujeres con preparación media o baja porque presuponen que no permanecerán mucho tiempo en el mismo puesto. Sin embargo, también hay desigualdades para aquellas que sí presentan niveles altos de educación y experiencia, que reciben -según el informe, dirigido por el economista doctorado en Oxford Juan José Dolado- "muchas menos propuestas de trabajo de otras empresas que los hombres en los mismos puestos". 

Estos postulados potencian para Filippi la idea de la relegación por género. "Lejos de ser una visión feminista, ya que somos complementarios y no opuestos , las mujeres han dado pruebas de que pueden abrirse camino en un mundo de hombres. Sin embargo, tenemos actualmente un doble trabajo: hacer nuestras labores diarias con efectividad y demostrar que podemos hacerlo."
Cita: © La Nación, Brecha salarial entre hombres y mujeres, 15 de octubre de 2006.

http://www.lanacion.com.ar/edicionimpresa/suplementos/empleos
Txt. Para leer en Act.
Las mujeres y el mercado laboral 

Les corresponde a las instituciones públicas promover distintas medidas capaces de remover los prejuicios y las prácticas discriminatorias que todavía relegan a las mujeres en el terreno laboral.
Si bien en prácticamente todas las dimensiones el solo hecho de ser mujer parece originar desventajas, es en la esfera económica donde esto se percibe con mayor evidencia. Así lo prueba la reciente encuesta de Indicadores Laborales, que realiza mensualmente el Gobierno porteño, y mediciones del INDEC, cuyos datos son contundentes: de cada diez empleos privados, seis están en poder de hombres; en materia de remuneraciones, las mujeres perciben un tercio menos que los hombres, aun para el caso de realizar la misma tarea. Además, la oferta laboral está predominantemente orientada a los varones. Por otro lado, la desocupación afecta de modo más severo a las mujeres: un 12,5%, mientras que el porcentual de varones sin empleo es de 6,9. 
Si bien en el ámbito público hay áreas, como salud y educación, en las cuales los empleos y cargos se distribuyen con equidad, en otras sigue habiendo un predominio masculino, en especial en los cargos de mayor jerarquía, algo que también ocurre en la esfera laboral privada.
Contra este cuadro se debe intervenir activamente. En los distintos niveles educativos debe reforzarse la difusión del ideal de igualdad entre las personas, a la vez que es necesario profundizar el compromiso de los organismos que luchan contra la discriminación. Habrá también que implementar medidas capaces de promover la contratación de mujeres en el ámbito laboral.
Recientes mediciones efectuadas en la Capital Federal dan cuenta de una postergación de las mujeres en el mercado laboral. Tanto en materia de asignación de puestos como en remuneración, ellas padecen una marcada discriminación.
Cita: © Clarín, Las mujeres y el mercado laboral, 7 de octubre de 2005.
FIN Actividad 

Txt. Ppal.
Como podemos ver, el reconocimiento legal de la igualdad de las mujeres choca, aun, con obstáculos concretos, efectivos. La mujer puede trabajar, siempre y cuando no pretenda ocupar cargos importantes; y si por su propia capacidad puede romper esta barrera y ocupar esos cargos, lo que no puede pretender es que se la considere igual que a los hombres que ocupan ese cargo. Esto es un claro ejemplo de discriminación.

Pero es importante tener en cuenta que esta práctica discriminatoria no se agota en el ámbito laboral. Si así fuera, todo se solucionaría con leyes y controles. Lo que este hecho particular pone al descubierto es la concepción que el tejido social todavía tiene acerca de cuál es el rol que la mujer debe aceptar. Parece que si quiere ser reconocida en su capacidad, la mujer debe ocuparse de “lo que le corresponde”: cuidar a los hijos, cocinar para su esposo, limpiar la casa. Y el trato discriminatorio en el área laboral operaría como un “castigo” a las mujeres que no quieren aceptar el papel que los hombres les imponen.

Las raíces de la discriminación son, como a esta altura debe ser bastante claro, siempre profundas y requieren, además de una legislación eficaz, de un cambio social y cultural que la acompañe y la haga, además de acorde, efectiva.

En el año 1985, las cámaras de senadores y diputados dieron fuerza de ley a la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, por medio de la Ley 23179. Transcribimos a continuación algunos Artículos de la Convención mencionada:

Txt. Para leer
ARTÍCULO 1º
A los efectos de la presente Convención, la expresión "discriminación contra la mujer" denotará toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.

ARTÍCULO 5º
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para:

Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres;

Garantizar que la educación familiar incluya una comprensión adecuada de la maternidad como función social y el reconocimiento de la responsabilidad común de hombres y mujeres en cuanto a la educación y al desarrollo de sus hijos, en la inteligencia de que el interés de los hijos constituirá la consideración primordial en todos los casos.

ARTÍCULO 7º
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la vida política y pública del país y, en particular, garantizarán, en igualdad de condiciones con los hombres, el derecho a:

Votar en todas las elecciones y referéndums públicos y ser elegible para todos los organismos cuyos miembros sean objeto de elecciones públicas.

Participar en la formulación de las políticas gubernamentales y en la ejecución de estas, ocupar cargos públicos y ejercer todas las funciones públicas en todos los planos gubernamentales.

Participar en organizaciones y asociaciones no gubernamentales que se ocupen de la vida pública y política del país.

ARTÍCULO 11º
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera del empleo a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, los mismos derechos, en particular:

El derecho al trabajo como derecho inalienable de todo ser humano.

El derecho a las mismas oportunidades de empleo, inclusive a la aplicación de los mismos criterios de selección en cuestiones de empleo.

El derecho a elegir libremente profesión y empleo, el derecho al ascenso, a la estabilidad en el empleo y a todas las prestaciones y otras condiciones de servicio, y el derecho al acceso a la formación profesional y al readiestramiento, incluido el aprendizaje, la formación profesional superior y el adiestramiento periódico.

El derecho a igual remuneración, inclusive prestaciones, y a igualdad de trato con respecto a un trabajo de igual valor, así como a igualdad de trato con respecto a la evaluación de la calidad del trabajo.

El derecho a la seguridad social, en particular en casos de jubilación, desempleo, enfermedad, invalidez, vejez u otra incapacidad para trabajar, así como el derecho a vacaciones pagas.

El derecho a la protección de la salud y a la seguridad en las condiciones de trabajo, incluso la salvaguardia de la función de reproducción.

2. A fin de impedir la discriminación contra la mujer por razones de matrimonio o maternidad y asegurar la efectividad de su derecho a trabajar, los Estados Partes tomarán medidas adecuadas para:

Prohibir, bajo pena de sanciones, el despido por motivo de embarazo o licencia de maternidad y la discriminación en los despidos sobre la base del estado civil.

Implementar la licencia de maternidad con sueldo pagado o con prestaciones sociales comparables sin pérdida del empleo previo, la antigüedad o beneficios sociales.

Alentar el suministro de los servicios sociales de apoyo necesarios para permitir que los padres combinen las obligaciones con la familia con las responsabilidades del trabajo y la participación en la vida pública, especialmente mediante el fomento de la creación y desarrollo de una red de servicios destinados al cuidado de los niños.

Prestar protección especial a la mujer durante el embarazo en los tipos de trabajo que se haya probado pueden resultar perjudiciales para ella.

3. La legislación protectora relacionada con las cuestiones comprendidas en este artículo será examinada periódicamente a la luz de los conocimientos científicos y tecnológicos y será revisada, derogada o ampliada según corresponda.

FIN Txt. Para leer
T3 La discriminación a las personas con capacidades diferentes

Txt. Ppal.
Finalmente, trataremos un tipo de discriminación cuyo debate ha ganado mucho espacio en los últimos años.

Históricamente, se ha considerado (y muchos de nosotros, aun hoy, muchas veces no podemos pensar en esto de un modo que trascienda lo que nos dice un equivocado sentido común) que lo que define a (por poner ejemplos) un ciego, un sordo o una persona a la cual le falta una pierna, es su “incapacidad” para hacer lo que pueden hacer las personas que ven, escuchan o tienen dos piernas. En otras palabras: se define a alguien por lo que no puede hacer. 

Si se piensa en esto detenidamente, se verá que es ya un obstáculo la palabra misma que se usa para hablar de estas personas: Discapacitados. Un discapacitado es un “no – capacitado”, o un “menos capacitado”. Es por esta razón que en la actualidad no se habla de ellos definiéndolos de este modo, sino como “personas con capacidades diferentes”.

El cambio en el modo de referirse a este grupo es mucho más que un mero cambio de nombre; implica un enorme cambio conceptual por el cual deja de aceptarse que hay personas que “pueden menos” que otras y comienza a reconocerse que todo hombre debe ser definido por lo que puede hacer y no por lo que le falta.

No obstante, falta mucho aun para que el reconocimiento jurídico de igualdad de derechos de las personas con capacidades diferentes redunde en prácticas sociales igualitarias efectivas. Las personas con capacidades diferentes encuentran enormes dificultades, por ejemplo, para conseguir empleo, lo cual torna muchas veces desesperante su situación; pero además son todavía insuficientes las medidas que se toman para que las personas que integran este grupo social tengan realmente las mismas posibilidades que un ciudadano con capacidades promedio. Es discriminatorio, por ejemplo, que un edificio no cuente con rampas de acceso para personas con silla de ruedas, o que un edificio no cuente con un ascensor con dispositivos táctiles y sonoros que lo hagan apto para un ciego, o que no haya copias de películas en español subtituladas, para los sordos (lo cual puede aplicarse a la misma televisión).

Casi está de más aclarar que, además, las personas con capacidades diferentes que consiguen empleo deben aceptar, en la mayoría de los casos, salarios inferiores a los que cobran otras personas en su mismo puesto. Esta lógica de la desvalorización, llevada al absurdo, provoca situaciones como la que se puede leer en la nota que hemos elegido para cerrar esta unidad.

Txt. Para leer
"Un premio injusto", dice Martín


A 25 kilómetros por hora, Martín Sharples corre en su silla de ruedas por las calles que rodean los lagos de Palermo, dispuesto a dar pelea. Se prepara para participar de la sexta Maratón Internacional de Buenos Aires en octubre, si cambian las condiciones. Martín se indignó al constatar que los premios previstos son inferiores para las personas con discapacidad, algo que la defensora del Pueblo adjunta de la Ciudad, Graciela Muñiz, considera "discriminatorio".
El primer premio de 4.000 pesos para los atletas "convencionales" se reduce a 700 pesos en el caso de las personas en sillas de ruedas y a 350 pesos para los ciegos, según la página oficial de Internet www.maratondebuenosaires.com.

"Si nosotros discriminamos, se discrimina en todo el mundo, porque lo mismo ocurre en las principales maratones internacionales. Seguimos esas reglas", alegaron los organizadores, de la Fundación Ñandú, ante la consulta de Clarín.
Martín tiene 39 años, perdió una pierna en un accidente en moto y cobra una jubilación por invalidez de 400 pesos. "No hago el reclamo por un capricho, sino porque creo que es lo justo", señala. Y vuelve a entrenar.
Cita: © Clarín, “Un premio injusto”, dice Martín, 7 de mayo de 2006.

Fin txt. Para leer
Actividad
ACTIVIDAD 21

A modo de cierre de la Unidad, le proponemos un trabajo final de investigación. A lo largo de la Unidad se han transcrito fragmentos de diversas leyes relacionadas (23302, 24515, 23592). Le pedimos que busque, para cada una de las leyes, una nota periodística en la que se vea claramente que algunas de las disposiciones de cada Ley está siendo vulnerada. Si necesita los textos completos de las Leyes, puede acceder a ellas ingresando en la página de Internet http://infoleg.mecon.gov.ar. Muestre a su tutor los artículos periodísticos que ha elegido y converse con él respecto de las razones por las cuales considera que son pertinentes.

TU Unidad 4: El Estado Argentino y los Derechos Humanos

T1 Introducción

Txt. Ppal
Hasta aquí, hemos definido los conceptos de Derechos Humanos y Ciudadanía en relación con la obligación que los Estados asumen como garantes de la defensa de los primeros; hemos analizado cómo la construcción de una ciudadanía responsable requiere de una conciencia activa en pos de la defensa de valores de libertad e igualdad. 

En esta Unidad estudiaremos el rol del Estado como garante de los Derechos Humanos a partir de analizar lo sucedido en nuestro país, cuando toda garantía jurídica relacionada con los Derechos Humanos fue abolida, por la interrupción de la continuidad democrática, transformando a los ciudadanos en rehenes del poder político.

El análisis de estas interrupciones se concentrará especialmente en la última y más trágica de ellas, ocurrida en el año 1976, que sumió al país en una etapa de horrores inéditos y desnudó, con toda brutalidad, los extremos a los que puede llegar un Estado desligado de cualquier compromiso ético jurídico para con la ciudadanía.

A modo de introducción, haremos un breve resumen del funcionamiento institucional democrático argentino, tal como lo estipula nuestra Constitución Nacional. Resultará fundamental que tenga en cuenta que hablaremos en este apartado, principalmente, de la importancia de la división de poderes y de la electividad de los cargos públicos, por lo que es imprescindible que relacione los contenidos de esta Unidad con lo que ya ha estudiado, en la Unidad 2, respecto de participación política e inclusión. Por otra parte, algunos de los puntos que trataremos al comienzo de esta Unidad, relacionados con la Constitución Nacional, los estudiará más a fondo y en detalle en la materia Derecho y Sociedad.

T1 La Constitución Nacional
Txt. Ppal
El 24 de marzo de 1976, la ciudadanía argentina escuchó por cadena nacional las siguientes palabras:

Txt. Para leer
“Comunicado número uno. Se comunica a la población que a partir de la fecha, el país se encuentra bajo el control operacional de la Junta de Comandantes Generales de las Fuerzas Armadas. Se recomienda a todos los habitantes el estricto acatamiento de las disposiciones y directivas que emanen de la autoridad militar, de seguridad o policial, así como extremar el cuidado en evitar acciones y actitudes individuales o de grupo que puedan exigir la intervención drástica del personal en operaciones”.

Txt. Ppal
Una Junta Militar, compuesta por los comandantes de las tres armas – el general Jorge Rafael Videla, el almirante Emilio Eduardo Massera y el brigadier Orlando Ramón Agosti –,  se había hecho cargo del poder. Mediante el dictado de una serie de Actas Institucionales, entre las cuales figuraba el Acta para el Proceso de Reorganización Nacional, estableció que la Constitución Nacional y, por ende, la legalidad en su conjunto, quedaban subordinadas a los objetivos y fines del Proceso. El presidente, que se elegiría entre oficiales superiores de las fuerzas armadas, tendría atribuciones ejecutivas, legislativas y de nombramiento de funcionarios nacionales y provinciales. El Estado de Derecho quedaba suspendido.

En un Estado de Derecho, todos los poderes del Estado deben someterse a una Constitución. Es en ésta donde se establecen los mecanismos legales que guían y norman el funcionamiento institucional de la Nación. Nos referimos a la Constitución como “Ley Suprema” ya que ninguna Ley puede darse por válida si contradice lo expresado en la ella.

El Art. 1 de la Constitución dice que “La Nación Argentina adopta para su gobierno la forma representativa republicana federal”.

Punteo 

· Adoptar una forma representativa implica que el pueblo no gobierna por sí, sino a través de representantes elegidos a tal efecto. Implica, desde ya, también, que un gobierno será considerado como legítimo representante del pueblo, sólo si ha sido elegido por éste, por medio del voto.

· El republicanismo implica la separación de las competencias de gobierno en órganos relativamente independientes. Es lo que conocemos como separación de poderes. 

· El federalismo es un modo de organización que permite a las provincias que forman parte de una Nación una cierta autonomía en materia de gobierno, legislación, justicia y administración.

T2 El Estado de Derecho y la división de Poderes 

Txt. Ppal
La segunda parte de la Constitución Nacional (esto es así desde que se redactó el primer texto constitucional, en 1853) está dedicada a establecer el modo de funcionamiento y las funciones de los tres poderes en que se divide el Gobierno Federal. Ellos son el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo y el Poder Judicial.

La división del Gobierno responde a la necesidad de contar con alguna clase de mecanismo que evite la excesiva acumulación de poder. Los tres poderes son independientes y deben controlarse uno a otro, de modo tal que se reduzcan con ello las posibilidades de que cualquiera de los órganos o personas a cargo del ejercicio del poder, lo maneje en forma despótica o discrecional.

No todos los cargos públicos son electivos. Sólo lo son algunos cargos ejecutivos (Presidente y Vicepresidente, gobernadores, intendentes) y legislativos (senadores y diputados); pero la electividad de estos cargos es sustancial para el funcionamiento institucional, puesto que la gran mayoría de los cargos más importantes en materia ejecutiva (miembros de gabinete, por ejemplo) son responsabilidad directa de los representantes electos. En el caso de la justicia, si bien los cargos no son electivos, éstos están sujetos a mecanismos de control (como el juicio político) que deben ser llevados adelante por los miembros de las Cámaras, que son elegidos por el pueblo.

Actividad 
Actividad 22

Para saber qué dice la Carta Magna respecto del funcionamiento deseable del sistema republicano adoptado por la Nación, examinaremos las tres secciones en las que se divide la Constitución, cada una de ellas dedicada a uno de los poderes. 
Punteo en Act.
· A medida que lea, realice un cuadro síntesis en su carpeta en el que figure el Poder del Estado al cual se hace referencia, sus funciones y su constitución.

· En una última columna de observaciones, le pedimos que complete, indagando el texto Constitucional, cuáles son las atribuciones de cada poder en relación con los otros poderes (por ejemplo: derecho de veto, juicios políticos, etcétera).  

T3 Poder Legislativo
Txt. Ppal
El Poder Legislativo es, en términos muy generales, el encargado de crear las leyes y sus funciones están establecidas en el Artículo 75 de la Constitución. Entre ellas se encuentran:

Punteo 

· Imponer contribuciones directas o indirectas (esto es, legislar en materia  impositiva).

· Disponer del uso y enajenación de las tierras de propiedad nacional.

· Arreglar el pago de deudas de la Nación.

· Fijar el presupuesto general de la Nación.

· Dictar los códigos Civil, Comercial, Penal y del Trabajo.

· Garantizar el respeto a la identidad y la educación bilingüe de los pueblos indígenas argentinos.

· Dictar planes de instrucción general y universitaria y promover la  industria.

· Promover la justicia social, la generación de empleo, el respeto por las  identidades y la defensa del patrimonio cultural. 

· Establecer tribunales inferiores a la Corte Suprema de Justicia.

· Admitir o rechazar la renuncia del Presidente de la Nación.

· Aprobar o desechar tratados internacionales.

· Autorizar al Poder Ejecutivo a declarar la guerra.

· Fijar y reglar el funcionamiento de las Fuerzas Armadas.

· Declarar y suspender el Estado de sitio en uno o varios puntos de la Nación.

· Ejercer una legislación exclusiva en el territorio de la capital de la                 Nación.

· Hacer todas las leyes que sean necesario para cumplir con las  atribuciones enumeradas.

Txt. Ppal.
Veamos lo que dispone la Constitución en relación con el carácter electivo de las bancas de ambas Cámaras.

Txt. Para leer
CAMARA DE DIPUTADOS

Se compondrá de representantes elegidos directamente por el pueblo, en relación de un diputado cada treinta mil habitantes. Se ingresa en la Cámara por simple cantidad de votos, de acuerdo con una cuota asignada a cada provincia. Para ser diputado se requiere ser mayor de veinticinco años, tener cuatro años de ciudadanía y ser natural de la provincia en la que se sea elegido (o acreditar dos años de residencia inmediata). La diputación dura cuatro años y puede ser renovable por medio de la reelección. Es la que ejerce el derecho de acusar ante el Senado al Presidente, Vicepresidente, Jefe de Gabinete, Ministros y miembros de la Corte Suprema de Justicia, por mal desempeño o delito en el ejercicio de sus funciones.

CAMARA DE SENADORES

Se compone de tres senadores por provincia, dos del partido que obtenga más votos y uno del que le siga. Para ser Senador se deben tener treinta años y haber sido seis años ciudadano. Se debe ser natural de la provincia en la que se es elegido o acreditar dos años de residencia inmediata. Los senadores duran seis años en el ejercicio de su mandato, y son reelegibles indefinidamente. Su Presidente será el Vicepresidente de la Nación. En caso de acefalía del Gobierno Nacional, nombrará un Presidente provisorio. Juzgará públicamente a los acusados por la Cámara de Diputados. Autorizará al Presidente a declarar el Estado de Sitio.

T3 Poder Ejecutivo
Txt. Ppal
El Poder Ejecutivo es el encargado de promulgar, reglamentar y ejecutar las leyes creadas por el Poder Legislativo y sus atribuciones están especificadas en el Artículo 99. Son algunas de ellas:

Punteo 

· Instruir y reglamentar la ejecución de las leyes.

· Promulgar y hacer publicar las leyes. Puede dictar, cuando circunstancias excepcionales lo hagan necesario, Decretos de Necesidad y Urgencia

· Nombrar a los magistrados de la Corte Suprema, con acuerdo del Senado.

· Indultar y conmutar penas, excepto en casos de acusación de la Cámara de Diputados.

· Abrir anualmente las sesiones del Congreso.

· Supervisar la recaudación e inversión de las rentas de la Nación.

· Firmar tratados con las naciones extranjeras y las organizaciones internacionales.

· Declarar guerra y ordenar represalias, con autorización del Congreso.

· Declarar Estado de sitio con acuerdo del Senado, en caso de ataque exterior. En caso de conmoción interior, sólo lo hace cuando el Congreso está en receso.

T3 Poder Judicial
Txt. Ppal
El Poder Judicial es el encargado de decidir en lo relativo a las leyes creadas por el Poder Legislativo y Promulgadas por el Poder Ejecutivo. Es el Poder que aplica las leyes.
El Poder Judicial será ejercido por la Corte Suprema de Justicia y por los tribunales inferiores, y en ningún caso el Presidente podrá arrogarse sus funciones. Mientras dure la buena conducta de los jueces, éstos permanecerán en sus cargos y sólo serán removidos por el Congreso, una vez acusados por la Cámara de Diputados ante la Cámara de Senadores, que será la encargada de destituirlos.

Para ser miembro de la Corte Suprema de Justicia se debe ser abogado de la Nación con ocho años de ejercicio y tener las cualidades requeridas para ser senador.

Son atribuciones de la Corte Suprema y los tribunales inferiores:

Punteo 

· Conocer y decidir en todas las causas: a) que versen sobre puntos regidos por la Constitución, las leyes de la Nación y  los tratados con las naciones extranjeras; b) que se susciten entre dos o más provincias, o entre una provincia y los vecinos de otra, o entre los vecinos de diferentes provincias, o entre una provincia y sus vecinos, contra un Estado o ciudadano extranjero; c) concernientes a embajadores y ministros públicos; d) concernientes al almirantazgo y la jurisdicción marítima.

· La Corte Suprema actuará por apelación, excepto en los asuntos concernientes a embajadores y ministros o a aquellos de los que alguna provincia fuese parte, que son de su exclusiva competencia.

T1 Los Golpes de Estado en la Historia política argentina en los ochenta años recientes 

Consulte/ relea
Le proponemos que, antes de seguir con esta Unidad, vuelva a revisar los apuntes que realizó cuando analizó la Película “La República Perdida” o “Asesinato en el Senado de la Nación”.

Txt. Ppal
La observancia de la Constitución Nacional es, respecto de la defensa de los derechos Humanos, vital para que éstos estén verdaderamente garantizados. Tanto el establecimiento del origen del poder en el pueblo, como los mecanismos de control que supone la división de poderes, funcionan como barrera que pone un freno a la arbitrariedad en el manejo de los asuntos públicos. Se trata, además, de dispositivos que permiten suponer que el Estado cumplirá en proteger los derechos Humanos, que tienen rango constitucional.

Que el guardián natural de los Derechos Humanos (el Estado) incumpla su rol de garante tiene como consecuencia inevitable la sumisión del ciudadano en una situación de vulnerabilidad absoluta; por ello, cuando el Estado no garantiza los Derechos Humanos, se puede considerar que los ha violado. La transgresión es, cuando de Derechos Humanos se trata, siempre absoluta: se los garantiza o se los viola.

No obstante, esto no implica que no se puedan establecer grados en su violación. Podemos trazar una línea que vaya de la mera omisión (es decir, cuando el Estado no se ocupa de resolver problemas que, merced a su condición de responsable, debería resolver) hasta la acción lisa y llanamente criminal (es decir, cuando el Estado organiza una maquinaria para ejercer una activa violación de los Derechos Humanos elementales).
Si bien por el hecho de ser democrático no asegura a un Estado su condición de garante de los Derechos Humanos, todo Estado anti democrático es, por definición, un Estado criminal.
Podemos exponer al menos dos argumentos para justificar lo que acabamos de afirmar. El primero es de orden ético y apunta al hecho de que un gobierno, para ser democrático, debe legitimar sus prácticas ante la sociedad; el estar sometido a este proceso de legitimación limita, en mayor o menor medida, el grado de desentendimiento de un gobierno. 

El segundo argumento, de orden jurídico: la condición de existencia de un gobierno no democrático es la cancelación de al menos un derecho político elemental, el voto, que es un Derecho Humano básico, por lo que todos los actos de gobierno estarán teñidos por esta falta originaria.

T2 Las dictaduras militares
Txt. Ppal
Entre 1930 y 1983, Argentina sufrió numerosas interrupciones del orden democrático a manos de militares que se alzaron con el poder, en alianza con grupos conservadores que veían amenazados sus intereses económicos. Fueron estas dictaduras militares los gobiernos que más sistemáticamente violaron los Derechos Humanos en Argentina.

El primero de los golpes militares ocurrió en 1930. El 6 de septiembre, las Fuerzas Armadas, al frente del Teniente General José Félix Uriburu, derrocaron a Hipólito Irigoyen, quien cumplía su segundo período como presidente de la Nación. 

Todos los golpes pretendieron construir legitimidad a partir de un sistema justificatorio. Esto quiere decir que no ha habido interrupciones en el orden democrático que no hayan estado acompañadas de llamados a la “unidad nacional”, o al “orden”, o a la defensa de “valores morales” elevados. Veamos una muestra de esto que acabamos de afirmar.

Uriburu pronunció, en su asunción, un discurso en el cual justificaba el golpe militar en los siguientes términos: “Respondiendo al clamor del pueblo, y con el patriótico apoyo del ejército y de la armada, hemos asumido el gobierno de la Nación. Exponentes del orden y educados en el respeto de las leyes y de las instituciones, hemos asistido atónitos al proceso de enviciamiento que ha sufrido el país en los últimos años (...) Las Fuerzas Armadas (...) después de haber liberado a la nación de la ignominia, ocupan de nuevo su lugar”. 

Irigoyen era considerado, ya desde su primera presidencia (1916 – 1922) un enemigo de los sectores más conservadores de la vida política y económica argentina. El ascenso de Irigoyen al poder, en 1916, había significado el fin de la hegemonía de los partidos tradicionales al frente del gobierno de la república. Con su triunfo, un nuevo actor social, de base mucho más amplia y tradicionalmente marginado, había ingresado en el terreno de la decisión de los asuntos de estado.

En los diarios más importantes del país se remarcaba hasta el cansancio la situación de “desgobierno” en la que se encontraba sumido el país y se especulaba con la necesidad de intervenir activamente para solucionar el problema. Las referencias, en el discurso de Uriburu, al enviciamiento y a la ignominia en que se encontraba sumergido el país operaban como la legitimación y justificación de la interrupción del funcionamiento normal de las instituciones a la que hicimos referencia unos párrafos más arriba. 

Las consecuencias del golpe militar del 30’, en lo relativo a los Derechos Humanos, fueron inmediatas. Además de la violación específica (a la cual ya hemos aludido) del derecho al voto, se generalizó como práctica la detención arbitraria y el sometimiento a tormentos a los prisioneros. Esta situación provocó que Alfredo Palacios (Senador socialista) denunciara en la Cámara de Senadores las torturas a los presos políticos.

El gobierno de Uriburu nada pudo hacer para solucionar los problemas económicos y políticos internos. Su duración fue breve, debido a la creciente inquietud que provocaba su absoluta incapacidad para construir consensos en torno a las políticas de gobierno. No obstante, cuando dos años después abandonó el poder, inauguró una lamentable práctica que se haría moneda corriente durante los próximos cincuenta años: la proscripción política.
En las elecciones presidenciales de 1932, el radicalismo fue impedido de participar. El candidato a Presidente por la UCR era Marcelo T. De Alvear. Irónicamente, Uriburu vetó su participación aduciendo que, de acuerdo con la Constitución Nacional (que él mismo había desconocido al participar en el golpe de estado) no habían pasado los años suficientes desde su mandato como presidente como para que pudiera presentarse a elecciones. Comenzó, en ese momento, un ciclo de elecciones fraudulentas que eran simplemente farsas destinadas a otorgar alguna legitimidad a los gobiernos de turno. Los aproximadamente trece años que siguieron al derrocamiento de Irigoyen son conocidos, hoy, como la “década infame”.
T3 La “revolución libertadora”

Txt. Ppal
Las circunstancias políticas imperantes en Argentina eran, en 1955, extremadamente conflictivas y el país estaba decidida e irremediablemente dividido en dos. La presidencia de Juan Domingo Perón que se inició en el año 1946, inauguró una etapa en Argentina que habría de cambiar para siempre el mapa político del país. Apoyado en una enorme masa de partidarios provenientes de los sectores históricamente más postergados, el primer gobierno peronista llevó adelante una serie de medidas de gobierno cuyo eje era el de la inclusión social de quienes, hasta el momento, habían sido olvidados y abandonados a su suerte.

Por primera vez, los trabajadores sentían que el Estado los representaba y se ponía de su lado en la lucha contra las clases que los explotaban desde hacía años. Medidas como la instauración de paritarias en las cuales debían participar el Estado, los empresarios y los sindicatos, la implementación del aguinaldo y las vacaciones pagas, el reconocimiento de licencias por enfermedad y maternidad y la obligación de las empresas a indemnizar a los trabajadores despedidos, ponían de relieve que el gobierno estrechaba filas “con” los trabajadores, “contra” las clases acomodadas. La cristalización de este nuevo rumbo político fue la reforma de la Constitución Nacional de 1949, por la cual se incorporaban con rango constitucional una enorme cantidad de derechos de trabajadores, mujeres, niños y ancianos y se valorizaba el trabajo por sobre la propiedad, a la cual se le quitaba el rango de garantía incuestionable.

Los beneficios obtenidos por la clase obrera generaron malestar en las clases altas, a las cuales se fue sumando paulatinamente una clase media que, si bien es cierto que cuestionaba un modo con rasgos autoritarios de ejercer el poder (sobre todo en lo relativo a la condena de cualquier discurso adverso al estatal), estaba también horrorizada por el veloz ascenso social de sectores pobres. Un tercer actor importante, que también tomó partido contra el gobierno peronista, fue la iglesia, enfurecida por una serie de medidas laicizantes como la sanción de una ley de divorcio y la decisión de abandonar el sostén del culto por parte del estado.

El golpe de 1955 fue un tristísimo paso atrás en materia de Derechos Humanos. Todos los derechos sociales y culturales en los cuales tanto se había avanzado durante los años anteriores fueron (con algunas excepciones) dejados en el olvido, lo cual se cristalizó con la anulación de la reforma constitucional de 1949, en la que tales derechos estaban consagrados.

En 1957, el gobierno militar de la Revolución Libertadora promovió una Convención Constituyente para convalidar la derogación de la Constitución de 1949 y el reestablecimiento de la Constitución de 1853. La Convención contó con representantes de casi todos los partidos políticos, exceptuando al peronismo. La Asamblea simplemente convalidó la decisión del gobierno militar. 
Además, desde ya, la imposibilidad de elegir, o de manifestar libremente cualquier clase de opinión contraria a la del gobierno se hizo mucho más terminante que lo que era en los tiempos que se habían tildado de autoritarios. No ser partidario del gobierno era mucho más peligroso que nunca. En materia de Derechos políticos, debe destacarse la proscripción del peronismo, que duró dieciocho años (le sugerimos que vuelva a leer en el Decreto Ley 4161 los términos de la proscripción, tal como han sido presentados en la Unidad 3). Este último dato es muy importante, puesto que tiñó, hasta 1973, con un manto de ilegitimidad irremediable, a cuanto gobierno asumiera el poder, democrático o no democrático.

T3 La “Revolución Argentina”
Txt. Ppal
El tercer golpe militar que analizaremos ocurrió en 1966 y fue encabezado por el General Juan Carlos Onganía.

Tras once años de proscripción peronista, se sucedieron en el poder distintos gobiernos cuyo denominador común fue la falta absoluta de legitimidad, producto de la misma proscripción de un partido que representaba a la mayoría de la población. El último de estos gobiernos fue el del radical Arturo Illia, quien asumió el poder en 1963, tras obtener apenas el 25% de los votos en la elección presidencial (el peronismo, con el fin de poner de relieve la ausencia total de representatividad de cualquier gobierno que asumiera sin permitirle participar en las elecciones, había llamado a la abstención en los comicios).

El gobierno de Illia se caracterizó por el respeto a la legalidad y una saludable tolerancia a la diversidad política, sumada a una amplia libertad de expresión. No obstante, por factores que forman parte de los debates más profundos de la historia política argentina el gobierno de Dr. Illia no logró levantar la proscripción del peronismo. Illia ya se había manifestado a favor de unas elecciones generales sin proscripciones. Pensaba que cualquier gobierno electo en las condiciones en que él había sido electo tropezaría con las mismas dificultades insalvables. Así, para las elecciones de Diputados de 1965, si bien el peronismo siguió proscripto, se permitió la participación de la Unión Popular, que congregaba a las figuras peronistas más importantes. La Unión Popular ganó las elecciones.
El 29 de junio de 1966, el General Juan Carlos Onganía asumió el gobierno, en un clima político de grandes contradicciones. Amplios sectores sociales y políticos alentaron el golpe por la posibilidad de que el peronismo volviera a cobrar lugares clave de decisión política; un importante sector del sindicalismo peronista saludó, también, el nuevo gobierno militar.

Ningún presidente anterior llegó a tener un poder tan amplio como el de Onganía, que inició un gobierno absolutamente autoritario y centralizado. Por primera vez, además, las tres fuerzas actuaban unidas como corporación y declaraban que uno de sus objetivos fundamentales era reordenar y vigorizar la economía del país, anteponiendo este objetivo al respeto de los derechos sociales y políticos de los ciudadanos, que fueron absolutamente avasallados. 

Como ya señalamos todos los golpes de estado quisieron legitimarse. El de Onganía lo hizo de la siguiente manera. Se redactó, para cumplir los fines del gobierno, el Estatuto de la Revolución Argentina, que habría de reemplazar a la Constitución Nacional, nuevamente suspendida. Se prohibió la actividad política y toda libertad de expresión, al tiempo que se cambiaba el eje de las relaciones internacionales, en beneficio de un alineamiento claro con los Estados Unidos.

El gobierno de Onganía se sustentó en la represión (violenta, desde ya) de toda manifestación de desacuerdo con sus lineamientos. La Universidad, por ejemplo, que se había mostrado contraria a la ruptura constitucional, sufrió las consecuencias en lo que se conoció como la sangrienta Noche de los bastones largos. En julio de 1966, un mes después del golpe, la policía montada entró a la Universidad de Buenos Aires y desalojó brutalmente a alumnos y profesores.

Txt. Para leer
La noche de los bastones largos implicó una clara violación de la autonomía universitaria. El concepto de “autonomía universitaria” tuvo su concreción tras la reforma universitaria de 1918, impulsada por la Federación Universitaria de Córdoba.  En lo que se conoce como el “Manifiesto de la FUC” (Federación Universitaria de Córdoba), redactado en 1918, los estudiantes organizados decían: ”Nuestro régimen universitario –aún el más reciente- es anacrónico. Está fundado sobre una especie del derecho divino: el derecho divino del profesorado universitario. Se crea a sí mismo. En él nace y en él muere. Mantiene un alejamiento olímpico. La Federación Universitaria de Córdoba se alza para luchar contra este régimen y entiende que en ello le va la vida. Reclama un gobierno estrictamente democrático y sostiene que el demos universitario, la soberanía, el derecho a darse el gobierno propio radica principalmente en los estudiantes”.

Los Artículos 29, 30 y 31 del Capítulo 2 del Título IV de   la actual Ley de Educación Superior (Ley Nº 24521, sancionada y promulgada en el año 1995), fija los alcances y las garantías de la autonomía universitaria. Transcribimos dichos Artículos:

Artículo 29: Las instituciones universitarias tendrán autonomía académica e institucional, que comprende básicamente las siguientes atribuciones:

a) Dictar y reformas sus estatutos, los que ser n comunicados al Ministerio de Cultura y Educación a los fines establecidos en el artículo 34 de la presente ley;

b) Definir sus órganos de gobierno, establecer sus funciones, decidir su integración y elegir sus autoridades de acuerdo a lo que establezcan los estatutos y lo que prescribe la presente ley;

c) Administrar sus bienes y recursos, conforme a sus estatutos y las leyes que regulan la materia;

d) Crear carreras universitarias de grado y de postgrado;

e) Formular y desarrollar planes de estudio, de investigación científica y de extensión y servicios a la comunidad incluyendo la enseñanza de la ‚tica profesional;

f) Otorgar grados académicos y títulos habilitantes conforme a las condiciones que se establecen en la presente ley;

g) Impartir enseñanza, con los fines de experimentación, de innovación pedagógica o de práctica profesional docente, en los niveles preuniversitarios, debiendo continuar en funcionamiento los establecimientos existentes actualmente que reúnan dichas características;

h) Establecer el régimen de acceso, permanencia y promoción del personal docente y no docente;

i) Designar y remover al personal;

j) Establecer el régimen de admisión, permanencia y promoción de los estudiantes, así como el régimen de equivalencias;

k) Revalidar, sólo como atribución de las universidades nacionales, títulos extranjeros;

l) Fijar el régimen de convivencia;

m) Desarrollar y participar en emprendimientos que favorezcan el avance y aplicación de los conocimientos;

n) Mantener relaciones de carácter educativo, científico y cultural con instituciones del país y del extranjero;

ñ) Reconocer oficialmente asociaciones de estudiantes, cumplidos que sean los requisitos que establezca la reglamentación, lo que conferir  a tales entidades personería jurídica.

Artículo 30: Las instituciones universitarias nacionales sólo pueden ser intervenidas por el Honorable Congreso de la Nación, o durante su receso y al referéndum del mismo, por el Poder

Ejecutivo nacional por plazo determinado -no superior a los seis meses- y sólo por alguna de las siguientes causales:

a) Conflicto insoluble dentro de la institución que haga imposible su normal funcionamiento;

b) Grave alteración del orden público;

c) Manifiesto incumplimiento de la presente ley.

La intervención nunca podrá menoscabar la autonomía académica.

Artículo 31: La fuerza pública no puede ingresar en las instituciones universitarias nacionales si no mediante orden escrita previa y fundada de juez competente o solicitud expresa de la autoridad universitaria legítimamente constituida.
Como puede verse, los Artículos 30 y 31 fueron automáticamente violados por la irrupción de la policía en la Universidad. También lo fue el Artículo 29, en tanto el accionar del gobierno implicó la imposibilidad de que la Universidad se diera sus estatutos, prohibió y persiguió a profesores y estudiantes y prohibió las asociaciones estudiantiles, entre otras medidas.

FIN Txt. Para leer
Txt. Ppal
El gobierno militar duró siete años, tras los cuales el peronismo, ya levantada su proscripción, volvió a gobernar el país.
ACTIVIDAD
Actividad 23

A partir de sus lecturas incluidas en este módulo, las que haya realizado sobre Historia Argentina y de lo relatado en la Película “La República Perdida” le solicitamos que realice una síntesis en la que puntualice los aspectos que hemos incluido en el cuadro siguiente:

Cuadro 

	Denomina-ción del Golpe Militar
	Años en los que usurpó el gobierno
	Gobierno que derrocó
	Militares que estuvieron a cargo
	Hechos relevan-tes
	Derechos que fueron violados

	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	


Luego de analizar la información recabada realice un texto con sus conclusiones.

T2 La Doctrina de Seguridad Nacional
Txt. Ppal
Antes de abordar específicamente el golpe militar de 1976 (el próximo que analizaremos), conviene entender cuál fue la orientación ideológica general que guió cada uno de sus actos.

En la ya descrita década del 60, ante el avance de los movimientos revolucionarios o de emancipación en América, que venían a sumarse al problema del bloque de países socialistas de Europa del Este, Estados Unidos elaboró  un cuerpo teórico original, cuya novedad consistía en “redirigir” el accionar de las fuerzas armadas hacia el interior de los países que debía defender. La idea de que era necesario identificar un enemigo interno ya había sido el motor de las acciones represivas de Onganía, ya que desde comenzados los años sesenta las Fuerzas Armadas se entrenaban, para tales fines, en los estados Unidos.

Esta nueva estrategia se conoció como la “Doctrina de Seguridad Nacional”, que se invocó como necesario para proteger el “orden occidental y cristiano” y el “ser nacional” del peligro “disolvente” del comunismo. No era, sin embargo, necesario ser comunista para formar parte de las “huestes enemigas” de la patria; ser delegado gremial, participar en una huelga, repartir un volante o, inclusive, figurar en una agenda, eran suficientes motivos para ser un “subversivo” que amenazaba a la Nación.

La Doctrina de seguridad nacional fue el fundamento del golpe de Estado de 1976. A partir de ese año, Argentina comenzaría a vivir bajo el ataque del más espantoso de los terrorismos: el del propio Estado.

T2 Luchas sociales en las décadas del 60 y 70

Txt. Ppal
En los años sesenta y setenta no hubo prácticamente continente exento de movilizaciones de todo tipo, en lo que parecía ser la apertura de nuevos horizontes ideológicos, con capacidad aparente de discutir, tanto el capitalismo occidental como el modelo comunista soviético.

Varios países del este de Europa (Hungría y Checoslovaquia, por ejemplo) fueron conmovidos por alzamientos en busca de la construcción de socialismos regionales. En Francia, obreros y estudiantes protagonizaron una rebelión con tintes claramente anti capitalistas, guiados por lemas contestararios al orden establecido, claramente democratizantes y profundamente idealistas (“seamos realistas, pidamos lo imposible” fue, sin dudas, uno de los más conocidos), que hicieron tambalear al gobierno. En los Estados Unidos de Norte América, embarcados en la guerra de Vietnam, se sucedieron marchas masivas de repudio a las políticas internacionales del gobierno.

América Latina no fue ajena a semejante clima de voluntad transformadora, con un agregado: el triunfo de los revolucionarios cubanos, encabezados por Fidel Castro y Ernesto “Che” Guevara, hacía suponer que el mismo destino de emancipación era posible en toda la región.

Apenas siete años pasaron entre la revolución cubana y el golpe militar de Onganía. La proscripción del peronismo era cada vez más conflictiva y difícil de manejar para los sectores conservadores, que eran cada vez más impotentes para controlar a una creciente masa de obreros y jóvenes dispuestos a combatir a la dictadura, agregando al reclamo por el levantamiento de la proscripción al peronismo un claro discurso anti capitalista y latinoamericanista. 
El 29 de mayo de 1969, tras circular la noticia de la muerte de un trabajador a manos de la policía, se produjeron, en la ciudad de Córdoba una incontenible protesta social cuyos protagonistas fueron los obreros fabriles organizados en sindicatos combativos y el movimiento estudiantil. El episodio fue conocido como el “cordobazo” y marcó el inicio de la debacle del gobierno de Onganía, que debió renunciar un año después.

El fervor popular obligó a la dictadura militar a recorrer, en sus últimos tres años, un camino de conciliación que culminó con el levantamiento de la proscripción del peronismo y El regreso de Perón a la presidencia de la República, en 1973.

T2 1976: Un año trágico
Txt. Ppal
El 25 de mayo de 1973  asume la presidencia de la Nación el Dr. Héctor J. Cámpora, para renunciar pocos meses después,  dando lugar con este gesto a las elecciones del 23 de setiembre de 1973, que llevarían al General Perón a su tercera presidencia. Perón era nuevamente presidente, pero los conflictos entre los sectores que lo habían llevado al poder se agudizaron de manera dramática, sobre todo después de su muerte, el 1 de julio de 1974. 

Todo esto fue creando un clima antes visto en la historia de nuestra nación: muy diversos sectores comenzaron a clamar por un golpe militar que se vio favorecido por el proceso de violencia desatado por la presencia de responsables del gobierno nacional en acciones de injuria a los derechos humanos. José López Rega, Ministro de Bienestar Social desde la asunción de Perón y casi Primer Ministro a partir de la muerte de Perón (ya que se le delegaron poderes sobre todas las secretarías bajo la órbita de la presidencia, con lo cual su poder de decisión era casi absoluto), había fundado la Alianza Anticomunista Argentina (conocida como la “triple A”),  que llevó a cabo prácticas de secuestros, torturas y asesinatos de militantes políticos, gremiales, barriales y estudiantes de manera sistemática. 

Apenas iniciado el año 1976, la suerte del país ya estaba decidida: sólo era cuestión de tiempo para que los militares tomaran nuevamente el poder. Todos lo sabían. y se clamaba por ello desde muchos sectores de la sociedad argentina, pese al grado de horrror que habían instalado en esos años los gobiernos militares de Brasil, Chile, Bolivia (Ale, no me acuerdo si el de Uruguay fue después del nuestro) 

T2 El Estado terrorista
Txt. Ppal
El 24 de marzo de 1976, Isabel Martínez de Perón fue depuesta por las Fuerzas Armadas. 

El consabido mecanismo de legitimación del nuevo golpe se puso en marcha de inmediato. El Teniente General Jorge Rafael Videla leyó por cadena nacional una serie de comunicados en los cuales quedaban claras las intenciones del nuevo gobierno. Las medidas tomadas incluyeron:

Punteo 

· Suspensión de la actividad política

· Suspensión los derechos de los trabajadores.

· Intervención los sindicatos.

· Prohibición de las huelgas.

· Disolución del Congreso.

· Disolución de los partidos políticos.

· Destitución de la Corte Suprema de Justicia.

· Intervención de la CGT.

· Suspensión de la vigencia del Estatuto del Docente. 

· Clausura de locales nocturnos. 

· Orden de corte de pelo para los hombres.

· Quema de libros y revistas considerados peligrosos. 

· Censura de los medios de comunicación.

ACTIVIDAD
Actividad 24
El siguiente es uno de los “comunicados” que Jorge Rafael Videla difundió por cadena nacional, el día 24 de marzo de 1976, al formalizar públicamente la usurpación de la Presidencia de la Nación. 
Punteo en Act.
· Léalo detenidamente y analice en su carpeta qué atribuciones republicanas se arrogaba con este comunicado. 
· Lea el Artículo 14 de la Constitución Nacional y analice cuáles de los derechos y garantías constitucionales enumerados en él son vulnerados.
· Analice sus respuestas con el profesor tutor.

Txt. Para leer
Comunicado N° 19

Se comunica a la población que la Junta de Comandantes Generales ha resuelto que sea reprimido con la pena de reclusión por tiempo indeterminado el que por cualquier medio difundiere, divulgare o propagare comunicados o imágenes provenientes o atribuidas a asociaciones ilícitas o personas o grupos notoriamente dedicados a actividades subversivas o al terrorismo. Será reprimido con reclusión de hasta diez años, el que por cualquier medio difundiere, divulgare o propagare noticias, comunicados o imágenes, con el propósito de perturbar, perjudicar o desprestigiar las actividades de las Fuerzas Armadas, de Seguridad o Policiales. 

Consulte/relea
Le proponemos que lea el texto “Nunca más” Informe de la Comisión Nacional sobre Desaparición de Personas, publicado por EUDEBA en 1984 e impreso en Buenos Aires. Al finalizar esta Unidad incluimos como anexo algunos pasajes de ese libro.

Txt. Ppal
A partir del 24 de marzo, sólo había dos posiciones para ocupar. O se acataba cualquier orden, de cualquier tipo, dictada por el nuevo gobierno, o se era un “subversivo” y, por ende, se perdía todo derecho. La pérdida de todo derecho no implicaba simplemente la cárcel, sino que incluía la pérdida de bienes, el secuestro, la tortura (propia y de familiares), el secuestro y apropiación de los hijos y la muerte.

Demás está decir que todo Derecho Humano se suspendió. Cualquier reclamo podía conducir al peor de los infiernos. Miles de personas partieron al exilio y otras tantas miles eligieron un exilio interno: Simplemente callaron y rogaron no ser considerados peligrosos o delatados en un interrogatorio. Desde luego, miles también fueron asesinados. No había habido precedentes de una represión y un terror tales.

Pero de las prácticas criminales del Estado militar, ninguna llegaría a ser tan inhumana como la de la desaparición y tortura de personas. Determinada a eliminar todo resabio de las luchas iniciadas en la década anterior y a exterminar a todo aquel que las hubiera protagonizado, o del cual se pudiera sospechar que había estado de acuerdo con ellas, elaboró un plan sistemático de aniquilación que incluía una “novedad”: miles de ciudadanos (con más precisión, alrededor de treinta mil), fueron arrancados de sus hogares y simplemente nunca se volvió a saber de ellos. Las autoridades negaban haberlas detenido y decían no tener información respecto de su paradero.

Los secuestrados eran trasladados a centros clandestinos de detención, donde recibían las torturas. El tiempo que permanecían en estos centros era muy variable, de días a años, tras lo cual (si habían sobrevivido a las torturas) eran asesinados. También eran variados los modos de asesinato, desde fusilamientos hasta lo que luego se conoció como los “vuelos de la muerte”, en los cuales los prisioneros eran subidos en aviones y arrojados al mar, vivos. Algunos (pocos) cuerpos fueron encontrados en playas de Argentina y Uruguay, pero la mayoría desaparecieron. También desaparecieron los cuerpos de los fusilados, tras ser enterrados en fosas comunes, sin identificación.

Otro trágico destino esperaba a muchos de los hijos de los secuestrados. Muchos (más de trescientos) de ellos fueron entregados a nuevas familias, muchas de ellas de los mismos torturadores.

Está claro que si repasamos la lista de derechos que hicimos al comienzo de este módulo, no encontraremos uno sólo que esta dictadura militar no haya violado. Cualquier apelación a la defensa del Estado era ridícula, en tanto era del Estado mismo del que había que defenderse.

Vida, libertad, integridad física, Derechos Políticos, Identidad, derecho a defensa. La mera enunciación de la necesidad de luchar por cualquiera de estos derechos podía conducir a la muerte, o a cosas peores que la muerte. La sociedad toda era sospechosa y el terror obtuvo los resultados que esperaba: en un clima de absoluta parálisis, se terminó de implementar un proyecto de saqueo económico brutal y de concentración de la riqueza en las manos de los conservadores que se habían opuesto, históricamente, a toda manifestación de democratización del estado.

T2 El retorno a la democracia
Txt. Ppal
Aún en ese clima de obediencia aterrorizada, hubo resistencia. El más importante de ellos fue la acción de diversos organismos de Derechos humanos que fueron creándose como consecuencia de la misma situación de desesperación. Familiares y amigos de las víctimas de la dictadura comenzaron a organizar sus reclamos de respuesta ante las autoridades y a actuar clandestinamente elaborando estrategias de lucha. Fue merced a estos organismos, en contacto con algunos exiliados y con la colaboración de algunas embajadas (Suecia, por ejemplo, fue un país que colaboró activamente para salvar vidas de personas perseguidas por la dictadura, acogiéndolas y trasladándolas fuera del país), que la situación argentina pudo conocerse en el exterior.

Lo que había comenzado como pequeños focos clandestinos de familiares y amigos, logró que, por ejemplo, en 1979, la Comisión Interamericana por los Derechos Humanos visitara la Argentina y publicara un durísimo informe sobre las violaciones a los Derechos Humanos en el país. A partir de 1980, la situación de descrédito de la dictadura no pararía de aumentar, y tras la derrota en la guerra de Malvinas, en 1982, ya no tendría más remedio que comenzar a proyectar el abandono del poder.

El 30 de octubre de 1983, Raúl Alfonsín, candidato por la Unión Cívica Radical, ganó las elecciones con las cuales se cerraba el capítulo más infame de la historia nacional. Los siete años de gobierno militar habían dejado una sociedad quebrada en todo sentido. La tarea de reconstrucción que debía enfrentar el nuevo gobierno parecía ser infinita.

No obstante, tanto horror pasado marcaba muy claramente una jerarquía de tareas presentes. La necesidad de avanzar hacia la investigación de los delitos contra los Derechos Humanos y el esclarecimiento del destino de los secuestrados desaparecidos durante la dictadura, eran demandas que el gobierno no podía demorar en atender. Era necesario, además, trabajar en la regularización de la situación jurídica de exiliados, hijos y parejas de desaparecidos, presos políticos, etcétera. Los organismos de Derechos humanos tuvieron mucho que ver con este trabajo, con el cual se comprometieron activamente.

Pero de todas las acciones del gobierno en materia de reconstrucción del tejido social, nos concentraremos en dos, que fueron quizá las más relevantes. La primera de ellas fue la conformación de una Comisión (La CONADEP: Comisión Nacional sobre Desaparición de Personas) a la cual se encomendó la misión de investigar la desaparición de personas durante la dictadura; la segunda fue un histórico juicio a las juntas Militares que habían perpetrado el atroz golpe de Estado.

T2 El Juicio a las Juntas Militares: Nunca más
Txt. Ppal
La consigna que motorizaba el mayor de los reclamos de la ciudadanía, durante los primeros meses de la democracia, era la necesidad de “Juicio y castigo a todos los culpables”. Bajo esa presión social y cumpliendo promesas electorales, el gobierno de Raúl Alfonsín ordenó el procesamiento de las Juntas militares que habían usurpado el poder durante los anteriores siete años.

Previamente al juicio, debió establecerse mediante una Ley la competencia de la Justicia para realizarlo. Jurídicamente, las Juntas sólo eran pasible de ser juzgadas por tribunales militares, cosa que ocurrió, con un esperable final: las Juntas fueron declaradas inocentes. Una vez habilitada, la justicia civil comenzó a trabajar en uno de los procesos con mayor trascendencia, no sólo de la historia argentina, sino del mundo: era la primera vez que un gobierno occidental era sometido a juicio y obligado a rendir cuentas de sus actos, por parte de la justicia ordinaria de ese mismo país.

La estrategia de la defensa varió a lo largo del juicio. De presentar a los juzgados como salvadores de la patria, pasó a considerar, tras el peso de los desgarradores testimonios que se sucedieron, que los acusados habían participado de una guerra, en la cual había habido “excesos” propios de toda contienda armada. No obstante, el peso de las pruebas era abrumador y era difícil suponer que alguien pudiera creer que semejante grado de sadismo no respondiera, más que al desborde excesivo de unos pocos exaltados, a un plan sistemático de exterminio.

Hubo, sin embargo, un escollo que salvar, y fue el de encuadrar el delito que se había cometido al hacer “desaparecer” a las víctimas. Sin cuerpo no hay homicidio y eran precisamente los cuerpos lo que faltaba.

Más allá de este problema, la estrategia de la fiscalía fue exitosa. Además de centrar el caso en la contundencia de las pruebas, se esforzó por desbaratar el argumento más fuerte de la defensa (el de los “excesos” de los subordinados), demostrando que el gobierno militar había diseñado un plan sistemático sustentado en todos los delitos que se imputaban. Al demostrar este punto, los integrantes de las Juntas no podían escapar a su responsabilidad: los subordinados asesinaban, secuestraban, torturaban y robaban, porque habían recibido órdenes de asesinar, secuestrar, torturar y robar. Los “excesos” quedaron expuestos como una fantasía de la defensa.

El 9 de diciembre de 1985, la justicia confirmó el caso de la fiscalía, con un fallo que estableció las siguientes penas:

Punteo 

· Jorge Rafael Videla; reclusión perpetua e inhabilitación absoluta perpetua.

· Emilio Massera; prisión perpetua e inhabilitación absoluta perpetua.

· Roberto Viola; 17 años de prisión e inhabilitación absoluta perpetua.

· Armando Lambruschini; 8 años de prisión e inhabilitación absoluta perpetua.

· Orlando Agosti; 4 años y 6 meses de prisión e inhabilitación absoluta perpetua.

· Omar Graffigna; absuelto.

· Leopoldo Galtieri; absuelto.

· Jorge Anaya; absuelto.

· Basilio Lami Dozo; absuelto.

Txt. Ppal
Previamente al juicio, la CONADEP había elaborado un detallado informe sobre la actuación terrorista del Estado durante la dictadura, tras un arduo trabajo de investigación que implicó la recepción de denuncias y relevamiento de testimonios de las víctimas del gobierno militar. Durante ese trabajo se tomaron denuncias sobre secuestros y torturas, violaciones, robos, apropiación de niños y asesinatos; se reconocieron, además, cientos de centros clandestinos de detención.

El informe fue entregado, a fines de 1984, en el Congreso de la Nación y publicado bajo el título “Nunca más”. El trabajo comprobó la desaparición de casi diez mil personas y la existencia de más de trescientos centros de detención, además de todas las violaciones de los Derechos Humanos a las cuales hemos referido repetidamente. Estos números fueron más adelante sobrepasados y en la actualidad se estima que los desaparecidos fueron alrededor de treinta mil. Una cifra tan escalofriante como el destino que han tenido esos hombres y mujeres.

T1 La Defensa de los Derechos Humanos como responsabilidad del Estado

Txt. Ppal
La tarea del Estado debe ser permanente y se inscribe en la Historia y en la realidad política cotidiana de toda nación. Hemos estudiado lo que fue sucediendo en nuestro país y las diferentes marchas y retrocesos vividos en la búsqueda de una sociedad  más justa. La Historia reciente nos muestra que los procesos y acciones necesarios para que los principios enunciados en la Constitución Nacional se cumplan efectivamente demandan de la dedicación cotidiana.

Una nueva evidencia de este trabajo cotidiano y muy necesario es lo ocurrido luego del fallo que la justicia emitió sobre las juntas militares ya que las se produjeron presiones para limitar el accionar de la justicia. El gobierno de Raúl Alfonsín, primero y el de Carlos Saúl Menem, después, cedieron a ellas.

En el primer caso (el gobierno de Raúl Alfonsín), se debió enfrentar una encrucijada. Las Fuerzas Armadas habían sido juzgadas y condenadas, pero eso no les restaba todo el poder que hubiera sido deseable. Los sectores históricamente favorecidos por los gobiernos criminales compartían, además, la indignación castrense. En ese marco, no se hizo esperar una acción triste que, si bien no negó el histórico juicio, empañó notablemente las esperanzas de verdadera justicia que la población había depositado en el gobierno. En 1986, el Congreso aprobó una Ley conocida como “de Punto Final”, que fijaba un plazo de sesenta días para citar a declarar a imputados por las violaciones a los derechos humanos y establecía que los crímenes cometidos podían prescribir.

Los organismos de Derechos Humanos trabajaron a destajo durante esos días, puesto que la ley había disparado una cuenta regresiva: quien no fuera procesado antes de febrero de 1987, ya nunca podría ser juzgado. El trabajo rindió frutos, puesto que más de trescientos militares quedaron procesados. Muchos de los culpables (la mayoría), no obstante, se libraron de la justicia y sus delitos quedaron impunes.

Pero no era suficiente para las Fuerzas Armadas. En 1987, un grupo de rebeldes del ejército, liderado por el Teniente Coronel Aldo Rico, se atrincheró en la Escuela de Infantería del ejército en reclamo del desprocesamiento de todos los procesados, a quienes consideraban héroes en la guerra contra la subversión. La gente salió a la calle en una proporción abrumadora, en apoyo del gobierno democrático. El presidente, tal vez porque no confió en que la fuerza de la movilización popular fuera suficiente como para revertir las posibilidades de un nuevo golpe de Estado, negoción los reclamos de los amotinados: el 4 de junio se sancionó la “ley de Obediencia debida”, por la cual se libraba de responsabilidad a todos aquellos que pudieran demostrar que, al momento de los crímenes, cumplían órdenes de sus superiores. Tal como estaba redactada la ley, la impunidad alcanzaba a todos los militares que estuvieran por debajo de los jefes de las Juntas, ya condenados.

Las medidas de gobierno relacionadas con los Derechos Humanos, tomadas por Carlos Saúl Menem (sucesor de Raúl Alfonsín), profundizaron la sensación de impunidad que se había abierto tras las leyes de obediencia debida y punto final. 

Tras asumir la presidencia, en 1989, Menem anunció que indultaría a todos los militares procesados y condenados. Se apoyaba, para tomar la medida, en una supuesta necesidad de “reconciliación nacional” que debía dejar atrás “viejos odios” que sólo le hacían daño al país. 

Desde 1990, diversos organismos de derechos humanos trabajaron sin descanso presentando recursos de todo tipo para lograr que todas las medidas tomadas por los gobiernos anteriores, posteriores al histórico juicio, fueran declaradas inconstitucionales y se reabriera la posibilidad de juzgar a todos los genocidas.

El trabajo rindió frutos. Tras once años de vigencia, El juez federal Gabriel Cavallo declaró la inconstitucionalidad de las leyes de Punto Final y Obediencia Debida, a partir de un recurso formulado por una agrupación defensora de los derechos humanos. Este fallo fue confirmado ocho meses después por la Cámara Federal. Fue un paso gigante, puesto que se abría, a partir del fallo, la posibilidad de procesar a centenares de criminales impunes. Sólo restaba ordenar la reapertura de las causas.

En Agosto de 2003, luego de que el Parlamento declarara “insalvablemente nulas” las leyes de Punto Final y Obediencia Debida, la Cámara Federal de Buenos Aires ordenó la reapertura de dos grandes causas por violaciones de los derechos humanos que habían sido cerradas a partir de su aprobación.
Lo que sigue es una nota periodística aparecida en un diario de la época, en relación con estas causas.

Txt. Para leer
Con la anulación de las leyes de Punto Final (23.492) y Obediencia Debida (23.521), se reactivaron las causas por violaciones a los derechos humanos frenadas en los ochenta. La que más movimiento tuvo fue la que instruye el juez Sergio Torres por crímenes cometidos en la ESMA.

Por este expediente están presos el ex capitán Alfredo Astiz y otras ocho personas. Todos habían sido procesados en su momento por la Cámara Federal; lo que hizo Torres hace tres semanas fue ordenar las detenciones.

Ahora, el fiscal Eduardo Taiano está estudiando si esa parte de la causa está en condiciones de ir a juicio, decisión que tomaría en tres o cuatro semanas, dijeron fuentes judiciales a Clarín.

En esta megacausa, el juez aún tiene que analizar más delitos que nunca fueron investigados. La otra no avanzó: la jueza María Servini de Cubría se excusó y el caso cayó en el juzgado de Rodolfo Canicoba, suplantado en estos días por Juan José Galeano.

Por la causa reabierta en La Plata, está preso el ex capellán policial Cristian Von Wernich. Y en Córdoba, el ex jefe del III Cuerpo del Ejército, Luciano Benjamín Menéndez. En otras ciudades, las causas están avanzando más lento.

Cita: © Clarín,  Las causas reabiertas, 1ro. de octubre de 2003.
Nota para diseño:  Modelo del artículo en http://www.clarin.com/diario/2003/10/01/p-00502.htm
FIN txt para leer
Txt. Ppal
En el tiempo que siguió, la esperanza de que la revisión de las leyes del perdón fuera definitivamente legitimada, ya no podía tener vuelta atrás. Por el contrario, se hizo cada vez más claro que la posibilidad de dar un marco definitivo a la declaración de nulidad de las leyes en cuestión no sólo era posible, sino también cercana. En junio de 2005, veinte años después del juicio y dieciocho años después de la ley de Punto Final, las leyes de Punto Final y Obediencia Debida fueron finalmente declaradas inconstitucionales por la Corte Suprema de Justicia.

ACTIVIDAD
Actividad 25
Lea con atención la Declaración de los Derechos del Niño (Aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1959) que transcribimos a continuación. Una vez finalizada la lectura, le pediremos que realice una actividad tendiente a integrar los conceptos que aparecieron a lo largo del módulo.

Txt para leer dentro de Actividad
Declaración de los Derechos del Niño 

Artículo 1º

El niño disfrutará de todos los derechos enunciados en esta declaración. Estos derechos serán reconocidos a todos los niños sin excepción alguna ni distinción o discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento u otra condición, ya sea del propio niño o de su familia.

Artículo 2º 

El niño gozará de una protección especial y dispondrá de oportunidades y servicios, dispensado todo ello por la ley y por otros medios, para que pueda desarrollarse física, mental, moral, espiritual y socialmente en forma saludable y normal, así como en condiciones de libertad y dignidad. Al promulgar leyes con este fin, la consideración fundamental a que se atenderá será el interés superior del niño.

Artículo 3º

El niño tiene derecho desde su nacimiento a un nombre y a una nacionalidad.

Artículo 4º

El niño debe gozar de los beneficios de la seguridad social.

Tendrá derecho a crecer y desarrollarse en buena salud; con este fin deberán proporcionarse, tanto a él como a su madre, cuidados especiales, incluso atención prenatal y postnatal.

El niño tendrá derecho a disfrutar de alimentación, vivienda, recreo y servicios médicos adecuados.
Artículo 5º 

El niño física o mentalmente impedido o que sufra algún impedimento social debe recibir el tratamiento, la educación y el cuidado especiales que requiere su caso particular.

Artículo 6º

El niño, para el pleno desarrollo de su personalidad, necesita amor y comprensión.

Siempre que sea posible, deberá crecer al amparo y bajo la responsabilidad de sus padres y, en todo caso, en un ambiente de afecto y de seguridad moral y material; salvo circunstancias excepcionales, no deberá separarse al niño de corta edad de su madre. La sociedad y las autoridades públicas tendrán la obligación de cuidar especialmente a los niños sin familia o que carezcan de medios adecuados de subsistencia.

Para el mantenimiento de los hijos de familias numerosas conviene conceder subsidios estatales o de otra índole.

Artículo 7º 

El niño tiene derecho a recibir educación que será gratuita y obligatoria por lo menos en las etapas elementales. Se le dará una educación que favorezca su cultura general y le permita, en condiciones de igualdad de oportunidades, desarrollar sus aptitudes y su juicio individual, su sentido de responsabilidad moral y social y llegar a ser un miembro útil de la sociedad.

El interés superior del niño debe ser el principio rector de quienes tienen la responsabilidad de su educación y orientación; dicha responsabilidad incumbe, en primer término, a sus padres.

El niño debe disfrutar plenamente de juegos y recreaciones, los cuales deben estar orientados hacia los fines perseguidos por la educación; la sociedad y las autoridades públicas se esforzarán por promover el goce de este derecho.

Artículo 8º

El niño debe, en todas las circunstancias, figurar entre los primeros que reciban protección y socorro.
Artículo 9º 

El niño debe ser protegido contra toda forma de abandono, crueldad y explotación.

No será objeto de ningún tipo de trata.

No deberá permitirse al niño trabajar antes de una edad mínima adecuada; en ningún caso se le dedicará ni se le permitirá que se dedique a ocupación o empleo alguno que pueda perjudicar su salud o educación o impedir su desarrollo físico, mental o moral.

Artículo 10º

El niño debe ser protegido contra las prácticas que puedan fomentar la discriminación racial, religiosa, o de cualquiera otra índole. 

Debe ser educado en un espíritu de comprensión, tolerancia, amistad entre los pueblos, paz y fraternidad universal, y con plena conciencia de que debe consagrar sus energías y aptitudes al servicio de sus semejantes.
Fin Txt para leer
Sigue Txt de Actividad
En función de todo lo que ha leído hasta aquí acerca de los Derechos Humanos, le pedimos que elabore un informe que incluya el tratamiento de los siguientes puntos:

Punteo en Act.
· ¿Se pueden poner en duda los derechos humanos de los niños argumentando que, al ser menores, no tienen obligaciones y, por ende, deben ver restringidos sus derechos? Cualquiera sea su respuesta, defiéndala argumentativamente, basándose en lo dicho respecto de la particularidad de los Derechos Humanos en la Unidad 1.

· Repase lo dicho en la Unidad 2 respecto de los conceptos de “libertad”, “igualdad” y “dignidad” y ubique en la Declaración de los derechos del niño todos los pasajes en los cuales esos derechos estén siendo más evidentemente resguardados. Justifique sus elecciones.

· Lea con atención los artículos 6 y 10 de la Declaración de los derechos del niño. En la Unidad 3 se ha hablado de “Derechos colectivos”; lo que le pedimos es que escriba un texto argumentativo en el cual defienda la pertinencia de invocar derechos colectivos, a partir de los dos artículos que acabamos de mencionar.

· Tanto en la Unidad 3 como en esta hemos se ha mencionado una práctica del último gobierno militar, consistente en la apropiación de menores. Vuelva a leer lo dicho en la Unidad 3 respecto del derecho a la identidad y repase lo dicho en esta unidad respecto del estado de derecho. Lea ahora el artículo 3 de la Declaración de los Derechos del niño y trate de relacionar los conceptos de los distintos textos en una carta abierta en la que pida por el derecho de los hijos de desaparecidos a conocer sus orígenes.
TU Anexo
Txt. Ppal.
Algunas partes del libro “Nunca Más”, publicado en Buenos Aires por la Editorial EUDEBA en 1984.  

Txt. Para leer
Prólogo

A los delitos de los terroristas, las Fuerzas Armadas respondieron con un terrorismo infinitamente peor que el combatido, porque desde el 24 de marzo de 1976 contaron con el poderío y la impunidad del Estado absoluto, secuestrando, torturando y asesinando a miles de seres humanos. 

Son muchísimos los pronunciamientos sobre los sagrados derechos de la persona a través de historia y en nuestro tiempo, desde los que consagró la Revolución francesa hasta los estipulados en las Cartas Universales de Derechos Humanos y en las grandes encíclicas de este siglo. Todas las naciones civilizadas, incluyendo la nuestra propia, estatuyeron en sus constituciones garantías que jamás pueden suspenderse, ni aun en los más catastróficos estados de emergencia: el derecho a la vida, el derecho a la integridad personal, el derecho a proceso; el derecho a no sufrir condiciones inhumanas de detención, negación de la justicia o ejecución sumaria. De la enorme documentación recogida por nosotros se infiere que los derechos humanos fueron violados en forma orgánica y estatal por la represión de las Fuerzas Armadas. Y no violados de manera esporádica sino sistemática, de manera siempre la misma, con similares secuestros e idénticos tormentos en toda la extensión del territorio. ¿Cómo no atribuirlo a una metodología del terror planificada por los altos mandos? ¿Cómo podrían haber sido cometidos por perversos que actuaban por su sola cuenta bajo un régimen rigurosamente militar, con todos los poderes y medios de información que esto supone? ¿Cómo puede hablarse de "excesos individuales"? De nuestra información surge que esta tecnología del infierno, fue llevada a cabo por sádicos pero regimentados ejecutores. 

Los operativos de secuestro manifestaban la precisa organización, a veces en los lugares de trabajo de los señalados, otras en plena calle y a la luz del día, mediante procedimientos ostensibles de las fuerzas de seguridad que ordenaban "zona libre" a las comisarías correspondientes. Cuando la víctima era buscada de noche en su propia casa, comandos armados rodeaban la manzana y entraban por la fuerza, aterrorizaban a padres y niños, a menudo amordazándolos y obligándolos a presenciar los hechos, se apoderaban de la persona buscada, la golpeaban brutalmente, la encapuchaban y finalmente la arrastraban a los autos o camiones, mientras el resto del comando casi siempre destruía o robaba lo que era transportable. De ahí se partía hacia el antro en cuya puerta podía haber inscriptas las mismas palabras que Dante leyó en los portales del infierno: "Abandonad toda esperanza, los que entráis". 

De este modo, en nombre de la seguridad nacional, miles y miles de seres humanos, generalmente jóvenes y hasta adolescentes, pasaron a integrar una categoría tétrica y fantasmal: la de los Desaparecidos. Palabra – triste privilegio argentino – que hoy se escribe en castellano en toda la prensa del mundo.

Cita: © Nunca Más, Informe de la Comisión Nacional sobre Desaparición de Personas,  EUDEBA, Buenos Aires, 1984, pp. 7 Y 8.
FIN Txt. Para leer
Txt. Para leer
Los secuestros

"El 24 de marzo de 1976, a la 0.30 hs., penetraron por la fuerza en nuestro domicilio de Villa Rivera Indarte, en la provincia de Córdoba a personas uniformadas, con armas largas, quienes se identificaron como del Ejercito junto con personas jóvenes vestidas con ropas deportivas. Nos encañonaron y comenzaron a robar libros, objetos de arte, vinos, etc., que fueron Llevados al exterior por los hombres uniformados. No hablaban entre ellos sino que se comunicaban mediante chasquidos de los dedos. El saqueo duró mis de dos horas; previamente se produjo un apagón en las calles cercanas a nuestro domicilio. Mi esposo, que era gremialista, mi hijo David y yo fuimos secuestrados Yo fui liberada al día siguiente, luego lo fue mi hijo, quien estuvo detenido en el Campo 'La Ribera". Nuestra casa quedó totalmente destruida. El cadáver de mi esposo fue hallado con siete impactos de bala en la garganta."

Cita: © Nunca Más, Informe de la Comisión Nacional sobre Desaparición de Personas,  EUDEBA, Buenos Aires, 1984, p, 14.
Txt. Para leer
Las torturas
"En ese lugar fuimos ubicados en diferentes sitios. Esposadas las muñecas a la espalda, vendados los ojos y sangrando abundantemente comenzó una nueva andanada de golpes. A la media hora de estar detenido fui trasladado a un cuarto de la planta alta. Allí me quitaron toda la ropa, me volvieron a esposar las muñecas a la espalda y comenzaron a tirarme baldes de agua. Acto seguido me colocaron cables alrededor de la cintura, el tórax y los tobillos. Ataron una cuerda o cadena a  las esposas y me subieron tos brazos hasta donde estos podían soportar sin desarticularse. En esa posición, literalmente colgado, y a una distancia aproximadamente de 30 centímetros del piso, estuve por un espacio de tiempo que no es posible determinar en horas, sino en dolor. Se pierde, por el gran sufrimiento que causa esta forma de tortura, toda noción de tiempo formal".  

Luego los torturadores aflojaron la cuerda unos 20 centímetros, tanto como para poder con algún esfuerzo tocar el suelo y descansar en algo los brazos. En este sentido, lo que antes dije es sólo en apariencia, pues cuando trate de tocar el piso y lo, logre, comencé a recibir choques eléctricos. En realidad es muy difícil Llegar con palabras a expresar todo el sufrimiento que estos ocasionan. Pienso que es posible sólo, reproducir una caricatura trágica de lo que fueron aquellos momentos. Quizás a título de ejemplo y para dar una idea sirvan dos cosas, algunos hechos físicos concretos y algunas sensaciones. En cuanto a los hechos físicos pienso que hay dos que les darán a ustedes la medida del tormento: 

A) Las plantas de los pies, luego de la tortura, quedaban quemadas y se formaban capas de piel dura que luego se desprendían. Evidentemente, la piel se quemaba con los choques eléctricos.

B) Durante el tiempo que se aplicaba la electricidad se pierde todo control posible sobre los sentidos, provocando dicha tortura vómitos permanentes, defecación casi constante, etc.

C) En cuanto, atañe a las sensaciones, la electricidad comienza a subir por el cuerpo y todas las zonas en las cuales colocaron cables parecen arrancadas del cuerpo. Así es que, en principio, son los pies que se sienten como arrancados del cuerpo, como luego, las piernas, los testículos, el tórax, etc.".

"Estas sesiones de tormento se extendieron por espacio de cinco días yendo en aumento en cuanto a su intensidad. En los últimos días repitieron todos los  métodos antes mencionados y, además, me introdujeron cables dentro del ano, los, testículos y el pene. Estas prácticas se desarrollaban dentro de un marco diabólico; los torturadores, unos bebiendo, otros riendo, golpeando e insultando, pretendían extraerme nombres de uruguayos radicados en la República Argentina".

Cita: © Nunca Más, Informe de la Comisión Nacional sobre Desaparición de Personas,  EUDEBA, Buenos Aires, 1984, pp. 37 y 38.
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